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ANTECEDENTES 



Don Maximiano Rosales fué nombrado en 1884 Cajero de- la 
Tesorería General de Hacienda de Filipinas, cargo de la exclu- 
siva dependencia del Tesorero , porque sus funciones son parte 
de las propias de éste, y porque se halla dispuesto que lo ejer- 
zan personas de confianza y bajo responsabilidad del mismo 
Tesorero, quien á su arbitrio las nombra y destituye. 

Rosales se hizo cargo de la Caja, sin recontar realmente los 
caudales; porque no siendo él depeindiente directo de la Admi- 
nistración, ni ante ella responsable, sino simple agente del Te- 
sorero, el exigir un arqueo especial y minucioso se hubiera 
tomado por desconfianza de Rosales para con el mismo jefe 
que en él depositaba su confianza. 

A poco de estar ejerciendo de Cajero, advirtió que en la Caja 
había una falta de más de ochenta mil pesos, procedente de 
época anterior á su posesión. Tan. grave suceso le precisaba á 
elegir, entre ocultar la falta, ó delatarla: resolvió el conflicto por 
el primer extremo; porque, de revelar la verdadera situación 
de la Caja, inculparía necesariamente á su jefe, al tener que 
atribuir la falta , diciendo la verdad , á época anterior á la en 
que se le nombró Cajero, y se vería él, de todos modos, compli- 
' cado en el proceso del desfalco, y responsable del mis.mo, dado 
que no protestó contra ilegalidad alguna al posesionarse de su 
plaza, ni tenía medios para demostrai:^ que el desfalco pro- 
viniese de otro tiempo. , 
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Además, aunque Rosales hubiese podido corn|>í^bar su in- 
culpabilidad, no lo habría denunciado, porque no e^ljpmbre 
de las condiciones de carácter que requiere la realizacióh^de 
un paso tan grave, comprometido y escandaloso como ese. Ro^ 
sales es indio, y su índole la peculiar de su raza : humilde , su- 
frida, y de maravillosa facilidad para acomodarse alosmas 
j^raves contratiempos. Caracterízánle, además, bondad inde- 
íinida, prodi^'^alidad y despego á los intereses, al punto de no 
resistir ordinariamente exigencias, así de amigos como de ex- 
traños, j:)or perjudiciales que sean, y adhesión ciega á sus su- 
periores, en grado de ejecutar sus mandatos y sus .deseos sin 
discutirlos ni reparar en su legalidad ó licitud. 

Decidióse á ocultar la falta, con la convicción de que logra- 
ría cubrirla por medio de su trabajo y de sus recursos propios. 
Efectivamente, Rosales contaba en aquella época con unos 
quince mil pesos de capital suyo, estaba muy versado en ope- 
raciones mercantiles, A las que en otro tiempo se había dedi- 
cado como dependiente de casas de comercio primero , y des- 
pués por cuenta propia; y su empleo de Cajero le proporcio- 
naba pingües gajes, lícitos en cierto sentido, ó tolerados por 
lo menos, á saber: gratificaciones de parte de las personas que 
íYecuentemente efectuaban operaciones con el Tesoro, bonifi- 
caciones de premios por seguros de cauJales, primas por cam- 
bio de monedas y otros más de aniiloga índole, la suma de los 
cuales (luctuaba al año entre diez y quince mil pesos. Con ta- 
les elementos, no era mucho esperar que en plazo más ó menos 
largo el desíalco quedaría cubierto. 
Rosales se puso á trabajar para tal íin, pero no fué lo sensato 
' y paciente que el caso requería. L evado de su afán de regula- 
rizar la Caja prontamente, resol /ióse á invertir fondos del 
Tesoro, cuando sus recursos iTo bastaban, en especulaciones 
que reputaba de provecho seguro é inmediato; mas como no 
en todas el éxito correspondía á la esperanza, la reparación de 
la faltase dilataba, y á veces ésta se hacía mayor. 

Contribuía también á sostenerla su gran prodigalidad, que 
no tardó en ser notoria y explotada. Amigos y extraños, entre 
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ellos muchos funcionarios púli)licos , acudieron de continuo á 
Rosales pidiéndole anticipos ó préstamos de dinero, muchos 
de consideración, que de ordiflhrio satisfacía, así por su natural 
carácter, como por no indisponerse con quienes pudieran difi- 
cultar sus manejos y descubrir la situación de la Caja. 

No obstante todo esto, desde 1884 á 1S90 ó 91, el desfalco 
fluctuó entre la cifra de origen y otras aproximadamente ma- 
yores ó menores; porque, aunque las prodigalidades de Rosa- 
les fueron importantes y varios los negocios que produjeron 
pérdidas, estas minoraciones fuéronse compensando con las 
ganancias de otras especulaciones y los rendimientos de sus 
ropios bienes y recursos,, ,^ 

ro desde 1890 á 91 nuevas causas vinieron á determinar 
decisivamente el acrecentamiento del desfalco. 

Aquella Situación anormal de la Caja, sostenida durante 
tantos años priiTislDalmenle por el mal régimen de las oficinas 
económicas y la desidia é impericia de muchos de los funcio- 
narios que intervenían en el Tesoro; lo improbable que por esa 
misma razón era en el orden práctico que se descubriese la 
falta, y el agasajo y consideración, en fin, con que por parte . 
de aquellos funcionarios era tratado Rosales, ya por la pericia 
q,ue éste demostraba, ya por su ilimitada complacencia para 
ciertas peticiones, produjeron- lo que la naturaleza de estas 
cosas y la condición humana tenían necesariamente que pro- 
ducir, no ya en un indio, cual Rosales, de carácter débil y de 
inteligencia incapaz para sobreponerse al medio ambiente 
creado y comprender la realidad de otra manera' que como se 
e manifiesta actual é inmediatamente, sino en personas de 
cordura, previsoras y con entendimiento capaz para compren- 
der la verdadera índole de las cosas y la trascendencia de los 
sucesos. Rosales se familiarizó con aquel estado ilegal y se ha- 
bituó á sus manejos, considerándolos como cosa corriente y 
permitida; la idea de responsabilidad y de peligro amortiguá- 
base, cuando no desaparecía, cual la de la necesidad de la re- 
paración del desfalco. Subjetivismo semejante le indujo á ex- 
tremar sus prodigalidades y á una mayor imprevisión en su.^ 
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especulaciones tal, que desde entonces no tuvo reparo en ad- 
quirir numerosas fincas rústicas y urbanas, en verdad , con la 
idea de aumentar sus ingresos ó lograr ganancias revendién- 
dolas /para obtener mayores medios de reponer el Tesoro, 
pero haciendo más comprometida su situación, porque dejaba 
gruesas sumas inmovilizadas para el objeto de ponerlas en la 
Caja en un momento determinado. 

Esta, una de las causas productoras del incremento del des- 
falco, en realidad sin importancia; pues de haber concurrido 
ella solamente, apenas hubiese producido aumento en la falta 
de la Caja, porque el medida que Rosales ensanciiaba sus ne- 
gocios, su crédito en la plaza aumentaba y con estos elemen- 
tos se acrecentaban los recursos que destinaba al Tesoro. 

El factor que verdaderamente fomentó el desfalco fué el que 
determinaron sustracciones y fraudes que desde la época de 
referencia vinieron á ejecutar personas extrañas á Rosales. 

Ligera reseña de la organización y régimen prácticos de la 
Caja daríi cabal demostración de estas ilegalidades. 

La Caja de la Tesorería general de Filipinas se halla insta- 
lada en un departamento de la planta baja del edificio que ocu- 
pan las oficinas de Hacienda, de^unos diez y ocho á veinte 
metros de longitud por seis ó siete de anchura, que se halla 
dividido en tres secciones. La del fondo, de unos ocho metros, 
está destinada á guardar ocho cajas en que se encierran los 
fondos denominados de reserva, cajas que son grandes arcas 
de madera reforzadas con planchas de hierro y cerradas por 
tres candados de cobre ; se halla separada de las otras dos sec- 
ciones por un tabique de mampostería con puerta de hierro, y 
tiene reforzado el techo con enrejado del mismo metal. En la 
sección media, de ocho á diez metros, están la oficina de la 
Caja, todos los dependientes de la misma, el dinero metálico 
destinado á las operaciones corrientes y una caja de hierro 
denominada de valores, 6 sea la en que se guardan billetes, 
cheques, etc. Dentro de esta sección no hay divisiones ni nada 
que establezca separación entre el cajero y sus auxiliares y 
subalternos, ni entre todos éstos y los caudales que allí se po- 



- 7 - 

- nen, los cuales quedan coiocados dentro de sacos de lona en 
los rincones y demás lugares del local , y sepárala de la sec- 
, ción restante un simple mostrador de madera sin rejas ni ba- 
randillas. La última sección es la que corresponde á la entrada 
del departamento ; tiene unos tres metros y está destinada al 
público que hace operaciones en la Caja. 

Las operaciones corrientes, ó sea los ingresos y pagos dia- 
rios, se hacían indistintamente por el Cajero, su auxiliar y los 
escribientes más antiguos y expertos, que á la vez ejercían de 
contadores de moneda. Así, por ejemplo, los ingresos los reci» 
bían: unos. Rosales, examinando y anotando el cargareme, 
contando él mismo ó auxiliado por los subalternos las monedas 
ó valores ^que se entregaban; otros, el auxiliar ó los escribien- 
tes indicados, quienes hacían la anotación y contaban la mo- 
neda. Los pagos, de igual manera, unos se efectuaban por el 
mismo Rosales, examinando el libramiento y anotándole y sa- 
cando y contando él mismo el dinero, cuando era pequelia la 
cantidad, y ayudándole sus dependientes cuando era impor- 
tante. Otros los practicaban el auxiliar y los contadores por sí 
propios. 

Los cheques y billetes que ingresaban diariamente se colo- 
caban en un cajón de madera del mostrador, que no tiene ce- 
rradura, y, terminadas las operaciones del día, el sobrante de 
ellos se encerraba en la caja de hierro llamada de valores, que 
tiene una llave que debía estar en poder del Tesorero, pero 
éste la entregaba al Cajero, para que abriera la caja al empe- 
zar el despacho y fuese extrayendo de ella los valores necesa- 
rios para los pagos del día y encerrar los ingresados durante 
el mismo. En las horas del despacho ésta caja estaba entornada 
y con la llave puesta. 

De la misma caja y del cajón del mostrador en que se ponían 
los valores que iban entrando, se sacaban cheques y billetes, 
así por Rosales como por sus dependientes, para los pagos. 

El metálico que ingresaba se iba colocando, cada mil pesos, 
en un saco de lona, operación que hacían los auxiliares y con- 
citadores. 



Rosales salía frecuentemente del despacho durante las horas 
de oficina, llamado por el Tesorero, que está en departamento 
diferente del de la Caja y distante de éste unos cuarenta me- 
tros, y por otros jefes, para atenciones del servicio. Cuando 
salía, quedaban en la Caja los auxiliares y subalternos; el arca 
de valores abierta, y el cajón del mostrador, en que-se ponían 
los cheques y billetes del día también ¿ibierto. 

Juntábase con todo lo,dicho falta casi completa de inspec- 
ción por parte de los funcionarios responsables del Tesoro; no 
practicarse ni por el Tesorero ni por Rosales^esos arqueos pri- 
vados de orden interior de toda Caja regularmente llevada, que 
deben hacerse diaria ó semanalmente siquiera; hacerse los ar- 
queos oficiales periódicos sin realidad ó formulariamente, cual 
luego se explicará; un cambio continuo en el personal respon- .. 
sable del Tesoro y en el de todas las oficinas económicas que 
llevan la cuenta y razón del mismo, y carencia de aptitud ó de 
pericia en buena parte de este personal. 

E^ suma, desorganización y desorden para un Tesoro que 
maneja siempre millones de pesos y hace á diario multitud de 
operaciones. 

vSolamente una serie de seguridades materiales muy bien 
combinadas y un régimen de perfecta formalidad y regularidad 
pueden evitar infidelidades y otras faltas en una Caja de im- 
portancia igual á la de que se trata. 

Toda Tesorería debe tener un tesoro ó depósito de caudales 
espacioso, seguro y acondicionado para la ordenada colocación 
de los fondos: un tesoro, en una palabra, cual la industria mo- 
derna los construye. El de la Tesorería de Filipinas es un local 
de simple mampostería, guardado por una mala verja de hierro 
y por cajas de madera, tan malas é inadecuadas, que más pa- 
recen destinadas á granero para el pienso de caballos, que á 
contener caudales de grandísima cuantía. 

Las oficinas de una Tesorería deben estar en local amplio, 
con seguras divisiones entre el público -y los contadores de 
moneda, el Cajero y sus auxiliares, entre éstos y los demás su- 
balternos, entre todos y el lugar en que se van colocando los 
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fondos que ingresan y los que se sacan durante el despacho de 
cada día, y varias buenas arcas para los valores, libros y do- 
cumentación. La oficina de la Caja de Filipinas está en un 
menguado departamento, en donde andan confundidos el Ca- 
jero, auxiliares, contadores, escribientes, faginantes, porteros, 
los sacos de dinero y los valores, y hasta el público, porque no 
contiene otra separación que un mal mostrador de madera, sin 
barandillas ni enrejado, y sin puerta, pues le sirve de tal una 
tabla, continuación del tablero del mostrador, siempre levan- 
tada por el continuo paso de las gentes que manipulan y se 
entrometen en la Caja. 

Requiere, además, un buen régimen, que, después de las 
operaciones diarias, se guarden los caudales sobrantes en el 
Tesoro; que en éste no entren más que el Cajero y el Tesorero, 
acompañados de los auxiliares necesarios para extraer los fon- 
dos; que el dinero se enfarde,, no en sacos de tela tupida, sino 
de red, que permita ver el contenido, y se coloque, no en mon- 
tones informes, sino de modo que haga breve é inmediata su 
inspección. En la Caja de Filipinas queda el dinero esparcido 
por el suelo del local de la oficina; no se encierra en aquellos 
originales arcones de madera, sino cuando tras largos trámi- 
tes es declarado de reserva; todos los empleados y sirvientes 
de la Caja andan y manipulan con el dinero; éste se guarda en 
sacos de fuerte lona, y, cuando se destina á la reserva, queda 
sepultado en los consabidcís inmensos arcones, haciéndose 
imposible su inspección de^tra manera que extrayendo uno á 
' uno cada saco y vaciando el contenido de todos. 

Menester es, en fin, para que una Tesorería funcione orde- 
nadamente, que el Tesorero tenga su despacho en el mismo 
departamento de la Caja, ó en lugar inmediato; que ese funcio- 
nario vigile por sí mismo las operaciones, y que él y el Cajero 
practiquen balances diarios con vista de las operaciones déí - 
día. En la Caja de Filipinas el despacho del Tesorero está en 
departamento separado del de la Caja por otros dos departa- 
mentos; el Tesorero rara vez entra en la Caja, y casi nuosca al 
cerrarse; las llaves de la Caja, si las recibe, es por fórmula; 
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' siempre las entrega al Cajero para abrir la oficina, y no prac- 
tica balances diarios 

Ahora bien : si las condiciones únicas que pueden producir 
buen régimen y fidelidad en una Caja no se cumplían en la de 
Filipinas, y, por el contrario, desconcierto, abandono y confu- 
sión entraban en su manejo, ¿qué había de suceder? Resultante 
irremisible debía ser y fué la rapiña y el fraude. Los hombres 
son de honradez muy condicionada, y allí donde se presentan 
facilidad é impunidad probable, allí se produce necesariamente 
el delito. Y por esta ley fatal, el Tesoro filipino, que constante- 
mente ha estado en la forma ya explicada, ha sido de continuo 
objeto de defraudaciones. Véase su historia: en 1874 descu- 
brióse un cuantioso desfalco, producto de larga serie de ama- 
ños y sustracciones que vinieron operándose casi desde el esta- 
ble1:imiento del Tesoro general, allá por la década de 1860. 
En 1877 tuvo terminación el proceso á que dio lugar este 
escandaloso desfalco. En 1884 se advirtió por Rosales nuevo 
importante desfalco, que seguramente fué continuación del 
anterior. Desde aquel año hasta fin de 1894 se elabora el qué = 
es objeto de esta consulta que toma origen y es evolución del 
segundo. Y desde el descubrimiento del de que tratamos, desde 
Diciembre de 1894 hasta el momento presente, prodúcese un 
nuevo desfalco. Porque se ha dado el suceso, asombroso en la 
apariencia-, pero naturahsimo, bien mirada la situación de las 
cosas, de que, estándose en la investigación del desfalco terce- 
ro, cuando más vivo se halla el escándalo y la alarma que ha 
producido, cuando se ha variado el personal de la Tesorería ^ 
parecía que todos se apercibían á evitar infidelidades, se hpi' 
dado eFcaso de cometerse un cuarto desfalco, en cujr ave- 
riguación se ocupan actualmente las oficinas de Hacienda. Y 
ha sucedido, además, que, estáíidose en esa misma última ave- 
riguación, se han cometido dos aisladas y atrevidísimas 
defraudaciones, una, á lo que se dice, por un empleado de 
Tesorería, y otra por un dependiente de la Caja, de las cuales 
entienden hoy los Tribunales de justicia. 
La desorganización de la Caja era, pues, campo abonado 
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para sustracciones y fraudes por aquellos que en ella tenían . 
intervención ó manipulaban, y, efectivamente, varios de éstos 
diéronse desde 1890 ó 91 á cometerlas á espaldas de Rosales 
y sin conocimiento suyo. Este advertía las faltas y sospechaba 
su procedencia; en más de una ocasión sorprendió' á depen- 
dientes de la Caja en alguna defraudación ; pero no se atrevía 
á corregir ni á evitar, porque la nota más saliente de su carác- 
ter es la. debilidad, y, principalmente, porque no dudaba que 
algunos de sus subordinados conocían su situaci<3n y sus ma- 
nejos, y temía que al tomar cualquier determinación contra 
ellos le delataran y todo se descubriese. El adoptar precaucio- 
nes que cortaran el mal no estaba en su mano, pues sobre ser 
él el descuidado, no de otro modo' que mediante radicalísima 
y complicada reforma se podían lograr medios de atajar aque- 
llas sustracciones. 

A más de quinientos mil pesos, según cálculos de Rosales, 
'subió el desfalco en el año de 1893. ^ 

Desde ese año, los amaños y sustracciones se sucedieron con 
tanta repetición é importancia, que, al finalizar el año si-. 
guíente, ascendió el desfalco, según los mismos cálculos, ,á 
cerca de un millón de pesos. 

Sentíase Rosales desatinado por tan desapoderado desbor- 
damiento; tenía la evidencia de que le engañaban y que toda 
su diligencia, cual sus medios, eran incapaces para evitarlo. 
Los modos del engaño no podían ser otros, á lo que sospe- 
chaba, que sustracciones de valores hechas por los subal- 
ternos á guisa de escamoteo, ó aprovechando momentos de 
descuido; hacer los mismos, seguramente en connivencia con> 
terceros, ingreso efectivo de menores sumas que las que de 
bían ingresar por depósitos, fianzas de servicios, remesas de 
fondos, etc., figurando en los asientos ingresadas las que 
correspondían legítimamente , ó , al efectuar pagos , entregar 
mayores sumas que las debidas, anotando sólo éstas en los 
asientos de la Caja. 

Sostener una situación como aquella, ocultando la enorme 
falta que llegó á producirse, era imposible, porque resultaban 
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inútiles los recursos y medios que Rosales había venido em- 
pleando para evitar el descubrimiento del desfalco: las aten- 
cio.nes del Tesoro superarían de un momento á otro á los fon- 
dos que resultaban en la Caja, y la realidad comenzó á hacerse 
pública, y de día en día el rumor de ella se acentuó. Así, tenía 
que llegar prontamente el punto en que para Rosales se hiciesen 
irresistibles los dictados de su desesperación: abandonar su 
puesto y descubrir el estado del Tesoro. 

En el momento de pensar en ejecutar su idea fué sorprendido 
y realizóse el descubrimiento de éste desfalco, tan cuantioso 
Gomo inconcebible, si no se conocen bien y se aprecian sensata- 
mente la multiplicidad de causas que han contribuido á su ela- 
boración. 

El día 7 de Diciembre de 1894, las autoridades económicas 
primero, é inmediatamente después las judiciales, tuvieron 
noticia del desfalco y comenzó su investigación, formándose 
un proceso criminal, en el que muy luego se evidenciaron el 
quebranto del Tesoro y sus verdaderas causas, merced á las es- 
pontáneas y explícitas manifestaciones que se apresuró á hacer. 
Don Maximiano Rosales. 



AT declarar en el proceso ha dicho Rosales que solamente ha- 
bía utilizado unos ciento cincuenta mil pesos del Tesoro, pero 
entiéndase que este aprovechamiento no tuvo carácter deapro- 
piación determinada é intencional, sino de distracción encami- 
nada hacia el logro de ganancias que contribuyeran á reponer 
lo que al Tesoro faltaba. 

Rosales extraía fondos cuando se le ofrecía alguna especula- 
ción y sus medios propios no eran bastantes, y cuando ella se 
revivía, cual siempre que á sus manos venía dinero procedente 
de sus bienes ó de las misma sumas que distraía, lo poi^ía en la 
Caja. Es decir, expresándolo gráficamente: vino á establecer 
una manera de cuenta corriente con el Tesoro, en cuyo movi- 
miento sumaron las partidas del Debe unos ciento cincuenta 
mil pesos. 
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Tal es el verdadero sentido de aquella declaración ; de modo 
alguno que Rosales se apropiase de dicha cantidad quitándola 
definitivamente del Tesoro. 

Incontestables datos demostrarían la realidad y verosimili- 
tud de esta explicación. En efecto: en los diez años que ha ser- 
vido el cargo, no ha ganado Rosales menos de cuatrocientos 
mil pesos, porque los rendimientos de su capital propio primi- 
tivo, sus gajes de Caja, los productos de las especulaciones 
que emprendía y las rentas de sus propiedades, le daban un in- 
greso anual de cuarenta mil pesos, tomada esta cifra como tér- 
mino medio que compensa los ingresos mayores de unos años 
con los menores de otros. 

Véase ahora la inversión de esta ganancia, ^óner los gastos 
de la vida suya y de su familia en seis mil pesos al año, es cal- 
cular con exceso^ pues ha vivido siempre modestísimamente, 
casi cual indio de humilde posición, y sin los derroches de" los 
vicios, porque su vida ha sido morigerada en todo tiempo. Su 
fortuna, al descubrirse el desfalco, consistente en fincas, eré- ' 
ditos, negocios y otros bienes, todo lo más que puede valorarse 
es en doscientos mil pesos. Nos dan, pues, estos dos conceptos 
doscientos sesenta mil pesos aproximadamente, ó sea, ciento 
cuarenta mil pesos de diferencia á favor de los ingresos acu- 
mulados de Rosales. Esta diferencia será el margen para el 
capítulo de sus prodigalidades, las cuales, por muciiq que se 
exageren, no puede presumirse, desde un punto de vista racio- 
nal, que ascendieran á mayor suma que la que dicha diferencia 
representa. 

Si como cierta, pues, se admite la ganancia propia de Rosales 
durante su ejercicio de Cajero, y como innegables las cifras de 
su fortuna y de sus gastos, hay que excluir la posibilidad de 
que él se haya apoderado de las sumas desfalcadas, ni aun en 
cosa de escasa entidad. Y que la cuantía de sus bienes presentes 
es la dicha, lo comprueba la investigación practicada en el 
proceso sobre sus bienes. Con diligencia y sagacidad sumas 
se ha procurado averiguar si Rosales tenía más bienes que los 
que ha manifestado espontáneamente en los momentos de 
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mayor aflicción, á raíz de su procesamiento y cuando se hallaba 
incomunicado, circunstancias seguras de sinceridad. 

No; en realidad de verdad Rosales no llegó á distraer sin 
restituirlos fondos del Tesoro. Un hombre que vive oscura- , 
mente; que no siente aspiraciones de figurar en sociedad; que 
no tiene hijos; que en sus costumbres nada manifiesta licencioso 
y á quien domina pasión contraria á la avaricia; un hombre 
como ese, que, además, cuenta con importantes rendimientos, 
infinitamente superiores á sus modestas necesidades, y que ha 
logrado cimentar sólidamente su crédito en la plaza merced á 
su capacidad y á la exactitud que en todos sus tratos empleaba; 
un hombre cual Rosales, que reunía esa serie de circunstan- 
cias, no podía ser que cayera en la insensatez de apropiarse 
dinero de la Caja, ni en la importancia en que el desfalco se ha 
revelado, ni en ninguna otra, porque tales circunstancias le 
aseguraban medios para irse librando de la responsabilidad 
del desfalco primitivo, quedando en segura y tranquila situa- 
ción, y sobre todo en razón de que por ningún respecto podía 
sentir los grandes estímulos que hubiera necesitado para deter- 
minarse á acrecentar por sí mismo el desfalco. 

Rosales tiene- bondad y honradez completas, y de honrado y 
bueno era el concepto que á todos merecía. Si obró en contra 
de esos sentimientos,, no fué por carencia de ellos, sino por la 
fuerza de su situación y de su carácter. 

¿Se quiere una manifestación positiva y concluyente de su 
honradez? Pues conózcase y examínese el acto que. se va á 
referir inmediatamente. 

El día 1.° de Julio de 1894 quedó fijado por disposición legis- 
lativa el límite máximo de los depósitos voluntarios con in- 
terés en la Caja de depósitos de la Tesorería General: la 
cifra que sumasen los depósitos existentes en aquel día no po- 
dría rebasarse en lo sucesivo. Por consiguiente, para hacer 
imposiciones nuevas, era menester que las existentes fuesen 
venciendo y las retiraran los imponentes. Pues bien: mu- 
chos que deseaban hacer depósitos después de aquella fecha, 
acudieron á Rosales, entregándole las sumas que destinaban 
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para el objeto. Entre los indicados se contaban Corporaciones "^ 
tan respetables como la de Religiosos Agustinos y Dominicos, 
Banco Español Filipino y Monte de Piedad, funcionarios tan 
elevados como el Intendente general de Hacienda y el Fiscal, 
y casas de comercio tan acreditadas como la de Echeita y 
Portuondo, y otras varias. Todos entregaron su- dinero á Rosa- 
les para que lo tuviera en Su poder hasta que hubiere ocasión 
de imponerlo en la Caja de depósitos; á ninguno se le ocurrió 
exigirle recibo ó resguardo de la entrega, y ni uno solo vio 
defraudada su confianza. Róscales fué efectuando religiosamente 
las imposiciones á medida que se hacía hueco en dicha Caja, y 
á cada interesado entregó oportunamente la carta de pago ó 
documento oficiar del depósito. Cuéntese que estas sumas, 
entregadas libremente á la integridad de Rosales, importaban 
más de cuatrocientos mil pesos, y que el suceso vino á verifi- 
carse en los tiempos de mayor aflicción y crisis para él; como 
que era muy pocos meses antes del día en que el desfalco se 
descubrió. 

Si Rosales hubiese sido perverso, si no fuese profundamente 
honrado, habría distraído aquel dinero, ya poniéndolo en la. 
Caja para salvar la crisis, ya apropiándoselo para contar cqn 
recursos en medio de su perdición; tanto más, cuanto este pro-, 
ceder criminal iba acompañado de la impunidad que producía la 
dificultad para los interesados de comprobar el encargo, puesto 
que lo hicieron privadamente y sin exigir resguardo alguno. 

Sí; es evidentísima cosa que el grueso del desfalco no ha 
sido producido por otros medios que por aquellas filtraciones; 
por los variados modos de fraude de que se ha hecho explica- 
ción antes. 

Pruébalo, además, el hecho de que dos subalternos, el auxi- 
liar de Caja y uno de los principales escribientes, viviesen 
cual gente acaudalada y tuviesen considerables bienes, cuando 
no contaban sino con mezquinos sueldos y apenas tenían re- 
cursos propios antes de ser destinados á la Caja; el haber sor- 
prendido Rosales más de una vez á esos empleados ocultando 
valores; el estar estos mismos individuos comprendidos en el 
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proceso, y cicrlo suceso, en fin, de viva y decisiva significa- 
ción, á saber: Rosales, en deternfínada época, para salvar los 
graves apuros dala Caja, vióse precisado á extraer de algunas 
de las arcas de reserva la moneda de plata que contenían, sus- 
tituyéndola por moneda de cobre; pero este manejo no lo em- 
pleó en todas la arcas, singularmente en las que se distinguían 
con los números 6 y 7, porque á causa de hallarse éstas colo- 
cadas enfrente de la entrada del local, eran las que solían 
abrirse y ser examinadas cuando los arqueos se practicaban. 
De aquí la convicción perfecta de Rosales de que esas arcas 
contenían exactamente las sumas que se habían guardado en 
ellas, pesos fuertes 170.000 en cada una; convicción que poseía 
cuando el Juzgado procedió á la apertura de esas dos arcas, 
tanto, que anuncia á todos, antes de la operación, que no re- 
sultaría falta alguna; pero el resultado fué que era el contenido, 
no moneda "de plata, sino de cobre, y cuantos presenciaban el 
acto observaron el espanto de Rosales, su vivísima é Inequí- 
voca manifestación de desengaño. 

La situación de las cosas forzó á Rosales á practicar varia- 
dos artificios que ocultasen el descubierto del Tesoro. 

Los arqueos reglamentarios que mensualmente debían ha- 
cerse, eran una de las mayores dificultades que salvar. 

Por fortuna para su situación, nunca se practicaron con 
aquella escrupulosidad que fatalmente hubiese delatado el des- 
falco, es decir, contándose efectivamente toda la móndela y 
los valores; lo cual era debido, de una parte, al mucho tiempo 
que requieren arqueos minuciosos y completos, con entorpe- 
cimiento y hasta paralización de las operaciones ordinarias; 
de otra parte, á la confianza que naturalmente se tiene en el 
Tesorero y el Cajero; y, por último, á que, siendo de ordinario 
el grueso de las existencias los fondos de las cajas de reserva^ 
es de tener por inútil, en una marcha ordinaria, el ir contando 
todos los meses un dinero que fué bien contado al guardarse 
en dichas cajas y que debía suponerse seguro, dado que éstas 
no podían abrirse sino por orden y con conocimiento de todos 
los claveros. 



- 17- 
La forma real de los arqueos era la siguiente: el dia último 
del mes respectivo, ó el primero del siguiente, Rosales formu- 
laba por escrito la nota del arqueo, consignando las existen- 
cias que debía haber en metálico, cheques y otros valores; los 
claveros iban á la Caja, á veces todos, otras parte de ellos, y 
examinaban dicha nota; después solían, en algunos arqueos, ^ 
proceder á la comprobación superficialmente, á saber: cqntá- 
base el número de los sacos de dinero que se hallaban fuera 
de las Cajas de reserva, y se abrían algunos de éstos ^acos: 
procedíase luego á abrir una ó dos de dichas cajas, examinán- 
dose por encima su contenido, y, por último, alguna que otra 
vez se veía la carpeta en que estaban puestos les cheques y l?i- 
lletes, examinándose á la ligera. No faltaron ocasiones en q%e 
los arqueos pasaron como fórmula, consignada en el libro co- 
rrespondiente. 

En la primera época, que hemos fijado de 1884 á 1890 ó 91, 
como las sumas que faltaban no eran considerables, no tenía 
Rosales necesidad de apelar ni en los arqueos, dada su forma 
práctica, ni para las atenciones del Tesoro, á arte alguna para 
velar la falta, pues la existencia efectiva era siempre sobrada 
para ellas. 

En la segunda época, de 1890 ó 91 hasta el 93, en que el des- 
falco fué haciéndose sumamente considerable. Rosales se vio 
precisado en diversas ocasiones á sustituir con fondos extraños 
los que faltaban al Tesoro, pues era facilísimo notar el descu- 
bierto en los arqueos, y ejj ciertos momentos en que el rema- 
nente no era bastante para satisfacer las atenciones. En la 
Tesorería general se halla desde antiguo establecido el Tesoro 
denominado de fondos locales, que son los pertenecientes á 
ramos provinciales y municipales centralizados en la Direc- 
ción general de Administración civil por virtud del régimen 
provincial y municipal establecido en Filipinas hasta la refor- 
ma operada en este régimen por el año de 1894. Disposiciones 
legislativas permitían que estos fondos, en concepto de antici- 
pos, auxiliafan á los generales cuando fuese menester. Efecto 
de todo era que los fondos locales se hallasen confundidos en la 
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Tesorería general, y á mano del Cajero la parte que no se ence- 
rraba en la caja de reserva propia de estos misnios fondos. Pues 
bien: Rosales, en los arqueos de la segunda época, poníalos 
fondos locales en el lugar de los generales para completar su 
falta, y de ellos echaba mano asimismo para cubrir las nece- 
sidades del Tesoro general, cuando sus existencias no bas- 
taban. 

Al final de la segunda época y entrada la tercera, ya no bas- 
taba esa sustitución para cubrir la falta. Sucedió, además, que 
el progresp del desfalco hizo insuficientes las existencias pues- 
tas fuera de las cajas de reserva y destinadas á las operaciones 
corrientes, para efectuar los pagos del Tesoro. En tan grave 
aprieto, ideó Rosales suplir la deficiencia con los fondos de re- 
serva. Para esto necesitaba abrir las arcas en que se guardaban, 
y para lograrlo se hizo de llaves duplicadas por este procedi- 
miento : cada uno de los tres claveros tenía dos llaves de cada 
■candado de la'^ .,,as; antes de los arqueos esos funcionarios 
. mandaban al cajero sus llaveros, excepción del Tesorero, que 
ordinariamente lo dejaba en poder de Rosales; en tales mo- 
mentos, éste sustituía una de-las llaves dobles del Tesonero con 
= otra de las pertenecientes á los demás claveros; en posesión de 
las llaves de éstos , de arqueo á arqueo iba haciendo Rosales 
llaves iguales, y por el mismo proceder devolvía á cada uno las 
que les eran extraídas. Así llegó á hacerse de un juego completo 
de llaves de las cajas, y quedó en disposición de abrirlas á su 
arbitrio. 
Extraer la moneda, dejando vacías las cajas, era arriesgado, 
' y para evitarlo proyectó sustituir la moneda de plata por mo- 
neda de cobre, colocada en sacos de igual volumen que el de" 
los de aquélla. Este trabajo, aunque requería operaciones pesa- 
das y visibles, le era dado practicarlo sin escándalo, porque, 
como Cajero, ordenaba trabajos de apariencia semejante. 

La calderilla (moneda de cobre) que ingresaba en Tesorería 
era mucha. Además podía ordenar su adquisición sin causar ex- 
trañeza. 
En determinados momentos hacía que los faginantes coló- 
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casen en sacos la calderilla existente y los amontonaran en 
cualquier lugar del local, trabajo que se efectuaba como co- 
rriente. En otros días abría alguna caja de reserva al entrar 
en la oficina, que era muy temprano y cuando nadie estaba; or- 
denaba á los faginantes ó mozos de oficio que llevaba que ex- 
tragesen los sacos que en ella había. Otro día hacía que se pu- 
sieran en la misma caja los sacos de calderilla que por su vo- 
lumen se confundían con los de plata, y de esta suerte fué ha- 
ciendo la extracción y sustitución que explicamos. 

Parte del dinero de reserva vino, pues, á servir para rellenar 
el vacío que se producía en los fondos corrientes, y orillar así 
la crisis resultante de las defraudaciones. 

La extracción de la moneda de plata de las cajas de reserva 
números 6 y 7, y su cambio por moneda de cobre, fueron efec- 
tuadas por personas extrañas, y sin conocimiento de Rosales. 
Cuál fuera el procedimiento, lo ignora éste, pero sospecha que 
consistiera en lo siguiente: el personal de la Caja era nume- 
roso; esconderse^ en el local muy fácil, porque en él hay 
muchos muebles grandes ; y como al cerrarse la Caja no se 
acostumbraba á practicar registro, resultaba hacedero que 
quedasen escondidos algunos individuos dentro del local, y así 
encerrados, durante la noche practicar los trabajos de abrir 
las cajas y extraer y sustituir el dinero. Comprueba la verosi- 
militud de este procedimiento el; haber resultado forzados y 
compuestos varios candados de las Cajas; cosa que no puede 
suponerse fuera obra.de Rosales, cuando él tenía llaves para 
abrir todos los candados. 

La cuantía del desfalco, según la liquidación practicada por 
las oficinas económicas, es de cerca de un millón y medio de 
pesos; empero en opinión de Rosales no debe tenerse por 
exacta, pues según sus cuentas se han omitido varias opera- 
ciones pendientes de formalización, cuyo importe ascenderá á 
más de trescientos mil pesos. 

Según los cálculos, no debe pasa^ el desfalco de un millón 
de pesos, y la liquidación de referencia adolece de error nece- 
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sariamente, formada como ha sido en un tiempo relativamente^ 
corto , cuando los libros de contabilidad de la Hacieuda esta- 
ban atrasados cerca de íhi año. 

En el proceso criminal que se está instruyendo han sido 
incluidos el Tesorero general, el segundo Jefe de la Interven- 
ción general del Estado y el Ordenador general que se hallaban 
en ejercicio al tiempo de descubrirse el desfalco; D. Maximiano 
Rosales como Cajero, el auxiliar de la Caja y el escribiente 
primero de la misma. 

A la defensa de Rosales interesa dilucidar varias cuestiones 
relacionadas con su responsabilidad, y á este objeto promué- 
vese la consulta que se puntualiza á continuacrón. 



-(ÍONSULTA 



1.° Supuestos los hechos contenidos en los antecedentes, ó 
sea los que forman el objeto del proceso criminal sobre el des- 
falco del Tesoro general de Filipinas descubierto en Diciem- 
bre de 1894, y dados la intervención que en ellos tuvo D. Maxi- 
miano Rosales y su destino de Cajero, con ocasión del cual 
efectuó dicha intervención, ¿es responsable de los delitos de 
malversación de caudales públicos y falsificación de documen- 
tos oficiales? 

2.° De ser responsable de malversación, ¿en cuál de las es- 
pecies de esté delito deberá considerársele incluido? 

3.^ De no ser reo de malversación ni de falsificación, y de 
haber de reputársele funcionario público, ¿será reo de fraude? 
A° Si no cabe considerarle funcionario público, ni reo de 
fraude por consiguiente, ¿lo será de robo, de hurto ó estafa? 

5.° La circunstancia de abuso de confianza, ¿puede esti- 
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marse que haya concurrido en la participación de Rosales, ya 
como cualificativa del hurto, si puede ser éste el delito de que 
sea responsable, ó como agravante, de ser otro el delito? 

6° La circunstancia de ser Rosales indígena, ¿debe ser en 
este caso tomada como atenuante, dado lo que dispone el ar- 
tículo 11 del Código penal de Filipinas? 

Para aclaración de los puntos consultados y determinar bien 
todos los aspectos de los mismos que interesa sean tratados, 
expondrá el consultante algunas observaciones. 

Sobre el primer punto : 

El proceso ha sido calificado por el Juez instructor de mal- 
ver sadón de caudales públicos y de falsificación de documen- 
tos públicos ; lo primero, porque se presume que el desfalco se 
ha producido por sustracción y es imputable á funcionarios 
públicos; y lo segundo, porque en las actas oficiales de los 
arqueos aparece que á estas operaciones concurrían todos los 
claveros , se contaban las existencias de la Caja y se hallaban 
éstas completas, cuándo los datos de investigación indican que 
no siempre concurrieron los claveros , ni se contaron los fon- 
dos, y en éstos venían existiendo faltas considerables. 

¿Es propia esta calificación? 

Nada fácil parece una contestación inmediata por la comple- 
jidad de los hechos y la diversidad de aspectos que ofrece la 
responsabilidad penal de los mismos , según el distinto carác- 
ter de las personas que la han contraído. 

Es indudable, ya por lo que indican los antecedeníeS, cómo 
por la importancia del desfalco y la naturaleza de sus^ circuns- 
tancias , que éste no se ha producido homogéneamente, ni en 
cuanto al tiempo, ni en cuanto á los agentes, ni en cuanto á 
los medios , sino que ha sido obra de diversas acciones ejecu- 
tadas durante el transcurso de aljgunos años , en ocasiones dis- 
tintas, y por diferentes personasino concertadas ni relaciona- 
das entre sí. En 1884, cuando advirtió la minoración en la Caja^^ 
que quedó odulta y cuyo origeri se ignora, Rosales puso en- 
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práctica aquellos manejos de distraer y reponer fondos, ten- 
denciosos á reparar la falta, la cual continuó sin aumento ni 
disminución sensibles durante los primeros años, hasta que 
después, otras personas, seguramente unas subalternos_de la 
Caja, y otras extrañas á la oñcina, diéronse á cometer sus- 
tracciones. Rosales distraía los fondos por apoderamiento y 
cubría las faltas por variados artificios. Los otros se valieron 
de distintos medios; la sustracción' simple, la violenta, por 
forzamiento de los candados de las cajas, el escamoteo, la si- 
mulación de ingresos y pagos y otros medios de índole pareci- 
da^ De manera qug, en realidad, larga seriQ de actos heterogé- 
n-eos por el tiempo, por las personas y por los medios, fueron 
elaborando eldesfalco, en cuanto todos coincidían en el resul- 
tado, que consistía en quitar fondos al Tesoro. 

Siendo tal la naturaleza de los orígenes ó causas del des- 
falco , claro parece que la calificación penal debería sertan 
variada como varias han sido aquellas causas, pues la, acci- 
dental unificación de^fectos que éstas ofrecen no puede sei^ 
bastante 'Á confundirlas, porque los actos penales que tienen 
generación y ejecución distintas é independientes no puedefí 
perder sus propios caracteres é individualidad porque cojnciJ- 
dan por simple accidente en la igualdad de fines. El úni^ pr<^- 
bléma que sobre este extremo puede ofrecerse es de orden 
práctico, á saber, el de la posibilidad de llevar la investigación 
judicial al detalle y circunstanciación que el Enjuiciamiento 
exige para discernir y dar por ciertas las acciones productoras 
de^ déficit del Tesoro; problema que seguramente ha de resol- 
verse en sentido negativo ; porque si bien las manifestaciones ' 
de Rosales y datos del proceso, de poderosa inducción racional, 
dan el convencimiento de aquella diversidad de causas inde- 
pendientes, es lo cierto que no hay actualmente posibilidad de 
probar con la precisión debida, ni el preciso momento en que 
cada una de las defraudaciones se cometiera, ni la cierta ó 
ciertas personas que tomaran parte en cada cual de las mis. 
mas, ni la cuantía ni el modo especial respectivo á cada una 
de ellas. 



Esta imposibilidad de individualizar en el proceso los distin- 
tos actos que han contribuido at desfalco, y, principalmente, 
el no interesar al propósito del la consulta sino aquello que 
directa y especialmente haga relación con .la responsabilidad 
de Rosales, nos lleva á considerar la calificación de que se 
trata sin reparar en los elementos que aportaría la índole de. 
aquellos actos en que no tomó parte Rosales. 

Concretaremos, pues, á lo que á éste concierne la pregunta 
sobre la propiedad de la calificación hecha por el Juzgado. 

Examinando los elementos que entran eiTla composición de 
la malversación de caudales públicos, hállase que el sujeto 
del delito lia de tener la característica especial de funcionario 
público: el objeto se ha de distinguir por dos circunstancias; 
la de ser fondos públicos y hallarse éstos á cargo del sujeto: 
y el modo ó forma consistir, ó en simple sustracción cometida 
con intención ó consentida con inexcusable negligencia, ó en 
distracción en provecho propio del sujeto, () en aplicación 
pública indebida. Por consiguiente , para que la participación 
de Rosales determine una malversación, será .menester que 
concurran dichos tres elementos. 

¿Concurren? Este será el problema principal, y sobre él hace- 
mos las observaciones siguientes: ^ 

Primer elemento: Sujeto. 

¿,Puede ser considerado Rosales sujeto de malversación? Ó 
en otros términos: ¿cabe que sale repute funcionario público? 

Consultando la disposición qiue especialmente determina el 
carácter y funciones de la plíiza de Cajero de la Tesorería 
general de Filipinas, disposición que es la Real ordert de 30 de 
Agosto de 1865 ^ no derogada hasta el día, resulta que el Cajero 



1 El texto de la citada Real orden es el, siguiente: 

Vista la carta de V. E. número 51, de 16 de Mayo último, á la que acompa-ña una 
consulta de la Intendencia de esas Islas sabré la fianza que deberá prestar cl Cajero 
de la Tesorería central, para responder de la buena gestión de su cometido; y Consi- 
derando que si se incluyó el cargo de Cajicro en la planta de la Tesorería al verifi- 
carse la reforma de las dependencias de rfacienda, por Real decreto de 13 de Enero 
del corriente año, fué bajo el concepto 4^ que la persona que la servía por indicación 
del Tesorero quedaba formando parte de la Dependencia y en el propósito de elevar 
su sueldo, segúralas mayores atenciones que se le asignaban; Consideraíido qu© de 
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no tierie categoría oficial, ni personalidad, representación ni 
respoi^sabilidad administrativas, pues se le considera agente 
de confianza y privado del Tesorero para los servicios manua- 
les que éste le encomiende: su nombramiento y separación se 
hacen depender exclusivamente del Tesorero , y para con éste 
tan sólo se entiende la responsabilidad que pueda resultar de 
sus actos, todo lo cual excluye el concepto de funcionario 
público. 

Las disposiciones que determinan en general el carácter de 
funcionarios del Estado excluyen también de este carácter el 
cargo de Cajero, pues el artículo 14 i del Reglamento orgánico 
de las carreras civiles de la Administración pública en Ultra- 
mar, de 3 de Junio de 1866, vigente en virtud de lo dispuesto 
en Real orden de 22 de Noviembre' de 18S5, dispone expresa- 
mente que las clases de subalternos no se consideran emplea- 
dos públicos, y en esta clase se halla comprendida la plaza de 
Cajero, tanto por la naturaleza de sus funciones, como por no 
encajar en ninguna de las categorías que_¡ el mismo artículo 
establece. 



exigirse fianza por el Estado al Cajero de la Tesorería, vendría á suceder, ó que se 
duplicaban y confundían las responsabilidades, 6 se relevaba implícitamente al Teso- 
rero de la responsabilidad que, con exclusión de todo oiro funcionario, le corresponde 
como guardador único de los intereses materiales de la Administración; siendo, por 
otra parle, tan injusto corao irrealizable el exigir á un empleado de escaso sueldo la 
crecida garantía que el manejo de grandes sumas requiere: Considerando que en bue- 
nos principios el Cajero no es otra cosa que un agente personal del Tesorero, bajo 
cuyas indicaciones privadas sirve, cuyos intereses materiales maneja con su absoluta 
confianza: Considerando, por último, la manera con que en casos análogos han sido 
resueltos para las Islas de Cuba y Puerto Rico; la Reina (q. D. g.) se ha servido deter- 
minar que subsista en la planta de la Tesorería central de Filipinas una asignación 
de 2.000 escudos para la persona que desempeñe el cargo de Cajero, pero siendo esta 
persona designada como antes lo era por el Tesorero mismo y responsable ante él de 
sus actos. — De Real orden, etc., Madrid 20 de Agosto de 1865. — Sr. Gobernador civil 
de Filipinas. i 

1 Texto del citado artíciilo 14: 

"Los empleadosüe las carreras civiles de la Administración pública en las provin- 
cias de Ultramar se dividirán en las categorías siguientes: 

1.° Jefes Superiores. 

2.° Jefes de Administración. 

3.° Jefes de Negociado. | 

4." Oficiales. 

5.° Aspirantes á oficial. 

Habrá además las clases de subalternos, sin que sus individuos tengan carácter de 
empleados públicos, salvo los derechos adquiridos." 
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Puede, por tanto, ponerse fuera de duda que Rosales no 
era empleado público según el concepto jurídico adminis- 
trativo. 

Pero ¿y según el concepto que da el derecho penal? El artí- 
culo 401 del Código penal de Filipinas, concordante con el 416 
del de la Península, dispone que se reputen funcionarios pú- 
blicos, para los efectos del título 7.° y anteriores del libro 2.°, 
á cuantos participen del ejercicio de funciones públicas por 
disposición inmediata de la ley, elección popular ó nombra- 
miento de autoridad competente. 

Además, el árt. 395 de aquel Código (igual al 410 del Código 
de la Península), declara comprendidos en elxapítulo de las 
malversaciones á cuantos se hallen encargados por cualquier 
concepto de fondos provinciales ó municipales. 

El problema estará, relativamente al art. 401, en si las fun- 
ciones que ejercía Rosales eran públicas. 

Nos inclinamos hacia la negativa, porque si según la Real 
orden de 30 de Agosto de 1865, ya citadg, el Cajero es agente 
personalísimo del Tesorero, de tal modo que éste es quien le 
nombra, quien le dirige, y para ante quien es responsable; si 
obra,, en una palabra, privada y exclusivamente por cuenta 
del Tesorero, parece inferirse que las funciones no son públi- 
cas, sino servicios particulares para el Tesorero; pues aunque 
pueda depirse que recaen en la materia de las funciones de 
éste, que son públicas, tal circunstancia no puede ser bastante 
á dar á dichos servicios la consideración de públicos, ya que 
su causa y su esencia son el auxilio y el provecho particular, 
personalísimo, del Tesorero. 

La cuestión relativa al artículo 395 dependerá de que Rosa- 
les estuviese encargado de fondos provinciales ó municipales, 
particular sobre el cual se harán observaciones al tratar del 
segundo elemento de la malversación. 

Segundo elemento: Objeto. 

Los caudales objeto de la supuesta malversax:ión, ¿eran pú- 
blicos, generales, provinciales ó municipales, y estaban á 
cargo de Rosales? 
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Qué eran caudales públicos está fuera de duda, así como que 
pertenecían'; en la mayor parte al menos, al Tesoro general. 
Si ad'emás entre los fondos desfalcados los había provinciales 
ó municipales, diremos que, si bien tenían este carácter los 
fondos locales, y éstos los utilizó Rosales para cubrir las faltas 
de los generales, es lo cierto que respecto de ellos no ejercía 
función alguna. 

Pero, de haberla ejercido, entendemos que esta distinción de 
fondos carece de interés, ya que, cualquiera fuese la especie, 
tendrían la consideración de públicos; y aunque, para los efec- 
tos deí art. 395, la circunstancia de ser fondos de la Provincia 
ó del Municipio podría determinar la malversación, aun no 
siendo funcionario público Rosales, esto no implica razón de 
importancia, dado que lo principal será, así según este artí- 
culo como los demás que tratan del delito, que los fondos es- 
tuviesea á cargo del sujeto. 

¿Tenía este cargo Rosales? 

Para dar atinada solución, preciso parece fijar el sentido le- 
gal de la frase estar hecho cargo de caudales ó efectos públi- 
cos, y las funciones que correspondieron y ejerció Rosales. 

A nuestro modo de ver, tener el cargo significa estar en po- 
der y á disposición del funcionario público, por precepto de ley 
ó de autoridad competente, las pertenencias públicas de que se 
trate, con obligación de custodiarlas y manejarlas debidamente 
y de llevar su cuenta y razón, y siendo responsable de ellas 
ante la Administración pública. 

Las funciones que encomendaba el Tesorero á Rosales y éste 
desempeñó, fueron las siguientes: El Tesorero entregaba todas 
las mañanas, antes de empezar el despacho diario, las llaves 
del local de la oficina de' la Caja y la de la caja de valores; abría 
ambos, la segunda parTir extrayendo los cheques y billetes 
que se necesitaban durante las operaciones del día; hacía los 
pagos corrientes y recibía los ingresos que se efectúan durante 
las horas de oficina; llevaba nota privada del movimiento dia- 
rio: terminado el despacho, colocaba los valores ingresados 
sobrantes en la caja de valores; cerraba ésta y la oficina, y de- 
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volvíaral Tesorero las llaves, en poder de quien quedaban hasta 
el día siguiente. ^, 

Estas funciones, ¿constituyen la custodia, dirección y res- 
ponsabilidad del cargo, tal cual se ha determinado el concepto 
de éste? A nuestro juicio, no: eran simples operaciones ma- 
nuales, de aquellas que el Tesorero, al menos en su totalidad ó 
mayoría siquiera, no podía efectuar por sí mismo. Examinar 
minuciosamente todos los cargaremes y libramientos, contar el 
dinero para hacer los pagos y recibir los ingresos, colocar orde- 
nadamente los fondos, operaciones son todas ellas esencial- 
rkente materiales, en que no puede emplearse el Tesorero, so- 
bre quien pesan otras obligaciones de diferente índole y supe- 
rior importancia. Operaciones manuales son esas, además, que 
no pueden producir la esencia del cargo, que es la dirección, 
custodia y responsabilidad, porque dando por cierto que ofrez- 
can un aspecto de similitud con algunas de esas circunstan- 
cias, en cuanto dichas operaciones se resuelven en manipula- 
ción material sobre los fondos, que es tanto como poner éstos 
en manos del Cajero, ó sea modo de depósito y custodia efec- 
tiva y facilidad de disponer, tales como que merced á todo esto 
pudo cometer Rosales aquellos manejos de sustraer ó distraer; 
aunque sea cierta, decimos, tal semejanza, no puede ella cons- 
tituir el cargo: primero, porque las operaciones de referencia 
no daban por resultado delegación total ó desprendimiento de 
la custodia y disposición que correspondían al Tesorero, por 
cuanto se practicaban bajo su vigilancia, actuando el Tesorero 
mismo,, sin interrumpir sus-funciones y deberes y estando pre- 
sente en la oficina, pues lo ordinario y lo preciso tenía q'ue ser 
que el Tesorero concurriera diariamente á la oficina y perma- 
neciese en ella inspeccionando todos los servicios de la Caja y 
del Tesoro; segundo, porque la similitud expresada, en todo 
caso, resultaría parcial y no comprensiva de la totalidad del 
cargo legal; pues es evidente cosa, concretándonos al carácter 
más esencial del cargo, la custodia, (\\xq ésta no se interrumpía 
ni materialmente; porque si de modo transitorio, durante el 
despacho, el Tesorero entregaba las llaves al Cajero, lo hacía 
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debiendo permanecer aquél en el local inspeccionando; ni le- 
galmente, por cuanto, en expresión de la Real orden de 1865, el 
Tesorero es el guardador único de los fondos. 

Por otra parte, si la ley penal ha constituido el delito de mal- 
versación de caudales públicos, atendiendo a la gravedad espe- 
cial que implica el hecho de que un funcionario público que 
tiene á su cargo esos caudales cometa infidelidades; si esta gra- 
vedad es la razón determinante der delito, es fuerza concluir 
que el cargo de caudales lo toma esa ley en su concepto legal 
íntegro, el que considera al funcionario depositario, adminis- 
trador y responsable administrativamente, y no en otro con- 
cepto más ó menos vulgar, más ó menos especioso, más ó menos 
comprensivo, pero sin llegar á la totalidad de los caracteres 
del técnico; porque en donde no concurran todos estos carac- 
teres, en donde no haya la custodia, la dirección y la respon- 
sabilidad administrativas de los fondos públicos, allí no puede 
darse la nota de gravedad que justifica este delito especial y 
las importantísimas penas que se le señalan. No es lo mismo 
que la infidelidad parta de un iadividuo á quien la Administra- 
ción no da facultades ni le hace responsable, que provenga del 
funcionario investido de plenas facultades para regir, tener 
constanteínente-en su poder y disponer del patrinaonio del Es- 
tado. 

Tercer elemento: il/orfo. 

Los modos empleados por Rosales, ¿fueron los peculiares 
del delito de malversación? 

A la sustracción ó á la distracción en provecho propio son 
á los únicos modos á que pueden equipararse substancialmente 
los empleados en el caso consultado, pues Rosales lo que hizo 
én esencia fué tomar dinero de Caja con ánimo de reponerlo, 
sí, pero en provecho propio, puesto que su tendencia era cu- 
brir una falta que, aunque no suya, podía comprometerle; he- 
chos én los cuales hay indudablemente sustracción ó distrac- 
ción, según que repusiese ó no los fondos que tomaba. 

¿Pero qué sustracción ó distracción es la constitutiva de 
aquel delito? ¿Serán las directas y simples exclusivamente, ó 
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también las que se compliquen can otros elementos de ejecu- 
ción tan necesarios como aquellos para que el apoderamiento 
de fondos llegue á realizarse ? 

Entendemos que la ley se refiere á la sustracción ó distrac- 
ción simples; es decir, al hecho único de que el agente saque 
los fondos que tiene en su poder y. en determinado lugar, que- 
dándose con ellos ó invirtiéndolos en su provecho para devol- 
verlos después de obtenido éste. 

Si se emplean otros medios para apoderarse del dinero, de 
manera que sin ellos el apoderamiento nú se produciría ó fra- 
casaría, entonces, A nuestro modQ de ver, no es ya la malver- 
sación, sinoptro clase de delito eV que se comete. 

Atiéndase á que la malversación la comete el que tiene el 
dinero en depósito y á disposición suya materialmente, y se 
verá cómo la sustracción ó distracción tiene que cometerse li- 
samente, sin necesidad de otros medios que la voluntad del 
agente de hacer suyo ó utilizar lo que tiene de antemano en 
su poder. Parece, por tanto, que los elementos^ de la malver- 
sación excluyen otros medios de. ejecución fuera del indicado. 

Así, pues, cuando para llegar á la substracción hay que em- 
plear maquinaciones, artificios ó simulaciones, sin los cuales el 
apoderamiento no se produciría, es segurísimo que no se da 
ni puede darse el caso de la malversación. 

Pruébalo, además, el que el Código penal define delitos dis- 
tintos del de la malversación en los casos en que, mediando 
sustración, apoderamiento ó perjuicio efectivos para los fon- 
dos públicos, se emplean medios de engaño. 

Un funcionario público que interviene en suministros, con- 
tratos ó liquidación de efectos ó haberes públicos, y se con- 
cierta con los interesados ó especuladores, ó usa cualquier ar- 
tificio para defraudar al Estado , sustrae ó distrae en realidad 
de verdad efectos ó intereses públicos, no directa y simplemen- 
te, si no por medio dé maquinación, y, sin embargo, aun dándo- 
se que el funcionario tenga á su cargo los fondos en los cuales 
cometa la defraudación, pues la ley no distingue este caso, no 
comete malversación, á tenor del artículo 396 del Código penal 
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de Filipinas (el 411 del déla Península), pues tales circuns- 
lancias constituyen el delito que^se apellida fraude. 

Un funcionario público que por razón de su cargo comete 
cualquiera de los delitos de defraudación y estafa comprendi- 
dos en el capítulo 4.°, sección 2.^, título 13 del libro 2^° del ci- 
tado Código, si la defraudación es contra ios intereses públicos, 
y cabe que se dé contra ellos, porque la ley no se refiere sola- 
mente á los que se cometen contra los individuos, no incurre 
tampoco en malversación, por mt\s de que la mayoría d^xsas 
defraudaciones y estafas impliquen ó se resuelvan en su-étrac- 
ción, distracción ó perdida de fondos ó de intereses, sino que, 
se gún el articulo 399, comete otro delito de fraude, puesto que 
comprendido está dicho artículo en el capítulo que trata de 
los fraudes y exacciones ilegales, y ésta segunda calificación 
no convino á aquellas defraudaciones. 

Ahora bien: Rosales, ¿se apoderaba de los fondos por sen- 
cilla sustracción? ¿Le bastábala voluntad para producir por 
acción directa y única el apoderamiento? 

Los fondos estaban en su mano en el espacio de tiempo del 
despacho, y lo estaban bajo la inspección del Tesorero, quien 
había de quedar diariamente convencido de que los fondos de 
su custodia estaban completos y no eran objeto de infidelida- 
des. Esto colocaba necesariamente á Rosales en situación de 
usar de artificios para llegar á la sustracción, todos ellos con- 
ducentes á producir engañosamente en el Tesorero aquella 
convicción, pues si no el apoderamiento no se verificaría, por- 
que el Tesorero lo, estorbaría necesariamente. El escamoteo 
de valores, anotar existencias ilusorias y otras simulaciones 
semejantes , eran medios necesarios del apoderamiento de fon- 
dos. Éranlo, además, el poner en los arqueos fondos locales 
para cubrir las faltas -de los generales. Éranlo, en fin, el ex- 
traer los fondos de las cajas de reserva para suplir los fondos 
corrientes, y el sustituir aquéllos con sacos de calderilla que 
disimularan su falta. Esa serie de simulaciones y artificios de- 
muestran que no por la sustracción simple se llegaba al apo- 
deramiento de los fondos, sino por otros medios complicados 
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y absolutamente necesarios; y, por tanto, que si el modo pro- 
pio y único de la malversación por sustracción, ó distracción, 
es el apoderamiento directo y simple, los medios erapleaidos 
por Rosales son extraños á esta clase de delitos. 

Si las observaciones someramente apuntadas sobre los ele- 
mentos de la malversación son atinadas, resultará que Rosa- 
les no es funcionario público, ni estaba hecho cargo de cauda- 
les públicos, ni empleó modos. privativos de malversación; que 
aunque se le debiera considerar funcionario subsistiría la ne- 
gación de los otros dos elementos, y que, aunque también 
fuese de estimar concurrente el segundo elemento, faltaría el 
tercero; y como la malversación se integra por la suma de los 
tres elementos, pues no entran alternativamente, la conclusión 
será que su participación no determina ese delito. 

Falsificación de documentos oficiales es el segundo delito 
que comprende la calificación provisional del proceso. 

Queda dicho que se presume que se ha cometido falsificación 
en las actas de los arqueos de Caja que periódicamente se prac- 
ticaban. Se hace constar en ellas que todos los claveros con- 
currían, que se contaban-las existencias y que éstas resultaban 
completas. El desfalco resultante, las manifestaciones de Ro- 
sales y otros datos del sumario parece que demuestran que á 
muchos arqueos no concurrían personalmente los claveros, 
que las existencias no eran contadas en realidad y que éstas se 
hallaban incompletas. Demostración semejante determina que 
en aquellos documentos: primero, se supone la intervención 
en los arqueos de claveros que realmente no la tuvieron; y 
segundo, se faltó á la verdad en la narración de los hechos res- 
pectivos al recuento de caudales y á la integración de éstos; 
circunstancias cada una de las cuales constituye una falsedad, 
según los números 2 y 4 del art. 300 del Código penal de Filipi- 
nas (314 del de la Península). 

Tal es, seguramente, el razonamiento inductivo de la califi- 
cación'de falsedad á que nos referimos. 

¿Es acertado? De serlo, ¿tendría Rosales responsabilidad en 
la falsificación? 
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La no intervención personal de los claveros en los arqueos, 
está tomada en aquel razonamiento en un sentido material y 
estricto que no es compatible con el concepto técnico del nú- 
mero 2 del art. 300, ni con la naturaleza de los actos de cuya 
realidad se trata. 

El suponer en un acto la intervención de personas que no la 
han tenido, no puede referirse de modo alguno á la concurren- 
cia ó asistencia efectiva y completa, á la presencia actual de 
dichas personas en la ejecución material del acto, en su con- 
fección, factura ó realización concreta ó formal, sino al cono- 
cimiento de esas mismas personas del acto de que se trate, y á 
su voluntad de prestar la intervención. Porque aquella concu- 
rrencia ó asistencia personal á la formalización del acto no es, 
en la generalidad de los casos, sino puramente formularia ó de 
procedimiento, modo de hacer; y, por consiguiente, fuera de 
casos excepcionales en que la presencia es indeclinable y esen- 
cial para la ejecución del acto, no implica su falta dificultad 
alguna para la formalización. Si la persona sabe que se va á eje- 
cutar el acto, consieníé en dar su intervención y aprueba el pro- 
cedimiento y la fórmula. de aquél, su intervención es efectiva, 
aunque su presencia material haya faltado. Para que no lo fue- 
ra, sería menester que la intervención sin la presencia dejase de 
surtir todos sus efectos, dejase de producir todas las responsa- 
bilidades propias de la intervención. Y esto no sucede; porque, 
¿qué es lo que significará que dicha persona no haya concurri- 
do, pero sabiendo que se efectuad acto y prestando su interven, 
cióny su conformidad con el procedimiento de ejecución? Pues 
simplemente que esa persona delega su presencia y autoriza el 
procedimiento de ejecución, y, por tanto, que su presencia tiene 
realidad, si no de hecho, mediante tácita ó expresa delegación. 

Si se aceptara el criterio de la falsedad de la intervención 
por no practicarse ésta efectivamente en la formalización (5 
ejecución del acto, ¡que sinnúmero de actos oficiales tendrían 
que reputarse falsos! Todos aquellos que por su naturaleza no 
consienten en la práctica ser intervenidos materialmente por 
los funcionarios á quienes corresponde. 
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En los procedimientos judiciales, por ejemplo, ¿no se efec- 
túan la mayoría de los acios que los constituyen con falta de 
intervención personal del Juez? ¿Es posible que éste inter-- 
venga efectivamente en la práctica de las numerosas declara- 
ciones que se reciben en todos los negocios de qu^ él conoce; 
que dicte por sí mismo las incontables resoluciones que se pro- 
nuncian en el curso -de los mismos; que asista al detalle de 
todas las demás actuaciones en que presta su intervención? 
Imposible; y por serlo, es la práctica que la mayoría de esos 
actos se verifiquen ó confeccionen fuera de la presencia del 
Juez ó del Tribunal, sin que pueda ser razonado suponer que 
constituye la no presencia actual y material, falsificación, si el 
Juez conoce de antemano la verificación del acto y le da su 
aprobación, así en cuanto al modo, de ejecutar como en la 
forma en que se haga constar la ejecución. 

Suponer la intervención de personas que no la hayan tenido 
será, pues, figurar en un documento personas con tal carácter, 
que no supiesen la existencia del acto, y que anterior ó poste- 
riormente no lo hayan autorizado. ^ 

Por consiguiente, si los claveros no estuvieron presentes en 
la práctica de los arqueos, será supuesta su intervención si 
ellos ignoraban la ejecución del acto y no consintieron en que 
se verificara sin su asistencia, ó se negaron á autorizar lo 
que se hizo. Este caso no ocurrió, pues responde de su confor- 
midad y de la prestación de su intiervención la autorización 
que han prestado á las actas de los arqueos por medio de sus 
firmas, cuya autenticidad no ha sido puesta en duda. Lo que 
habrá sucedido será que ellos, por -razón de ocupaciones, di 
prácticas establecidas ó por la confianza que tenían en los fa< 
tores materiales ó mecánicos de los arqueos, dejaban de con- 
v^currir, haciendo una tácita delegación de su presencia. Lo 
cual podrá constituir un caso de negligencia, un acto de infrac- 
ción de deberes reglamentarios, que podría inducir una res- 
ponsabilidad administrativa, pero nunca constituir una false- 
dad criminal, que toma sus elementos exclusivamente, no de 
la falta de presencia real al acto, sino de la ignorancia de éste 
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y de la no voluntad de prestar intervención por parte de la 
persona que aparezca haber intervenido en el documento. 

Suponer que hay falta de verdSd'en la narración de los 
hechos contenidos en las actas de arqueo porque en realidad 
no se contara todo el dinero, es desconocer el verdadero tér- 
mino de referencia ó de comprobación de la verdad. ítorque 
esa suposición, en cuanto no se basa sino en que no se hacían 
los recuentos minuciosamente y que los fondos estaban incom- 
pletos, se inspira necesariamente en el principio de que la me- 
dida de la falsedad criminal es el elemento objetivo con exclu- 
sión del subjetivo; es decir, que es falso todo documento que 
_,resulte opííesto á la verdad objetiva, á la realidad de los hechos 
en sí, independiente del concepto ó conocimiento que tenga de 
^Uos la persona que los relacione en el documento. Mas, en 
nuestro sentir, este criterio es opuesto, no sólo á la definición 
de falsedad contenida en el art. v300 del Código penal, sino 
hasta, al concepto general de delincuencia. ' • 

La intención maliciosa, ó sea el conocimiento del carácter 
criminal de los hechos con el propósito de cometerlos, es uno 
dé los elementos esenciales de la culpabilidad, y es claro que 
derecho va contra este elemento el considerar constitutiva de 
falsedad penal toda narración documental de hechos que no 
sea conforme con éstos, pues se excluye el caso de que el na- 
rrante haya dado la versión disconforme por no ser otro el 
conocimiento personal que tuviera de los hechos. 

No; la falsedad penal, la falta de verdad en la narración de 
hechos no se computa por la verdad de éstos, sino por el es- 
tado de conciencia del narrador respecto de eSa verdad ; de 
modo que se cometerá falsedad cuando, sabiendo el que expide 
el documento que los hechos han sucedido en determinado 
sentido, los refiere intencionalmente con sentido distinto. 
" Ahora bien: haciendo aplicación de esta regla al caso, no es 
posible que las actas de arqueo contengan falsedad penal, con 
respecto al recuento de caudales, ni en cuanto á la integración 
^de los mismos. 

Los claveros, confiados, por una parte, en la fidelidad de los 
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funcionarios de la Tesorería, y conociendo, además, la dificul- 
tad de los recuentos minuciosos, seguían la costumbre, esta- 
blecida no sólo en aquella Tesorería, sino en todas las de aná- 
loga importancia, de recontar, unas veces á bulto ó por mon- 
tones, examinándolos someramente, y algunas otras dando 
por hecho el recuento. ' - 

A esta forma de contar refiérese la afirmación consignada 
en las actas; y como es innegable que si empleaban Ids-clave- 
ros ese procedimiento se debía á la convicción de ser sufeciente, 
por no dudar de ia exactitud de la Caja, claro está que no con- 
signaban nada contrario á su concepto individual sobre la rea- 
lidad de los recuentos. 

Esa misma convicción, la plena certidumbre subjetiva de 
que estaban completos los fondos, excluyen que obraran los 
claveros como falsarios al consignar en las actas la exactitud _ 
de aquéllos. 

¿Sabían esos funcionarios que estaba desfalcada la Caja? ¿Se 
habían concertado con los autores del desfalco para siquiera 
encubrir éste? Si lo sabían ó se hallaban confabulados, nece- 
sariamente falsificaron las actas, al dar por buenos los resul- 
tados de los arqueos. Pero ese supuesto no cabe en este pro- 
ceso, porque todos los datos demuestran la absoluta ausencia 
de participación consciente de parte de esos funcionarios. 

Que obraron con indebida confianza, que pecaron de descui- - 
dados y negligentes, que por su imprudente credulidad dieron 
ocasión al desfalco ó á que se retardara su descubrimiento» Y 
bien; concediendo todo esto, no se llegaría á la falsedad, sino 
á causas de responsabilidad administrativa; si se quiere más, á 
imprudencia simple ó temeraria, recayente, no en la falsedad 
del documento, sino en el desfalco mismo; pero nunca á cir- 
cunstancias constitutivas de falsedad penal en las actas de 
arqueos. 

No hay falsedad, pues. 

Pero suponiendo que la hubiese, ¿por dónde se inferiría la 
culpabilidad en ella de Rosales? 

Se puede razonar, para deduc irla^ que él daba lugar á la falsa 



- 36 - 
creencia Cte ios claveros; preparaba los medios de simulación 
y era, por t$nto, causante de la falsedad que contenía aquella 
creencia, i 

, Sofisma, por que se convierten los artificios de Rosales en 
objeto y finalidad de las actas de arqueo, cuando no Irán sino 
medios para disimular las faltas de la Caja, y, por tanto, medios 
de encubrir y de preparar éstos, nunca actos productivos de 
los documentos en cuestión. 

Por otra parte, y es á nuestro entender ló importante, en 
este particular, Rosales no era el narrador de los hechos, ni 
redactor de las actas, ni autorizante de éstas, por lo cual no 
puede comprenderle responsabilidad por la veracidad ó falsía 
de los documentos. ~~" 

En conclusión: según las observaciones qu^ anteceden, 
parece impropia la calificación de la causa, hecha como base 
^ara las exigencias transitorias del período de instrucción del 
proceso. 

Observaciones sobre el segundo punto. 

Propónese en éste el supuesto de ser responsable Rosales de 
malversación de caudales públicos, para que se determine la 
. especie de este delito en qu^ estaría aquél comprendido. 

Se distingue la malversación por los modos de ejecución. 
Son sus especies primeras la sustracción, el uso indebido, 
propio ó no del agente, la -aplicación pública indebida, y la 
negación de pagos ó entregas debidas; y como subespecies se 
cuentan: de la sustracción, la directa, la consentida y la oca- 
sionada por negligencia; y de la del uso indebido, la en "que 
rnedian daño y reintegro y. la en que no se produce daño. 

Los datos principales del proceso para fijar los hechos que 
determinan la clasificación de la culpa de Rosales como mal- 
versador, son las propias manifestaciones de éste. 

Según ellas, Rosales sacaba y reponía continuamente los fon- 
dos de la Caja, con propósito de cubrir la falta que en ésta 
había cuando él entró á servirla, y en tal movimiento las 
extracciones llegaron á sumar unos ciento cincuenta mil pesos, 
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que en su concepto quedaron reintegrados por las introduccio- 
nes hechas por él mismo. 

Dadas estas manifestaciones , fácil es determinar la clase de ' 
malversación que Rosales habría cometido ; pero es necesíffio, 
antes de determinarla, resolver el grado probatorio de esas ma- 
nifestaciones cual otro particular fundamental de la clasifica- 
ción. 

Esas manifestaciones tienen categoría de confesión judicial 
del reo, que es uno de los medios de prueba que impone á los 
Tribunales la legislación vigente en Filipinas i. 

Han de tenerse, pues, necesariamente como una prueba di- 
chas manifestaciones; pero, ¿con qué extensión? ¿Han de acep- 
tarse en el sentido que ofrece su conjunto, ó diferenciarse los 
términos perjudicialesde los que favorecen al confesante? 

La doctrina sobre la confesión calificada de los reos, sobre 
su divisibilidad ó indivisibilidad, resolverá el problema de esas 
preguntas. \ 

A nuestro juicio, la doctrina que debe tenerse por valedera, 
dentro del sistema de apreciación de prueba, mixta de taxativa 
y racional, que informa la legislación procesal penal de Filipi- 
nas, es la que profesan la mayoría de los tratadistas, á saber: 
que la confesión del reo sobre delito cuya existencia conste 
indubitadamente, debe tenerse por iindivisible, por verdadera, 
en todo aquello cuya falsedad no resulte patentizada en el pro- 
ceso. Esta doctrina, la más racional: y humana sin duda, tiene» 
además de la autoridad de los tratadistas, la del Tribunal Su- 
premo, que la ha declarado en varías resoluciones, entre las 
que debe notarse la de 8 de Mayo de 1875, porque terminante- 
mente declara la indivisibilidad de la confesión del reo, tanto 
en lo que le es perjudicial como en lo que le beneficie, cuando 
ella figura como único fundamento probatorio de culpabilidad. 



1 Ley provisional para la aplicación del Código penal de Filipinas: 
"Regla 52. Los Tribunales y Jueces aplicarán las penas señaladas en el Código, 
cuando resulte probada la delincuencia por cualquiera de los medios siguientes, apre- 
ciados por las reglas del criterio racional. 

-2." Confesión de los acusados." 
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Es, pues, según la doctrina expuesta, condicionada la indi- 
visibilidad de la confesión ; es decir, que no siempre, sino con 
ciertas condiciones, debe aceptarse íntegra la confesión. 

¿Cumple tal condicionalidad la confesión de Rosales? 

En el proceso se ha evidenciado una falta determinada en 
los fondos públicos, y todas las circunstancias pruebam que se 
debe á diversas acciones criminales. Preséntase un-individuo, 
Rosales, que estaba en inmediato contacto con esos fondos, 
declarando que él contribuyó activamente á la producción de 
la falta; pero en una parte de ella .solamente, y con intento de 
restituir, el cual intento realizó. Nada hay en el proceso que 
desmienta esta confesión, como no sea la certidumbre misma , 
de ser mucho mayor la cuantía de la falta que la de la parte 
confesada; la evidencia del origen criminal de la totalidad de 
la falta y la propia posición del confesante relativamente A los 
fondos desfalcados. 

Resulta en este j caso comprobada la existencia del delito, 
independiente de ik confesión de Rosales, base primera úe la 
doctrina sobre la condicionalidad de la confesión. 

Rosales no reconoce que él tomara la totalidad de la suma 
desfalcada, ni qué la parte que tomara dejase de reponerla. 
¿Se prueba la falsedad de estos extremos, que es la segunda 
condición de la misma doctrina? La realidad de la mayor suma 
que la confesada parece ser un dato desvirtuador de la afirma- 
ción de Rosales sobre la cuantía y el reintegro, pues mal se 
cohonestan éstos con la evidencia de haber desaparecido ma- 
yor cantidad y de estar, aun hoy mismo, sin restitución. El 
contacto no interrumpido de Rosales con los fondos induce fir- 
memente el conocimiento que tenía de la sucesión de las mino- 
raciones, que, fuera de las que confiesa,, iban trabajando el 
desfalco. 

Datos.de consideración son estos, sin duda, pero bien juzga-. 
dos no dan de sí la falsedad de las confesiones de Rosales, 
porque éstas se apoyan á su vez en otros datos de. inducción 
que hacen compatible su verdad con la certidumbre de la ma- 
yor cuantía de la falta, con la no restitución y con la posición 
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de Rosales. Efectivamente : la enormidad misma del desfalco 
hace inverosímil que Rosales sólo le produjera; la organiza- 
ción y régimen de la Caja prueban lo facilísimo de que nume- 
rosas personas, por numerosos medios independientes del con- 
curso de Rosales, cooperaran al desfalco; las condiciones del 
carácter de éste, su modo de vivir, sus propios recursos, sus 
ingresos-y gastos calculados en los antecedentes con demos- 
tración aritmética de no haber lugar á la no restitución de lo 
distraído, indicios poderosos son de que la. falta entera no fué 
causada por Rosales, sino por otros agentes y medios puestos 
fuera de su previsión y de su poden ' ' 

Por consiguiente, en buena crítica, no están desmentidas'~^Tr- 
el proceso sus afirmaciones, sino que antes bien todas las cir- 
cunstancias que deben entrar en el juicio de los hechos, así las 
respectivas á la disposición y marcha del Tesoro, cual las que 
hacen á la intervención de Rosales, como las que se enlazan 
con lo personal de éste, y así también las que se relacionan 
con los medios de posibilidad de un desfalco tan enorme, todas 
ellas coinciden en la verosimilitud de aquellas afirmaciones. 

Siendo así, en la confesión de Rosales se dan las condiciones 
de la indivisibilidad. 

Pero aun dentro de esta conclusión, puede ofrecerse una 
duda sobre el extremo que hace relación á la restitución de las 
sumas distraídas. 

Rosales dice que unos ciento cincuenta mil pesos vino á 
extraer; pero que los restituyó. Dando por bueno el aserto, 
resulta Rosales, en el supuesto de este punto, responsable de 
malversación; y como ésta importa mayor suma que la resti- 
tuida , su responsabilidad civil ¿no alcanzará á la totalidad del 
desfalco? Alcanzando, resultará no reintegrada la , diferencia 
entre la cantidad confesada y el importe de la malversación 
total. 

Consideramos la duda infundada; porqué desde el punto en 
que deba aceptarse como cierto que distrajo solamente ciento 
cincuenta mil pesos y que debieron quedar restituidos; desde 
el punto, además, en que los datos del proceso evidencian que 
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el desfalco no fué homogéneo, sino producido por personas y 
causas varias, independientes en su ejecución, la responsabili- 
dad, así penal como civil, de Rosales, debe concretarse á 
aquella suma, por la consideración de que su acción propia es 
constitutiva de uñ delito individual y distinto de los demás 
concurrentes en la suma total del desfalco. 

Resuelta en 'el sentido de las anteriores observaciones la 
fuerza probatoria de las manifestaciones de Rosales, puede 
con seguridad fijarse la especie de malversación de que sería 
responsable, en la hipótesis de que fuese posible juzgarle reo 
de este delito, á saber: 'la de uso indebido en provecho propio, 
sin daño ápreciable para el servicio público, en "relación con 
los actos de Rosales, y habiéndose verificado el reintegro de 
los caudales así usados; especie definida y penada en el 
párrafo [° del artículo 392 del Código de Filipinas, que corres- 
ponde'al 407 del de la Península. 



Observaciones sobre el punto tercero: 

Considerándose á Rosales funcionario público y no respon- 
sable de malversación ni falsificación, plantéase en este punto 
la cuestión. de si su participación en el desfalco es constitutiva 
de un fraude. 

El capítulo II del título 7.°, librD 2.° del Código penal, tiene 
por e pigra fe /r¿;wí;?í7S y exacciones ilegales. Los dos primeros 
artículos de éste capítulo tratan de casos que innegablemente^ 
■corresponden al calificativo fraude , pues tienen los caracteres 
que son propios del significado de éste; el tercero se refiere á 
la segunda denominación del epígrafe, y el cuarto trata de 
otros casos que corresponden á la denominación primera, pues 
hace referencia á las estafas que cometen los funcionarios pú- 
blicos con abuso ú ocasión de sus cargos, penándolas de manera 
especial. 

De lo cual se infiere que, bajo la denominación de fraude, se 
comprenden, además de los dos casos particulares definidos en 
los artículos 396 y 397, todas los casos que el Código comprende- 
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en el capítulo 4.°, sección 2.*, título 13, libro 2.** y califica de 
estafas, cuando son cometidos por funcionarios públicos en 
el ejercicio de sus cargos. 

Toda suerte de estafas que un funcionario comete en contra 
de los intereses públicos, ó que no se halla especialmente 
penada, será, pues, calificada áe fraude y castigada con arre- 
glo al artículo 399. 

Ahora bien: si se reputara á Rosales funcionario publicad y, 
no constituyera su participación en el desfalco malversación, 
parece que no podría clasificarse propiamente más que entre 
esos fraudes, pues, en nuestro sentir, los caracteres de estafa 
son los que se encuentran en aquella participación. 

Veámoslo. Se ha dicho con repetición que en manos de Rosa- 
les se ponían los caudales para que durante las horas de oficina 
pagara y recibiera, y que, con ocasión de tal encargo, se apo- 
deraba de parte de los caudales; mas para realizarlo tenía que 
simular la .existencia de los que extraía, poniendo' unos fondos 
en lugar de otros, y emplear todos los artificios que fuesen me- 
nester para que sus jefes quedasen engañados, creyendo que 
nada faltaba en la Caja. Sintetizando, puede decirse que Rosa- 
les "necesariamente practicaba artificios que produjesen com- 
pleta convicción en sus jefes de una perfecta fidelidad; pues en 
cuanto no la produjese j le era imposible realizar las sustrac- 
ciones. Por tanto, por arte de esas simulaciones,, y abusando de 
su cargo ó~de las funciones que se le encomendaban, se apo- 
deraba de los fondos, necesariamente con perjuicio del Tesoro. 
En lo cual se contiene , sin duda , alguna estafa calificada por 
las circunstancias de ser funcionario público el autor y de abu- 
sar de su cargo, las que definen, según se ha visto, un delito de 
fraude, 

¿Cuál de las especies de estafa será aquella^' 

De las diversas que determina la sección 2.*, capítulo 4.°, tí- 
^. tuio 13, libro 2.*^, sólo á una de dos puede corresponder la de 
que se trata, á saber: la del núm. 5.° del art. 535 (548 del Có- 
digo de la Península), y la del art. 541 (554 de dicho Código). 

La primera de dichas especies es la consistente en apropiarse 
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ó distraer dinero recibido en depósito, comisión, administración 
ó por otro títutt) que obligue á entrenzarlo ó devolverlo. 

Los elementos de esta estafa son: recepción de la cosa con 
obligación de darla determinada inversión, y quebrantamiento 
de la obligación, quedándose el obligado con la cosa ó aprove- 
chándose de ella. En la infracción, en el apoderainiento ó dis- 
tracción, no hay más acto del agente que su voluntad, la simple 
infidelidad ejecutada sin otra mediación. No se cruza otro modo 
que el pimple de dejar incumplida la obligación en beneficio 
propio y perjuicio de tercero, sin empleo de engaños ó de arti- 
ficios intermedios. 

A nuestro parecer, no son estas las circunstancias del caso 
en cuestión, pues Rosales en verdad no recibía los fondos déla 
Caja, sino que era puesto en ésta para hacer pagos y cobros 
durante la oficina bajo las órdenes é inspección de quien tenía 
el depósito, que era el Tesorero; pero, aunque hubiese un cierto 
modo de recepción diaria, la devolución la efectuaba diaria- 
mente también, y en-el intervalo de la tenencia* verificaba las 
apropiaciones ó distracciones; mas no simplemente, sino por 
medio de las simulaciones, que producían en el ánimo de la 
persona que le entregaba; el Tesorero, el convencimiento de 
" que le devolvía íntegramente. De modo que recepción y devo- 
lución se efectuaban, y la .defraudación se producía merced 
necesariamente al engaño que operaba el agente en el Teso- 
rero. Por tanto, juzgamos el caso fuera de la primera especie. 

La otra consiste en defraudar ó perjudicar, usando de cual- 
quier engaño. 

Estos elementos generales son, á nuestro juicio los que se 
encuentran en el caso, pues el engaño lo constituyen ^segura- 
mente, las simulaciones empleadas por Rosales, y el perjuicio 
lo producían las sustracciones de fondos, pues que el Tesoro 
quedaba privado de ellos. 



Observaciones sobre el punto cuarto: 

Si Rosales no puede ser tenido por funcionario público, sino 
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por un particular, ni ser consiguientemente reo áQ fraude, ¿de 
,qué delito será responsable? 

Parece que, en tal caso, su participación debe comprenderse 
en uno de éstos tres delitos : robo , htirio ó estafa. 

Puede surgir la duda relativamente á la comisión de robo, 
porque entre los hechos causantes del desfalco se encuentran 
dos circunstancias características de ese delito: una, la de que 
varios candados de las cajas de reserva han resultado con 
inequívocas señales de haber sido forzados; y compuestos; otra, 
que Rosales usó llaves falsas para abrir dichas cajas y extraer 
el dinero que en ellas se guardaba. 

En cuanto á la primera circunstancia, eremos que indicia un 
delito de robo, pero en el cual no ha tenido participación Ro- 
sales. Uno de los varios modos que otras personas no concer- 
tadas con aquél emplearon, ya para tomar dinero de la Caja, 
acaso para suplir el que sacaban ppr otras artes, fué sin duda 
abrir aquellas cajas violentando los candados. A estos actos 
fué ajeno Rosales, y lo prueba con evidencia, de -un lado, el 
serle innecesario forzar los candados, ya que tenía llaves falsas; 
y de otro, la crencia en que estaba Rosales de que las cajas, cu- 
yos candados ofrecían señales de forzamiento, contenían exac- 
tamente los fondos que en ellas se pusieron, según manifestó 
sinceramente en el acto de su apertura. De consiguiente, aun- 
que la violencia de los candados pudiera, constituir un robo, si 
sus autores la emplearon para apoderarse del dinero de las ca- 
jas, y es lo más verosímil que lo hicieran para reponer los fon- 
dos que por otros medios sacaran, cual Rosales lo hacía, evi- 
tando así aquellas personas, por su parte, que éste notara las 
faltas que ellas producían, no podría hacerse cargo á Rosales 
de tal delito. 

En cuanto á la adquisición por parte de Rosales y el uso 
que hizo de llaves falsas para abrir varias Cajas de reser- 
va, entendemos que no constituye ro6o, por dos razones: Pri- 
mera : la llave falsa no determina robo cuando se emplea en 
abrir, sin romperlo ni forzarlo, el mueble ú objeto cerrado que 
contenga la cosa sustraída, sino cuando se usa para entrar en 
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casa ó local en donde sé efectúa la sustracción, pues á este em 
pleo se refieren literamente los artículos del Código penal que 
tratan del uso de llaves falsas, y lo que ha declarado el Tribunal 
Supremo en sentencias de 22 de Octubre de 1874 y 1:7 de Marzo 
de 1886. Segunda: el dinero que sacaba Rosales de las cajas de 
reserva no se lo apropiaba ni extraía del Tesoro, sino que lo 
ponía en éste para invertirlo en las atenciones del-mismo, su- 
pliendo por tal medio las faltas que resultaban de las defrauda- 
ciones que se cometían por otros medios. 

Con respeto al delito de hurto, es nuestra opinión que no lo 
constituyen los actos realizados por Rosales; pues siendo 
esencial en ese delico el que las cosas se tomen contra la volun- 
tad de su dueño, no puede darse en este caso, puesto que Rosa- 
les no tomaba dinero sin conocimiento ó voluntad del Tesorero, 
sino que éste se lo entregaba voluntariamente, y por tanto 
queda excluido aquel elemento y no puede haber hurto, sino 
estafa, cual indican las observaciones del punto anterior: la 
comprendida en el artículo 541 del Código de Filipinas. 



Observaciones sobre el punto quinto: 

El abuso de coriñanza, grave ó simple, según que sea hurto 
ú otro delito el cometido por Rosales^ dependerá, en nuestra 
opinión, del carácter con q>ue haya entrado esta circunstancia 
en la composición del delito, y de la clase de confianza que deba 
tomarse como elemento de esta misma circunstancia. 

Que la confianza del Tesorero fué la causa de que los fondos 
estuviesen en manos de Rosales, es evidente; pero también lo 
parece que sin esta confianza no hubiese habido posibilidad 
material de que el Cajero cometiera los actos punibles de que 
se trata, de tal manera, que no se pueden concebir éstos con 
separación de aquélla. Y si es característico de las circuns- 
tancias agravantes, como de las cualificativas, que tengan 
existencia independiente del delito en que ocurran, de modo 
que resulte perfectamente hacedera la comisión de éste sin la 
concurrencia de aquéllas, desde el punto en que, en el caso, se 
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ofrece la confianza con inherencia;, y no con* separación, no 
pué^e ser constitutiva de aquellas clases de circunstancias. 

Además, creemos que la confianza, elemento de circustan- 
t!ias de tal linaje, ha de pertenecer, no á' cualquiera, sino á 
determinada especie. La confianza debida, la prudente, la que 
según las leyes y la razón sea permitido prestar, esa y no más 
debe producir agravación, tanto porque lo dictar el criterio que 
informa el sistema de la culpa en las obligaciones civiles 
materia de gran semejanza, como porque dentro de los princi 
pios de la delincuencia no puede admitirse como causa de agrá 
vación todo aquello que se derive de lo ilícito ó lo inmoral 
cual la confianza imprudente ó desapoderada, ciega 6 inde 
bida; la que no se puede prestar, sino infringiendo deberes 
indeclinables y dando segurísima ocasión al crimen. 

Pues bien: la confianza que el Tesorero debía y podía poner 
en él Cajero, era la necesaria para que éste, cuando aquel 
abriera la oficina de la Caja, tuviese á su mano los fondos que 
fuesen necesitándose durante el despacho para las operaciones 
corrientes, y recibiese los-que ingresaran. Nada más que para 
esto y. otras secundarias y materiales operaciones d^bía con- 
fiarse el Tesorero en el Cajero. 

¿Fué ésta la extensión dada á la confianza? 

Véase lo que al Cajero se le dejó hacer: las llaves de la ofi- 
cina y de la Caja se le daban antes de abrir ésta; á él se le per- 
mitía qu,e abriera, sin estar presente el Tesorero; se dejaban 
fuera de Cajas, después del despacho diario, en el local de la 
oficina, gruesas sumas de dinero;, no arqueaba particularmente 
el TesG^ro las existencias; no las examinaba tampoco; los 
arqueos poco tenían de efectivos, y, en una palabra, la Caja y 
el Tesoro estaban á disposición del Cajero y de los dependien- 
tes de la oficina, sin- inspección ni vigilancia efectivas por 
parte del Tesorero y de los otros funcionarios, á quienes 
correspondía mayor ó menor intervención, y sin otras garan- 
tías de seguridad y fidelidad, por defectos de la organización 
y régimen del Tesoro. 

Si la confianza puesta en el Cajero hubiese tenido la pru- 
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dente y legal extensión quíl hemos indicado, ¿se hubiesen podido 
realizar los manejos y fraudes que se cometieron en ía Caja? 
No, en absoluto. 

La extralimitación efectiva que se dio á esta confianza; lo 
que se dejó hacer al Cajero y lo que dejó de hacerse por parte 
de sus superiores, ¿fué la causa ó la ocasión de que se reali- 
zaran dichas defraudaciones? 

Sí, indudablemente. 

¿Podía el Tesorero, cual los demás funcionarios intervento- 
res, á título de confianza, autorizar al Cajero á hacer lo que 
le permitieron hacer, y prescindir de la intervención at:tiva, 
de la inspección material y continua que les correspondía? 

No, seguramente^ ^ 

Pues si la confianza debida y permitida no hubiese producido 
los abusos de Rosales, y si la indebida que de hecho se prestó 
fué la que exclusivamente hizo posibles esos abusos; si esa 
indebida confianza, además, implicaba infracción de deberes y 
negligencia ó descuido inexcusables, es consecuencia forzosa 
que* Rosales no abusó de confianza, Sino que aprovechó infrac- 
ciones de deberes ajenos y el desorden establecido, los cua-- 
les,^obre abrir facilísimo camino paralas defraudaciones de 
la Cají^ estimulaban irresistiblemente á entrar en él y reco- 
rrerlo -en toda su extensión. 



Observaciones sobre el punto sexto: 

El artículo ii ^ del Código Penal de Filipinas, inspirado en 
caracteres especiales de raza -• hace circunstancia modifica- 

1 La circunstancia de ser el reo indígena, mestizo ójchino la tendrán en cuenta los 
Jueces y Tribunales para atenuai-ó^g^raA-ar las penas, según el grado de intención 
respectivo, la naturaleza del hectTó'y^Tcohdiciones de la persona ofendida, quedando 
al prudente arbitrio de aquéllos.^ 

2 He aquí varios de los principales inotivos.del art. 11, que se consignan en la expo- 
sición de la Comisión redactora del proyecto del Código:-" 

preciso es reconocer que éstos (los indios, , en muchos casos, no tienen noción perfecta 
de la gravedad de ciertos actos punibles, y que, por consiguiente, carecen del libre im- 
pulso- de la voluntad en la comisión d« los delitos, requisito indispensable para la apli- 
cación de las penas 

La Comisión no ha vacilado un momento en redactar el proyecto inspirándose en 
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tiva de culpabilidad la de ser el reo indígena, mestizo ó chino, 
ya en sentido de agravación, ya en el de atenuación, según el 
grado de intención, la naturaleza del hecho y las condiciones 
del ofendido. 

J^osales es indio; por tanto, tiene la circunstancia especial 
del citado artículo. 

¿Como deberá apreciarse? Creemos que atenuando la culpa- 
bilidad; pues si traemos á este punto todo lo que en. los ante- 
cedentes se ña dicho sobre el carácter de Rosales, sobre las 
causas que le impulsaron á delinquir, las anchas facilidades 
que daban, de un lado la desidia y la impericia, de otro la im- 
perfecta organización del Tesoro y los irregulares procedi- 
mientos de sus servicios, y todos estos términos se aprecian 
con sentido profundo, el juicio irremisible ha de ser que, no ya 
en indios que no tienen .noción perfecta de la gravedad de 
ciertos actos punibles, y que, por consiguiente, carecen del li- 
bre impulso de la libertad en la comisión de los delitos^ sino en 
individuos de razas de condiciones superiores, .la situación de 
las cosas hubiese empujado por modo irresistible á delinquir, 
y, por tanto, que la condición de indígena es, en este caso, de- 
terminante de atenuación-. 

El Letrado defensor de Don Maximiano Rosales conoce lo 
complejo de los problemas sobre la culpabilidad de su defen- 
dido, y desconfía de sus propios juicios. 

Por eso acude á otros Letrados cuya inteligencia y cultura 
darán seguramente á esos problemas atinada solución. 

"Licio. 3 osé- ¿Moreno iracalle. 
Manila =1895. 



el principio de la igualdad ante la ley, reconociendo, si& embargo, la conveniencia de 
que los Tribunales de Filipinas sigan con acica-to la práctica que sin interrupción 
observan, aplicando una penalidad menor á;la señalada para los delitos en el Código 
teniendo en cuenta, cuando los fueros de la razón y de la justicia lo reclamen, las con- 
diciones d,e la raza indígena ó desús individuos, en todos aquellos casos en que del 
cumplimiento estricto del precepto penal resulta una agravación que dista mucho de 
la mente del legislador. < 



D. 



Es objeto del presente dictamen el estudio de la consulta for- 
mulada por el Letrado D. José Moreno Lacalle, defensor de 
D. Maximiano Rosales, en la causa seguida en Manila contra 
varios por un desfalco llevado á cabo en la Tesorería general 
de Hacienda de Filipinas , para que ambos sirvan de punto de 
partida á trabajos de Letrados más competentes que quien sus- 
cribe lo que á continuación va. 

La notoriedad del asunto, la cifra enorme á que se supone 
asciende la defraudación, la importancia del cargo que desem- 
peñaba alguno de los hoy comprometidos en el proceso, dan á 
éste proporciones en realidad inmerecidas; pues, por graves 
que se antojen, no pasan los hechos enjuiciados de la categoría 
de delitos sumamente frecuentes. 

Una habitación con algunas arcas donde se va amontonando, 
dentro y fuera de aquéllas, cuanto ingresa en centro de tanta 
importancia como la Tesorería de Hacienda de Filipinas; un 
día, la sorpresa de que no están allí los fondos que debieran 
existir, ó que la plata se sustituyó por calderilla; aquellos que 
tenían á su cargo la custodia de los caudales, abandonados 
hasta el punto de no haber notado nada de lo que venía suce- 
diendo; arqueos que no lo son; empleados de corto sueldo 
cuyos gastos exceden, al parecer, en no poco á lo^^e ganan; 
y un Cajero, al parecer también, más imprudente qíre crimi- 
nal, que interviene, por modos que luego se verán, en esa 
defraudación ; que se ignora cuándo empezó, pero se sabe con- 
tinúa, aun cuando ahora llevada á cabo por personas que no 

4 
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son, seguramente, de las incluidas en este proceso. A esto pue- 
de reducirse el hecho procesal. 

Se trata, pues, de que de la Caja de la Tesorería se han sus- 
traído, por unos ú otros medios, cantidades de importancia 
¿Cómo? ¿(^ién? Determinar esto es la tarea confiada en la ac- 
tualidad á los Tribunales. 

Los cuales cuentan con dos únicos datos positivos de que 
servirse en sus investigaciones: uno, el hecho indudable de la 
falta de fondos; otro, la declaración espontánea, sincera, de 
D. Maximiano Rosales, que desempeñaba el cargo de Cajero 
y es uno de los presuntos responsables. Declaración esta de tal 
trascendencia, que es seguro hubiesen sido sin ella más que 
grandes las dificultades con que tropezara la investigación ju- 
dicial. 

I^osales dice se encargó de la Caja sin recuentos ni arqueos, ni 
oficiales que eran innecesarios y hasta improcedentes, pues que 
no se le confiaba por el Estado, ni particulares, como debieron 
practicarlos él y el Tesorero al encargarse el primero de su des- 
tino ; el segundo guardaba y recogía todos los días las llaves del 
local donde está aquélla y la de la misma Caja. Pasado algún 
tiempo, notó Rosales faltaban de ésta unos ochenta mil pesos. 
¿Qué hacer? Denunciando el hecho, sobre que él no evitaba se 
le pudiera de algún modo atribuir parte ó todo de la falta, pues 
para evitar tal cosa fuera preciso que al encargarse de la Caja 
hubiera hecho constar el estado en que se encontrase, le colo- 
caba en el duro trance de denunciar á su protector, á quien en 
primer término habría de pedirse cuenta de todo, al Tesorero ; 
y optó por seguir otro camino, que así como le ha llevado á la 
situación en que se encuentra, pudo conducirle, si la suerte le 
ayuda, á cubrir aquel déficit, evitando de tal'manera toda res- 
ponsabilidad. Según afirma, se dedicó á varias especulaciones, 
utilizando unas veces sus recursos propios, y en ocasiones, 
cuando, esos no bastaban, tomando de la Caja lo que necesitaba, 
y con propósito, que asegura cumplió, de ir poniendo en aquélla 
cuantos beneficios obtuviera. Pero el desfalco primitivo no 
lograba acabarse ; antes, al contrario, fué creciendo por actos 
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de Rosales y aun de otros empleados, hasta llegar á los térmi- 
nos que son conocidos. 

¿Qué responsabilidad corresponde á Rosales? Antes de fijarla, 
conviene determinar la cuantía de los fondos del Tesoro por él 
utilizados. 

¿Son exactos los supuestos de que parte el letrado consul- 
tante? ¿Se logra aportar al proceso elementos que acrediten 
aproximadamente, porque<£xactitud plena sería dificilísimo, sí 
no imposible, la certeza de los datos aducidos? Pues no se an- 
toja entonces exagerada la afirmación de que Rosales ha to- 
mado una parte pequeña en la defraudación, si es que tomó 
alguna. Si, aproximadamente, ha ganado unos cuatrocientos 
mil pesos en los diez años que desempeñó el cargo de Cajero, 
y se estima su fortuna, al descubrirse el desfalco, en unos dos- 
cientos mil, por mucho que haya gastado en ese espacio de 
tiempo, no es racional pensar excedan sus gastos de todas cla- 
ses de esos otros doscientos mil pesos, ó sean veinte mil cada 
año , no ya llevando una vida modesta , ni aun permitiéndose 
algunas no pequeñas prodigalidades. Claro es que si fuera Ro- 
sales el único á quien se imputase la falta del dinero, quien 
apareciera como único responsable, presunciones tan lógicas 
quedarían sin fuerza ante lo indiscutible de la falta; mas acre- 
ditándose que otros pusieron también sus maños en los fondos 
de la Tesorería y no las retiraron vacíáfc, ¿quién, ni por qué 
medios, podría averiguar lo que cada cual tomó, si todos no 
confiesan su respectiva participación? ¿Ni cómo, entonces, ha- 
cer á todos responsables de la totalidad del desfalco? Y si á 
todos no, ¿qué razón habrá para que Rosales lo sea? En buenos 
principios, cada cual responde tan sólo de sus propios actos; 
y justificados aquellos extremos, no resultan los de mayor gra- 
vedad los de Rosales. 

Aun cuando no se aporten nuevos datos, tampoco cree el que 
suscribe pueda exigirse responsabilidad á Rosales por may^ 
cantidad que la que confesó utilizó, pues, como luego se dirá,^ 
donde no haya otra prueba que la confesión del reo, á ésta se 
ha de estar en todo. 
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Los restante^ antecedentes, que importa conocer, - constan 
con la debida extensión en la consulta que examinamos, y no 
hay para qué Repetirlos aquí; en su lugar oportuno se irán. 
recordando. Veamos ahora las cuestiones que resultan plan- 
teadas. 



Priiiiepa cuestión. — D. Maximiano Rosales ¿es respon- 
sable del delito de malversación de caudales públicos? 

Este es delito, como dice con razón el Letrado consultante, 
que requiere especiales condiciones, á saber: que el agente 
principal sea funcionario público, con arreglo á lo dispuesto en 
el artículo 416 del Código penal de la Península y 401 del de 
Filipinas; que'tenga á su cargo, por razón de sus funciones, 
caudales ó efectos públicos; y que los sustraiga, consienta que 
otro los sustraiga, facilite ese hecho por abandono ó negligen- 
cia inexcusable, ó los aplique á u^s propios ó ajenos, resulte ó 
no daño ó entorpecimiento para el servicio público. 

Como Cajero de la Tesorería de Hacienda de Filipinas ¿ puede 
ser reputado Rosales funcionario público? El artículo 401 del 
Código penal de aquellas islas, única regla que determina 
quiénes están comprendidos en los preceptos penales que nos 
ocupan, dice: "se reputará funcionario público todo el que por 
disposición inmediata de la ley, ó por elección popular, ó por 
, nombramiento de autoridad competente, participe del ejercicio- 
defunciones públicas;" lo cual, en puridad, es dejar el con- 
cepto en la misma oscuridad que tenía al intentarse la defini- 
ción. Esta es la razón de que no baste la numerosísima juris- 
prudencia que existe consagrada á resolver quiénes tienen 
aquel carácter , pues sólo ha logrado ir diciendo en cada casó 
especial: tal funcionario se entiende comprendido en el pre- 
cepto penal, tal otro no ; y casos como el actual, que no re- 
cuerda el que suscribe tengan ni un solo precedente comple- 
tamente igual que sirva de base para decidir invocando la 
autoridad de nuestro Supremo Tribunal, han de resolverse por 
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analogi'a, por crítica racional , atendiendo en primer término 
á fijar cuándo se participa de funciones públicas. 

El Derecho penal positivo no contiene un solo precepto que 
determine, ni en lo que consistan las funciones públicas, ni de 
qué manera se ha de tomar parte en ellas para merecer el con- 
cepto de funcionario público. ¿D(5nde encontrar esa determi- 
nación, ajuicio del que suscribe, absolutamente necesaria para 
la interpretación del citado artículo 401? ; 

Dos únicos caminos se ofrecen: ó dejar que los Tribunales 
declaren en lo que consisten las fiíncipnes públicas y cómo se _J 
toma parte en ellas, ó acudir á las otras esferas del Derecho 
y buscar allí las reglas que fijen y aclaren esos conceptos. Lo 
primero es hasta indispensable cuando lo segundo no sea po- 
sible, pues los Tribunales pueden y deben llenar los vacíos que 
en las leyes existan ; pero si en la esfera del derecho que regula 
la vida del Estado, y, por tanto, cuanto á sus^ funciones toca, 
se encuentran determinaciones claras y concretas que fijen el 
criterio jurídico pafa un caso particular, no es posible, en 
buenos principios, que los Tribunales se aparten de esas nor- 
mas que no arrancan ya de inducciones particulares, sino de 
declaraciones del poder público. Veamos, por tanto, si encon- 
tramos ese criterio formado cuanto á la índole del cargo de Ca- 
jero- de las Tesorerías de Hacienda. 

Desde luego se puede afirmar que en el derecho administra- 
tivo ninguna persona que ocupe esos cargos es considerada 
como funcionario público; y aún más, que para todos los efec- 
tos administrativos, ese cargo es como si no existiese. La Admi- 
nistración no se ocupa para nada de quién sea la persona que 
lo ocupa, de cómo cumple sus obligaciones, de si tiene ó no 
capacidad, honradez, ni de nada absolutamente; ni aun cuida 
de que preste garantías"^ ningún género, que en ninguna oca- 
sión omite respecto de aquellos á quienes de alguna manera 
confía sus intereses materiales. Y es que, en efecto, el Estado 
no entrega á los Cajeros de las Tesorerías de Hacienda los fon- 
dos, que no confía á su cuidado las cajas, pues éstas y aquéllos 
los pone úriicamente al cuidado y responsabilidad del Tesorero, 
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no sólo en Filipinas , en la Península también ; sin que entre el 
Cajero y el Estado haya relación áe ningún género por razón 
de esos fondos. Así la Real orden de 30 de Agosto de 1865, dic- 
tada á consecuencia de consulta de la Intendencia de Filipinas 
sobre la fianza que hubiera de prestar el Cajero, resuelve no se 
le debe exigir, fundándose, entre otras razones, en que "de exi- 
girse fianza al Cajero, vendría á suceder: ó que se duplicaban 
y confundían las responsabilidades, ó se relevaba implícita- 
mente al Tesorero de la responsabilidad que, con exclusión de 
todo otro funcionario, le corresponde como guardador único de 
los intereses de la Administración. " De suerte, que ni aun se 
puede discutir que para la Administración el Tesorero es á la 
vez Cajero, es decir, encargado de la Caja, de los fondos que 
contiene, pues no caben responsabilidades por lo que no se nos 
confía; y por ser tal guardador de la Caja, él conserva siempre 
en su'poder las llaves del local en el que las cajas se encuen- 
tren, y las de las mismas cajas; cuanto implica la tenencia de 
los fondos del Estado. 

El Tesorero, además de- único guardador de los intereses de 
la Administración y de único responsable de ellos, es también 
la úríica persona que dentro de las Tesorerías puede acordar 
pagos, admitir ingresos y autorizar, en suma, cuantas opera- 
ciones puedan y deban practicarse; es decir, que las funciones 
públicas de que se puede participar- en una Tesorería de Ha- 
cienda competen personalmente al Tesorero. 

Más claro : las funciones públicas son muy distintas, según 
son los fines del Estado á que se dirigen; por lo cual, para saber 
quién participa de aquéllas es, ante todo, preciso mirar qué 
actos constituyen la función particular en cada casdí? Formando 
las Tesorerías una parte del organismo encargado de adminis- 
trar los recursos de la Hacienda, en ellas no se pueden desem- 
peñar más funciones publicas que las ya indicadas: recepción 
de los fondos que deban ingresar en poder del Estado, custodia - 
de esos fondos, su inversión en las necesidades de la Hacienda, 
rendir las oportunas cuentas; ñi más ni menos. Cuantos actos 
no tengan relación directa, inmediata con alguno de esos obje- 
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tos, no merecen se califiquen de participación en funciones pú- 
blicas, pues al Estado es eso lo único que le importa, lo que 
únicamente es necesario para, su vida económica. 

Pues bien: todas esas funciones están centralizadas en un 
solo funcionario, en el Tesorero^ sin más excepción que la 
parte que corresponde á los otros claveros en la custodia de 
las cajas de reserva. 

La intervención del Cajero en esas funciones, la parte que 
toma en el funcionamiento de la vida del Estado, y, ií>or tanto, 
el carácter de su cargo á los efectos administrativos , se deter- 
mina con toda claridad en la citada Real orden, de 1865: "en / 
buenos principios, el Cajero no es otra cosa que un agente per- ' 
sonal del Tesorero, bajo cuyas indicaciones privadas sirve, 
cuyos intereses materiales maneja con su absoluta confianza." 
Y añade: "esta persona (el Cajero) será designada por\el Teso- 
rero y responsable ante él de sus actos." Es, pues, el Cajero 
un agente privado , personal, del Tesorero, no un funcionario 
del Estado; ejecuta ó interviene en aquellos actos que el Teso-,: 
rero cree oportuno confiarle; éste es quien le nombra, quien le 
separa, quien le puede exigir la responsabilidad que de sus 
actos se derive; y por tanto, obra con funciones prestadas, que 
penden tan sólo de la confianza que en él deposita el Tesorero. 
La Real orden de 11 de Junio de Í881 viene á confirmar con 
toda claridad cuanto venimos sosteniendo; en ella se dice: 
"considerando que el Cajero de la Tesorería de Hacienda d^ 
Tarragona no es funcionario público y De manera que en el 
Derecho administrativo no pueden ser calificados de funciona- 
rios públicos los Cajeros de las Tesorerías. 

¿Puede y debe admitirse se pongan en oposición el Derecho 
administrativo y el penal en ese punto ? A quien la Adminis- 
tración, única que puede decir cuáles de las personas que con 
ella se relacionan de algún modo son funcionarios públicos^ 
niega ese carácter, ¿pueden los Tribunales imponérsele sin apo- 
yarse en un precepto claro y terminante de la ley penal? 

Porque si ésta, de^modo que no diera lugar á dudas, defi- 
niese los funcionarios públicos , estableciendo condiciones, que 
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claramente concurriesen en los Cajeros de las Tesorerías, exis- 
tiría aquella oposición, que sería absurda en el terreno de los 
principios, pero que en la práctica no se podría modificar por 
los encargados de aplicar la ley. 

Mas el derecho penal, mejor aún, el ya citado artículo 401 del 
Código, no fija ese criterio, da términos generales en los cua- 
les no es posible, sin interpretarlos forzadamente, encontiar 
incluido el cargo que nos ocupa. Un sencillo análisis de ese ar- 
tículo lo comprueba. 

Es funcionario público todo el que por disposición inme- 
diata de la ley, por elección popular ó nombramiento de auto- 
ridad competente participa de funciones públicas. Son , pues, 
dos los requisitos: participación en funciones del Estado; que 
esa participación arranque de alguna de las tres fuentes indi- 
cadas. De las cuales las dos primeras nada tienen que ver con 
los Cajeros 

El Tesorero de Hacienda, ¿es autoridad competente para 
nombrar funcionarios públicos? Que le compete designar la 
persona que haya de desempeñar el cargo de Cajero, es seguro; 
es competente para hacer ese nombramiento; pero esa compe- 
tencia no puede desnaturalizarse, pues, según todos los pre- 
ceptos administrativos, no nombra un funcionario del Estado, 
sino sólo un agente personal suyo, baj^cuyas privadas indica- 
ciones sirve, á quien encomienda los actos que tiene por con- 
veniente. ^ 

Por lo cual el Tesorero de Hacienda tiene competencia para 
nombrar al Cajero, pero no para conferirle participación en 
funciones públicas. 

Esa participación es el requisito más esencial. Que parece, á 
primera vi$ta cumplido en el encargo de Cajero, pues la ley 
habla de participación en funciones públicas, y esa palabra' 
puede tener muy diversa interpretación. Para unos puede 
bastar con que de cualquier modo se relacionen los actos ó ser- 
vicios de una persona con una función pública, para afirmar 
participa de ella, toma en ella parte; para otnos no puede ser 
suficiente que la participación sea de hecho, por entender se re- . 



quiere lo sea de derecho; y entre ambas interpretaciones, se am 
toja la más lógica, la más conforme con el espíritu de la ley la 
segunda. 

De ambos caminos , ninguno lleva á demostrar que los Caje-' 
ros de las Tesorerías participen de las funciones públicas que 
allí se cumplen. Anteriormente se ha indicado que en esos cen- 
tros administrativos no hay más funcióp pública que la de guar- 
dar y custodiar los fondos del Estado, y los complementarios de 
autorizar los ingresos y los pagos y llevar y rendir cuentas. 
Pues esas operaciones se llevan á cabo por el Tesorero, único" 
guardador de los intereses de la Administración y único res- 
ponsable de los fondos. Como tal, es quien puede solamente 
autorizar la entrada y salida de esos fondos, y sin su interven- 
ción, ninguno de esos actos se efectúa. El Cajero de nitigún 
modo interviene en nada de ello; sus operaciones son esencial- 
mente manuales: anotar entradas y salidas, contar la moneda, 
etcétera, y ninguna de ellas significa que custodie los fondos, 
que de hecho y de derecho están siempre bajo la vigilancia del 
Tesorero. 

¿Es que, de hecho, parte de los fondos están confiados á la 
custodia del Cajero? Lo negamos en absoluto; pues como luego . 
veremos, no hay nada que signifique, no ya que el Estado le 
ha confiado ni el todo ni parte, pero que ni aun el Tesorero se 
los entrega; mas aun cuando en algiin momento, durante las 
horas de oficina, los fondos llamados corrientes (que los de las 
cajas de reserva nunca están á disposición del Cajero) de 
algún modo se puxliera pensar estaban bajo su custodia, no es 
esa la participación de que habla la Ley. Entiende el que sus- 
cribe que esa participación no puede ser jamás indirecta, acci- 
dental, para fines accesorios, sino tiirecta, es decir, por conse- 
cuencia de delegación hecha por el Estado á favor de la 
persona de quien se trate, squien por intervenir así, con fa- 
cultades recibidas del Estado, en la vida de éste, en sus funcio- 
nes, adquiere la consideración de funcionario público. Cuando 
"■ no es el Estado quien confiere determinados facultades; cuando 
entre aquella persona y éste no se establece verdadero lazo 



jurídico, del cual arrancan por natural derivación deberes y 
responsabilidades para aquellos á quienes el Estado confía la 
gestión de sus asuntos, y en los que, por tanto, deposita su 
confianza , sino que la obligación y la confianza y la responsa- 
bilidad son entre un funcionario público y un particular, no se 
puede pensar adquiera éste, en poco ni en mucho, carácter de 
funcionario público, pues tal relación es esencialmente privada, 
en nada pública, por establecerse entre personas de las que 
una de ellas no puede delegar, y no delega, en la otra sus fun- 
ciones, sus deberes ni sus responsabilidades. 

Claro es que, para que existiese esa delegación directa del 
Estado en el Cajero, bastaría el nombramiento de éste hecho 
por el Tesorero, pues que está autorizado para designarle; 
pero esto ha de entenderse con una condición indispensa- 
ble, la de que ese nombramiento le confiriere alguna función 
pública que le fuese propia, permanente ó accidentalmente; 
pero cuando ese nombramiento no transfiere al Cajero función 
de ningún género, pues repetimos que las que son posibles en 
las Tesorerías al Tesorero competen única y exclusivamente 
y sólo le da derecho á percibir un sueldo del Estado á cambio 
de los trabajos manuales que por encargo del Tesorero lleve 
á cabo, no es posible decir participa de, funciones públicas. 
La función de administrar y custodiar los fondos del Estado 
no puede residir en meros escribientes , en porteros, en em- 
pleados auxiliares, que no se obligaron á cuidar de esos fondos, 
ni á administrarlos, ni á responder de ellos caso de que falten. 

De suerte que la participación necesaria para ser reputado 
funcionaiio público ha de ser de hecho y de derecho, y los 
Cajeros ni de uno ni de otro modo toman parte de ningún 
género. 

Mas si se entendierja que no era acertada esta interpretación 
de las palabras del aijt. 401 y que la participación basta sea de 
algún modo, aun cuando sea accidental, sólo de hecho, y no 
para los fines que integran la función pública , y además que 
los Cajeros participan de las funciones que son peculiares del 
Tesorero, queda aún una consideración, que aconseja no se 
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opte, entre ambas interpretaciones, por la que es indispensa-' 
ble para declarar funcionarios públicos á los Cajeros: la de. 
que el precepto no es claro cuanto á esos cargos, que da lugar 
á dudas y, por tanto, es de tenerse en cuenta el principio de 
Derecho penal de que "á lo favorable al reo se ha de estar 
cuando la ley se haya de aplicar interpretándola." 

Frente á lo que queda expuesto, pocas objeciones pueden 
formularse que requieran discusión. Así, por ejemplorcs pue- 
ril hablar de que los Cajeros cobran un sueldo del Estado^ y 
son, por tanto, funcionarios públicos, pues no es ese detalle el 
que confiere aquel carácter. Muchos son los que, sin percibir 
sueldo, ejercen funciones del Estado, y los que, cobrándolo, 
no tienen nada que ver con éstas. El Estado sostiene servicios 
ó abona sueldos por razones que no se relacionan con las que 
propiamente se pueden llamar sus funciones , y no hay para 
qué extender el círculo de éstas á cosas hasta completamente 
extrañas. Por ejemplo: los sueldos que el Estado español satis- 
face á los Sacerdotes católicos no implican el desempeño de una 
función del Estado f sino una compensación debida por los bie- 
nes con que el Clero contaba y de que le privó aquél. Pero sea 
de esto lo que quiera , ese hecho de percibir un sueldo podría 
servir p^ra determinar el carácter del cargo de Cajero á los 
efectos administrativos; y si la Administración en toda oca- 
sión dice no son los Cajeros funcionarios públicos, como de- 
clara la Real orden de 11 de Junio de 1881 ya citada, no hay 
para qué mencionar lo que no puede modificar este criterio. 

Tampoco hay para qué invocar como precedente la teoría 
cierta de que los que-desempeñan interinamente cargos cuyos 
propietarios son reputados funcionarios públicos, tienen tam- 
bién este carácter. Así, por ejeinplo, los Tesoreros interinos 
de Hacienda, los Escribanos también interinos y cuantos se 
encuentren en caso igual, son funcionarios públicos, á pesar de 
la interinidad; pero eso es porque ésta en nada afecta á la 
esencia; en cuanto actúan, los primeros son tan depositarios 
de los fondos públicos como si el nombramiento, fuese definiti- 
vo, y válidos son los pagos qué autoricen y los á:tbs todos en 
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que intervengan: los segundos tienen fe judicial mientras ac- 
túan ; pero unos y otros porque de mt>do legal toman parte ac- 
tivaren las funciones del Estado. Lo tual no ocurre con iBs - 
Cajeros, que una vez más hemos de decir ni les confiere el Es- 
tado intervención alguna en ninguna función pública, ni en 
poco ni en mucho se subrogan en las peculiares del Tesorero, 
limitándose á la ejecución de actos secundarios. 

Puede, por tanto, asegurarse que los Cajeros de las Tesore- 
rías no deben ser considerados como funcionarios públicos, ni 
á los efectos administrativos, ni á los penales. 

Otro de los elementos necesarios para que la malversación 
exista, es el de que los caudales públicos á que el delito\se 
refiera estén á cargo del presunto responsable, por razón de 
las funciones de éste. ^ 

Á juicio del que suscribe, lo mismo en lenguaje vulgar que 
en el tecnicismo de nuestro Derecho, esas palabras expresan la 
idea de la responsabilidad que compete á alguien por razón 
de algún deber que haya de cumplir. La cosa depositada, á 
cargo está del depositario; lajdada en comodato, al del como- 
datario; y así sucesivamente. Presupone, por tanto, esa frase 
una relación previa por virtud de la cual marca una obliga- 
ción, que es distinta según sea diferente aquélla. Sin embargo, 
esa frase "estar á cargo'' tiene un significado genérico; siem- 
•^ire equivale á decir que una cosa está confiada á una persona. 

Aplicando esto al caso que nos ocupa, resulta ser ese también 
el sentido con que, en el precepto que define los delitos de 
malversación, se pone esa frase. Que no aparece allí aislada; 
se completa, para no dar lugar á dudas, consignando que los 
caudales públicos que un funcionario, también público, se 
apropie ó defraude, han de estar á su cargo por razón de sus 
funciones; porque si alguno de esos requisitos falta, no se da la 
verdadera naturaleza de la malversación.' La cual consiste, 
siempre, en toda ocasión, en que aquellos á quienes el Estado 
confía sus fondos burlen la confianza que en ellos deposita. 
Por eso el carácter de funcionario público en el culpable no 
basta para caracterizar ese delito; es además indispensable 
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que los fondos que el Estado pone directamente en sus manos, 
como tal funcionario, se apliquen por él á cualquier fin que no 
sea los predeterminados por el Estado. Para que exista ó no 
malversación, nada importa se los apropie ó no. 

¿ Se puede racionalmente pensar que los fondos públicos que 
existen en una Tesorería de Hacienda están á cargo delrCajero? 
Después de lo dicho anteriormente, hay que rechazar de plano 
ese supuesto. Si el Tesorero es el guardador único de los inte- 
reses materiales de la Administración y él únjco responsable 
administrativamente de los fondos, es a^rtjue en esos centros 
no hay más funcionario que los tengan su cargo ; que es él la 
única persona á quien compete la custodia de los caudales 
públicos, según expresamente declara el artículo 18 del Real 
decreto de 12 de Septiembre de 1870, y esa la función pública 
primaria que se cumple en las Tesorerías. Mientras que el 
Cajero no recibe esos fondos del Estado, ni para custodiarlos ni 
para nada; entre la Administración y él ningún lazo jurídico 
se establece, hasta el punto de que administrativamente no 
puede seguirse contra él un expediente de reintegro. 

De suerte que, para el derecho administrativo, Rosales no 
contrajo obligación de ningún género respecto de la guarda de 
los caudales; y que si actos suyos ocasionaran algún quebranto 
para el Estado, al exigirse la responsabilidad administrativa 
no se dirigiría contra él, sino contra quien únicamente estaba 
obligado á cuidar de aquéllos. 

Pues bien; así como al ñjar si Rosales, como Cajero de lá Te- 
sorería, era ó no funcionario público, podía discutirse acerca 
del valor que las disposiciones administrativas tengan á ese 
efecto, porque el Código penal cuenta con el art. 401 como 
base de la que arrancar, en lo que toca al elemento que exami- 
namos, el derecho penal determina claramente, con las pala- 
bras cuyo sentido analizamos, que á los preceptos administra- 
tivos se ha de estar. Porque si no son ellos quienes hán4e decir 
qué-funcionarios tienen á su cargo por razón de sus funciones 
los caudales públicos, ó lo que es igual, quiénes, por el mero 
hecho de desempeñar determinadas funciones, adquieren la 
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obligación de cuidar esos caudales, y, por tanto, la consi- 
g^uiente responsabilidad, ¿G<5mo puede averiguarse eso que es 
indispensable para saber dónde empieza la malversación y, 
por tanto, concluyen los delitos comunes ú ordinarios? 

Aun prescindiendo de la evidencia que proporcionan los pre- 
ceptos de orden administrativo, suponiendo que para los efec- 
tos penales no merezcan aquéllos atención, no resultan los Ca- 
jeros de las Tesorerías teniendo á su cargo por razón de sus 
funciones caudales públicos; es decir, que tampoco están en la 
simple -tenencia de hecho. Esta corresponde también al Teso- 
rero, que es quien dispone de las llaves del local en que las 
cajas se encuentran, de las de las mismas cajas, y quien 
puede, en suma, hacer de los fondos lo que le plazca, sin que el 
Cajero tenga facultades ni medios para impedírselo. Pues en 
ninguna ocasión puede decirse, ni se dice, que una persona 
tiene la tenencia de una cosa que se encuentra en poder de 
otra. En las horas durante las cuales la oficina estaba cerrada, 
el 4nico que podía tener acceso en ella' era el Tesorero, quien 

.recogía diariamente las llaves todas. 

Mientras la oficina estaba abierta, el Tesorero entregaba á 
Rosales las llaves para que abriese la caja particular, la que 
contenía los fondos corrientes, y abierta permanecía mientras 
los empleados allí se encontraban. Las cajas de reserva, ni se 
abrían ni podían abrirse sin que estuviesen presentes los tres 

. claveros, quienes conservaban siempre en su poder las llaves 
respectiva9^; De manera que sólo durante las horas de oficina 
está el Cajero en relación inmediata con los fondos de la caja 
corriente, por encontrarse ésta en el local donde aquél des- 
empeña su cometido, y porque su misión como Cajero, al cum- 
plir las órdenes que reciba del Tesorero, le lleva alguna vez á 
manipular con los fondos al recibir los ingresos ó hacer los 
pagos: y jamás el cargo de Cajero le coloca en condiciones ni 
de tocar siquiera los fondos de reserva. 

¿ Es esa relación de momento con los fondos corrientes, que 
liga al Cajero con éstos por virtud, no de funciones públicas, 
sino como mandatario del Tesorero, como ejecutor de aquellos 



actos materiales, que éste no puede ó no quiere realizar, la 
tenencia que requiere la ley cuando dice que los fondos estén 
á cargo del funcionario público que los desempeña? A primera 
vista puede parecer así; juzgando con imparcialidad y deteni- 
miento, no. 

Porque pensando a^ resultaría la tenencia de esos fofidos 
repartida ^e modo hasta absurdo, entre el Tesorero, "único 
guardador de los intereses de la Administración," y cuantos 
cobran algún sueldo del Estado por prestar cualquier clase de 
servicios en el local donde la caja de valores corrientes se en- 
cuentre. Así habría de entenderse participaban de esa tenen- 
cia*los mozos, los escribientes, etc., pues todos ellos tem'an 
igual participación que Rosales en el cuidado de los fondos, y 
obligados estaban todos á respetarlos no apoderándose de 
ellos. Y ló cierto es que á nadie se ocurriría decir que los fondos 
del Estado se encuentren á cargo de los escribientes. ó de los 
porteros de la Caja. Cuenta también de que esa simple tenen- 
cia de hecho que se supone en otros que en el Tesorero no con- 
cluye ni suspende la tenencia que á éste corresponde, porque 
de otro modo se cambiarían todos los preceptos legales que de- 
claran, como queda repetido, están confiados á su cuidado los 
fondos públicos. ¿Se puede racionalmente admitir ese fracciona- 
miento en la custodia de los caudales, ni que sea eso conforme 
con el espíritu y la letra de los artículos 390~y siguientes del 
Código penal? 

Mas supongamos baste esa simple tenenci^ mejor aún esa 
coexistencia en un mismo local de unos fondos y de una perso- 
na, y aun así resulta difícil acreditar la malversación y conocer 
sus límites, su alcance, ni proceder con justicia á imponer la 
pena según la cuantía de aquélla. Porque resulta indiscutible 
que Rosales tomó los fondos de las cajas todas; pero principal- 
mente donde manipuló fué en las de reserva, donde cambió la 
plata por calderilla, y donde no era tan fácil se descubriese la 
falta. Y esas cajas de reserva, ni por un instante estuvieron á 
su cargo. ¿Qué fué, por tanto, lo que tomó de una ó de otra| 
¿Qué cantidad de la caja de valores corrientes malversó, ej]( 
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el supuesto de que venimos partiendo, y cuál tomó de las cajas 
de reserva cometiendo otro delito que el de malversación? Pa- 
rece que ni aun el mismo Rosales puede decirlo. Y, sin em- 
bargo, es absolutamente necesario saberlo, para proceder con 
justicia. Porque si, por ejemplo, la cantidad de fondos corrien- 
tes que ha tomado no llega á 125.000 pesetas, no se le puede 
imponer la cadena temporal si fuera funcionario público y se 
declarara estaban esos fondos corrientes á su cargo por razóji 
de sus funciones. 

Pues todas esas dificultades nacen tan sólo de seguir esos 
criterios equivocados. La tenencia que la ley pide al decir que 
los fondos estén á cargo de un funcionario por razón de sus 
funciones, no puede fraccionarse, ni ser sólo de hecho, ni por 
delegación de quien nada puede delegar, pues las cosas, en 
todo caso, están á cargo de quien las recibe con obligación. de 
cuidar de ellas y con el deber de responder de su gestión. Así 
los depositarios, los administradores, son quienes tienen á su 
cargo las cosas que administran ó tienen en depósito, y de ese 
cargo no participan aquellos de quienes unos y otros se sirvan 
para lo que crean conveniente. Ni ¿dónde había entrega, ni 
permanente ni temporal, de los fondos al Cajero? El Estado no 
se los confiaba; y el mismo Tesorero, ni podía traspasarle sus 
facultades, ni le subrogaba en ellas; le encomendaba actos 
meramente manuales, conservando siempre los fondos en su 
poder. 

Pero, en fin, ¿á qué cansarse en desvanecer dudas que no 
pueden existir leyendo con algo de atención los artículos 390 al 
395 del Código? Porqué lo inüiscutible es que en ellos está cla- 
ramente expresado lo que han querido decir con la frase " estar 
á cargo , " que no es penar esa tenencia accidental y de hecho. 
Los artículos 390 al 392 emplean esa frase; pero el 393, signifi- 
cando sin duda alguna lo mismo, dice: "los caudales ó efectos 
que administrase ;'' el 394 habla del "que rehusase hacer en- 
trega de una cosa puesta bajo su custodia ó administración /^ 
y el 395 de " los que se hallaren encargados por cualquier con- 
cepto de fondos, rentas ó efectos provinciales y municipales, y 
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dt los administradores 6 depositarios de caudales embarga- 
dos." Estas frases se refieren, sin duda, á tenencias, como 
hemos dicho, no de simple hecho, sino resultantes de una rela- 
ción, de un lazo jurídico entre el funcionario público y la auto- 
ridad, el Estado. 

¿Administran ó tienen en depósito ó en custodia los fondos 
públicos los Cajeros? No, porque esa es función del Tesorero, 
que le está reáervada expresamente; de lo que resulta que 
como tal Cajero no puede jamás cometer ninguno de los deli- 
tos á que se refieren los artículos 393 al 395, á pesar de que la 
naturaleza de esas infracciones, su verdadera característica, 
es exactamente la misma que la de los otros casos de malver- 
sación que mencionan los artículos 390 al 392. 

Quiere esto decir que, á juicio del que suscribe, si el Cajero 
de una Tesorería no puede incurrir en aquellos delitos, porque 
' no basta su voluntad para atribuirle las facultades que presu- 
ponen, y que son inherentes apotras personas, es porque los 
fondos no están á su cargo; que si lo estuviesen, podría darles 
aplicación indebida ó negarse á hacer los pagos debidos» 

Nacen todas las dudas de un vicio de origen de que adolece 
la calificación provisional hecha de este proceso. Con actos 
semejantes, y hasta iguales, puede haber distintos delitos; y no 
hay para qué obstinarse en la idea de que todo el que sustrae 
caudales públicos y cobra un sueldo del Estado incurre en mal- 
versación. Aquellos á quienes el Estado no entrega ni un cén- 
timo, á quienes nó confía sus caudales, no pueden incurrir en 
ese delito. Habrá responsabilidad criminal que exigir, pero no 
la especialísima que pesa sobre los funcionarios que adminis- 
tran aquellos fondos. De aquí que Rosales ha delinquido indu- 
dablemente al ejecutar los actos que confiesa ; ni él pretende 
excusarse, ni hay manera de excusarlo ; pero no és justo que 
purgue más de lo que sus actos merezcan, porque inconcebible 
abandono por parte del Estado mantenga situaciones en que . 
lo extraordinario es haya quien resista la tentación de apode- 
rarse de lo que parece se le está ofreciendo. 

Comprueba también cuanto queda indicado un ligero exá- 
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men de las disposiciones legales vigentes en Filipinas acerca 
^de la organización y funcionamiento de los centros administra- 
tivos que tienen á su cargo el Tesoro dB aquellas islas. 

Fuera de la Real orden de 30 de Agosto de 1865, ya citada, 
no se tropieza con un solo precepto en que se hable siquiera 
del Cajero de la Tesorería general: tan sólo se le encuentra 
mencionado en la plantilla á que se refiere aquella Real orden, y . 
en la cual se señala una asignación de 2.000 escudo^, y aparece 
allí colocado en el orden jerárquico después de los oficiales y 
antes de los escribientes, considerándole, sin duda, casi como 
uno de éstos. 

Pero erí lo sustantivo, en cuanto fija atribuciones, reglas que 
aplicar á cada funcionario, se omite siempre al Cajero. ¿Por 
qué? Porque subsiste en toda su fuerza la citada Real brden 
que asigna á éste carácter de agente privado del Tesbrero. 
Veámoslo. 

El Real decreto de 12 de Septiembre de 1870 enumera, en su 
art. 3.°, los agentes encargados de la Hacienda pública en cada 
provincia, que son: los Intendentes, Administradores de rentas, 
Contadores é- Interventores, Tesoreros y Depositarios. No se 
habla del Cajero de la Tesorería general. 

El art. 18 dice: "Los Tesoreros ó jefes de Caja tienen á su 
cuidado la custodia de los caudales públicos, y les corresponde: 
1.°, recaudar las rentas; 2.°, hacer los pagos; 3.**, cuidar de que 
los jefes de las cajas subalternas rindan cuentas; 4.°, rendir la 
cuenta general del Tesoro; 5.°, llevar cuenta y razón de la en- 
trada y salida de caudales." Y en seguida se ocurre preguntar, 
si esas son funciones personalísimas del Tesorero: ¿cuáles esta- 
ban reservadas á Rosales si no era, como hemos dicfi^, la de 
intervenir únicamente en lo que el primero le ordenase para 
recibir y hacer pagos, anotar ingresos y salidas, etc., pero 
siempre como un mero escribiente, como la misma persona del 
Tesorero? 

Pues el art. 44 previene que, cuántos empleados de todos los 
ramos manejen fondos del Estado, rendirán cuenta mensual 
justificada; y como es evidente que al Cajero ni se le exige ni 
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la rinde- jamás, ni aun al mismo Tesorero, no se puede decir que 
era empleado público ni manejaba fondos como tal empleado, 
sino que su intervención era la tantas veces mencionada. Igual 
disposición es la del art. 100 de la Instrucción de 4 de Octubre 
de 1870. -=- 

Por último, la Instrucci<5n de 10 de Agosto dé 1849, en la que 
se determinan las obligaciones y facultades del Tesorero gene- 
ral de Filipinas, se establece como uno de sus deberes (art. 3.**) 
tener bien custodiados los caudales. Y el art. 6° dice textual- 
mente: en las Tesorerías habrá dos cajas, una particular del 
Tesorero, en la que se custodiarán bajo su responsabilidad 
los caudales que ingresen entre uno y otro arqueo, y' de ella se 
satisfarán los libramientos que se expidan durante el mismo, y 
otra de tres llaves, que tendrán el Intendente, el Contador ge- 
neral y el Tesorero, etc. 

Y ¿qué más? Ahora mismo, con fecha 12 de Noviembre del 
corriente año de 1895, se ha publicado un Real decreto encami- 
nado á establecer sobré bases firmes la contabilidad en los cen- . 
tros administrativos de Filipinas, en. el ctial se previene se lle- 
ven numerosos libros y se cumplan muy prolijas formalidades 
en la entrada y salida de fondos; se establecen tres arqueos 
mensuales; que después de cada arqueo, en la caja particular 
del Tesorero, ó sea á su disposición, no deben dejarse más que 
los fondos indispensables para los primeros pagos que puedan 
ocurrir al día siguiente; pero ni por incidencia, ni por casuali- 
dad, se menciona al Cajero de la Tesorería general de Ha- 
cienda. 

La causa d^e ese Real decreto, ó una de ellas á lo menos, son 
las siguientes palabras de su preámbulo: "Hechos sensibles; de 
todos conocidos, revelaron recientemente lo imperfecto de la 
contabilidad en el archipiélago Filipino, y la falta de toda pre- 
visión y orden eh el mismo; á la carencia de método en el modo 
de llevar y rendir cuentas, á la falta de garantías en el cuidado 
de los fondos públicos y al punible olvido por parte de algunos 
empleados de los estrechos deberes que imponen las funciones 
del Estado, pueden atribuirse los lamentables sucesos que han 
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podido comprometer la vida financiera, que comenzaba á ser 
próspera, de las Islas Filipinas." ¿A qué empleados se refieren 
las anteriores palabras? Seguramente que á aquellos á quienes 
el Real decreto de 1870 señala como agentes de la Hacienda, á 
los que confía la guarda y manejo de sus intereses, á los que se 
imponen deberes, ya en la Instrucción de 1849, ó en el reciente 
. Real decreto de 12 de Noviembre del año actual; porque á 
quienes no impuso, ni ahbra impone, deberes directos para con 
la Hacienda, á esos, aun cuando se llegue á declarar su delin- 
cuencia, no se les puede achacar gran culpa; que corresponde 
á quienes, si hubiesen empleado algún celo en el desempeño de 
sus cargos, habrían impedido se llevase á cabo la defrauda- 
ción. Como que, por lo visto, la custodia de la Caja central dfe 
Filipinas ha estado confiada á la Providencia. 

Resta el examen del otro elemento de la malversación , que 
por-referirse á los actos 4e ejecución examinaremos después; 
pues afirmando no puede constituir ese delito lo realizado por 
Rosales, es inútil adelantar lo que tiene lugar más adecuado 
cuando se examine el segundo extremo de la consulta. 



- f^ef^niida cuestió».— Dando por supuesto que Rosales fuera 
funcionario público, y que á su cargo estaban los fondos de la 
Tesorería, por virtud de las funciones peculiares y personalí- 
simas de aquél, ¿en cuál de los delitos de malversación debería 
considerársele incluido ? 

Anteriormente se raijo que en el proceso constan sólo los 
siguientes hechos: realidad de la defraudación, procesamiento 
de varias personas, sin duda por resultar contra ellas méritos 
para-tai acuerdo. Al conocerse el desfalco, Rosales, sin rodeos 
ni ambigüedades, en el primer momento, en la declaración 
primera que presta, cuenta ampliamente cuanto le ha ocurrido, 
todo lo que hizo, y confiesa que, impulsado por el deseo de 
reponer la falta de más de ochenta mil pesos qtie notó, se 
permitió tomar algunos fondos, que destinaba á operaciones 
que emprendió con el propósito de consagrar las ganancias que 
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obtuviera á llenar el hueco encontrado "en los fondos de la 
Tesorería; y según su dicho, cuantas cantidades llegaban á su 
poder las ponía en la Caja. Ha confesado también que en dis- 
tintas ocasiones sorprendió á. algunos empleados ocultando 
valores; que tenía seguridad de que esos ú otros tomaban lo 
que les venía en ganas por procedimientos variadísimos; pero 
que aun con la evidencia de que eso ocurría, no denunciaba 
tales hechos, por evitar se llegase á conocimiento de lo que él 
mismo ejecutaba, si bien puso de su parte cuanto pudo para 
impedir las sustracciones aun cuando sin lograrlo. Y añadió 
que para apoderarse él de -los fondos empleaba distintos pro- 
cedimientos: primero, escamoteos de valores, anotar existen- 
cias que no había y otras simulaciones; luego, poner en los 
arqueos fondos locales, sustituir los huecos de los fondos 
corrientes con los de reserva, y cambiar los sacos de plata 
de éstos por otros de calderilla. Pero las cajas de reserva seña- 
ladas con los números 6 y 7 aparecieron también llenas de 
calderilla, y éstas aseguró siempre Rosales no las había, 
tocado. Explicó además la manera como se hizo de las llaves 
necesarias para^brir las referidas cajas. 

De la consulta que examinamos se deduce que. esa confesión 
es la clave de todo el procedimiento; sin ella los tribunales po- 
drían perseguir á cuantos quisieran, á Rosales también, pero 
guiados únicamente por conjeturas, por inducciones, por todo 
menos por una prueba tan clara como la facilitada por el que 
fué Cajero de ta Tesorería. Y es seguro que así como no habría 
^odo de probar que Rosales sustrajo fondos si él no lo hu- 
biera^ dicho, no hay manera de contradecir su afirmación de 
que el móvil que le guiaba era el indicado, que reponía las can- 
tidades que podía y cuanto queda mencionado. Es, pues, pre- 
ciso, partir de esa declaración, mientras otros elementos de 
prueba, contradiciéndola, no consientan que, al apreciarse to- 
dos, se resuelva por los tribunales lo que estimen más acertado. 
Con esa base se puede ya entrar en el folido de la cuestión. 
El artículo 390 del Código penal de Filipinas, que castiga al 
funcionario público que, sustraigfa ó consienta que otros sus^ 
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traigan los caudales puestos á su cargo, no es aplicable á Ro- 
sales: se refiere á dos diferentes aspectos de un mismo acto: á 
la determinación libre y coqfeciente del funcionario púbtbs^, 
por la cual, ó es él quien se apodera de los efectos públicos, con 
intención de apropiárselos, ó coopera con su consentimiento, 
y por tanto con su connivencia, á que ©tros lleven á térmirto 
la sustracción. Rosales no sustrajo fondos para hacerlos su- 
yos; los tomó para los fines indicados; y pues los reintegraba . 
al Tesoro cuando le era permitido por el estado de los nego- 
cios emprendidos, claro es que faltaban la intención y el hecho 
de apropiación. No consintió tampoco que otros los sustrajeran, 
pues éstos lo hacían sin su consentimiento, sin su conocimiento 
previo, requisito indispensable para que s^ diera ese caso; y 
sin que pueda contradecir lo apuntado que con posterioridad 
sospechase quiénes defraudaban al Tesoro y adquiriera la segu- 
ridad de tal cosa. Su silencio no, era consentimiento; significa, 
como queda dicho, el temor de descubrirse al descubrirlos: 
'y en él se podría encontrar abandono ó negligencia inexcusa- 
ble, que pena el artículo 391, demostrando así que el consenti- 
miento requerido por el 390 ha de consistir en acciones que 
no consta llevase á cabo Rosales, no en omisiones, que es la 
verdadera naturaleza de ese silencio. Al callar, omitía, no 
obraba como debiera; pero no ejecutaba acto alguno positivo, 
ni para ayudar á los defraudadores, ni para facilitarles su ta- 
rea. Al contrario, declara empleó toda su atención en remediar 
ese mal, aunque sin lograr nada, por las especialísimas cir- 
cunstancias en que se había colocado. 

Y cuenta, que esos son padecimientos que no se curan con 
paliativos, advertencias, ni amenazas de descubrir los hechos; 
para impedirlos, no había otro camino que denunciarlos y pro- 
curar el castigo de sus autores. Quien no obrase así, lo repeti- 
mos, no se colocaba en ninguno de los gradáis de la delincuen- 
cia; pues ni hay complicidad ni encubrimiento, y menos ele- 
mentos para que se taclíe de autor á quien se concreta á callar. 
El silencio aislado, sin que concurran con él otros elementos, 
jamás fué materia delictuosa. 
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Tampoco son aplicables el artículo 393, el 394 y el 395, pues 
el primero se refiere á los funcionarios públicos que diesen á 
los caudales que administren aplicación pública distinta de 
aquella á qut estén destinados ; el segundo , al que debiendo , 
hacer un pago como tenedor de fondos del Estado, no lo hiciera; 
y el último, aplica lo dispuesto en los anteriores artículos á 
determinadas personas: se trata en el caso presente de una 
defraudación d§ fondos del Estado, y, es claro, nada tienen que 
ver esos preceptos. 

Otra cosa ocurre con los artículos 391 y 392, tomando como 
bueno el supuesto de que Rosales haya sido funcionario pú- 
blico y que á su cargo estuvieran los caudales sustraídos, que, 
repetimos, es inadmisible. Porque entonces, confesando que se 
apoderó de cantidades para fines que no eran á los que estaban 
destinadas, es seguro está comprendido en el artículo 392, si 
bien la penalidad deberá modificarse según se aprecie hubo ó no 
daño y entorpecimiento para el servicio público. Según aquél 
afirma, no queda adeudando en la actualidad cantidad alguna 
á la Caja, y no consta haya datos que consientan se piense 
hubo daño ó entorpecimiento para el servicio. Mas ;lo hubo? 
Pues siempre resultará que con el clf^ital de Rosales , valuado 
según la consulta en unos doscientos mil pesos, hay con exceso 
para reintegrar los ciento cincuenta mil que según él aplicó á 
usos propios ó ajenos, pero que no eran á los que estabaa des- 
tinados aquellos fondos. Que es esa la única cantidad de cuyo 
reintegro, en su caso, debe responder Rosales, se acredita 
teniendo en cuenta que, como luego se dirá, su declaración, en 
cuanto no resulte contradicha por otras pruebas, ha de tomarse 
en su totalidad. 

El artículo 391 sería de aplicar también á Rosales, si se 
supone fuese funcionario público y que los caudales sustraí- 
dos por otras personas estaban á su cargo; que entonces, el 
silencio de las sospechas que abrigó de aquellas sustracciones, 
constituiría abandono ó negligencia inexcusable, pues no basta 
á excusarle el temor de que al corregirlas se descubrieran-los 
abusos por él cometidos. Esa responsabilidad habría de alcaii- 
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zade, no por la totalidad del desfalco , únicamente por la dife- 
rencia entre lo que él dice tomó de la Caja y lo que resulte 
sustrajeron los demás; y aun en buena lógica, en estricta jus- 
ticia, habría que descontar del total de^la defraudación ochenta"^ 
mil pesos que asegura faltaban cuando en aquélla empezó á 
desempeñar su cometido. 



Tercera cuestión. — ¿Ef autor D. Maximiano Rosales del 
delito de falsificación de documentos oficiales ó públicos? 

Parece que la f^r... a instruida se sigue también para compro- 
bar si hubo ese delito, arrancando de estos hechos: que en las 
actas de los arqueos de , Caja se hacía constar -que concurrían 
to*5s los claveros, que se contaban las existencias todas y que 
resultaban completas; mientras que por un lado el desfalco y 
por otro los datos del sumario acreditan que esos hechos no 
eran exactos. 

La falsificación de documentos públicos ú oficiales que casti- 
gan los artículos 300 y 301 del Código, puede cometerse por un 
funcionario público ó ;por un particular. En el caso primero, es 
^ndición indispensablle que dicho funcionario abuse de su ofi- 
cio para llevar á efectjo el delito; pues si el documento falso no 
emana de él ó en él no interviene por razón de sus funciones, 
no existe la mayor gravedad á que corresponde la mayor pe- 
nalidad del art. 300, que consiste en que el funcionario abuse 
de los medios puestos á su alcance para cometer la falsedad. 
Así un Notario que altera de algún modo un documento no 
autorizado por él,_por ejemplo, una certificación del Registro 
civil, no obra como funcionario público, sino como- particular. 

Entre los casos que enumera el citado art. 300, los únicos 
aplicables á los hechos referidos son el 2.° y el 4.° Según ellos, 
se comete falsedad suponiendo en un acto la intervención de 
personas que no la han tenido, y faltando á la verdad en la 
narración de los hechos. Veamos el primer punto. 

¿Se ha supuesto en las actas de arqueo la intervención de. 
personas que no la hayan tenido? Hay un hecho del que partir;. 
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que los claveros y el Tesorero han puesto sus firmas legales, 
auténti^s , no discutidas en el proceso ni impugnadas por los 
interesados, al pie de esos documentos: de suerte que la pre- 
sunción legal ha de ser que ellos asistieron á los arqueos , pues 
suscribieron esos documentos, en los que así se consigna. ¿Es 
que eso no es cierto? Pues dando por demostrada esa inexacti- 
tud , aún falta no poco para que la prueba esté completa ; que 
es indispensable se dé al delito realidad, efectividad objetiva, 
señalando cuáles son las actas buenas , cuáles las falsas. No 
es racional que entre muchos documentos se diga: aquí hay 
uno ó más que contienen falsedades; los demás son buenos, no 
es posible saber cuáles son unos ú otros. Ni ¿sobre quién re- 
caerá la penalidad que corresponde á los autores de ese su 
puesto delito? Sobre todos indistintamente no puede ser, pues 
lo primero es se sepa quién'es y cuándo no asistieron á los ar- 
queos; pues respectivamente, los que concurriesen y dieran 
por presentes á los que no lo estaban, serían los únicos incur- 
sos en responsabilidad. '^ 

Pero aun determinados esos puntos, tampoco podría califi- 
carse de falsificación, por el motivo que nos ocupa, el que apa- 
rezcan asistiendo de hecho los que en el momento real del 
• arqueo no lo estaban. Con razón afirma el Letrado consultante 
que cuando se da falsedad por este motivo , es siempre que se 
suponga interviene en un acto una persona, stn que esa per- 
sona sepa se le atribuye esa intervención, ó sabiéndolo no 
preste su conformidad al supuesto; porque si con Su consen- 
timiento y aprobación se hace, y en prueba de ello suscribe el 
documento que así lo acredita, en ese documento no ha^ vicio. 

¿Se ha faltado á la verdad de los hechos en las actas mencio- 
nadas? Cuanto á un ejctremo, el de que se contaban las existen- 
cias todas, aun cuando cabe se piense, no aparece comproj- 
bado; pero seguramente es inexacta la afirmación de algunas 
actas que aseguran estaban completos los fondos, pues, es el 
único hecho evidente lo contrario. Mas de todas suertes, es 
-verdad, coma dice el Letrado consultante, que aún faltaría un 
elemento necesario de la delincuencia , ó sea la voluntariedad ;~ 
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pues el que por error afirma un hecho que resulta falso, care- 
ce de la intención, del propósito consciente de mentir, de ase- 
gurar, constándole lo contrario, que estaban completos los 
fondos. Y cuanto á los recuentos, no serían minuciosos; pero 
que se hacían eñ la forma de costumbre, parece evidente. 

Dando, sin. embargo, por acreditado cuanto se quiera 
respecto de la falsedad,. es indudable una cosa: que á Rosales 
no se puede exigir responsabilidad por tales actos; pues él en 
las actas ninguna intervención tenía, ni las autorizaba, ni las . 
redactaba; ni en los mismos arqueos le correspondía otra 
misión que la que le toca siempre en todo momento: ser un 
agente personalísimo del Tesorero, ejecutando operaciones 
meramente manuales. Y si él no supuso que intervenieran unos 
ú otros en' aquellas operaciones, ni faltó á la verdad en la narra- 
ción de los hechos, pues no ha dicho en documento oficial 
expedido por él en el ejercicio de sus funciones (cosa imposi- 
ble, pues no estaba facultado para ello), ni que se contasen ó 
no las existencias, ni si estaban faltas ó completas, ¿á que título 
se podría pedirle cuentas por actos de otras personas? 

Á juicio del que suscribe, aun cuando en la carpeta de la 
causa aparezca como delito, por el que se persigue á todos los 
- procesados, el de falsificación, no es dé temer se exija respon- ' 
sabilidad por él á quien, como Rosales, no ha tenido parte, ni 
pequeña ni grande, en los hechos por que se acusa. Que los 
' claveros no asistiesen á todos los arqueos, no puede imputarse 
á aquél; lo harían porque no les paneciera ó no pudiesen; que 
los que concurrían diesen en el acta por presentes á los que 
allí no estaban, ^ería culpa de los primeros, no B"e Rosales, 
quien aun cuando hubiese querido meterse en lo que no le im- 
portaba, no habría logrado nada; que se dijera se contaban 
todas las existencias y estaban completos los fondos, culpa 
sería también de todos menos del Cajero. Para que éste resul- 
tase autor de la falsificación, ya que por ejecución material y 
directa no pudo serlo, es preciso hubiese ganado la voluntad 
de los que practicaban el arqueo con dádivas, promesas ó 
amenazas, y es seguro que tii eso ha ocurrido, ni lo intentó 
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Rosales. Tampoco realizó actos de níaguna clase que fueran 
necesarios para la comisión del delito, pues sus habilidades, 
cualesquiera que fuesen, en nada influían en la forma de los 
arqueos; por muchas que hayan sido, no habrían bastado para 
encubrir la verdad, si los que los llevaban á cabo no hubiesen 
incurrido en indudable negligencia, en nuestro sentir no pena- 
ble como delito de falsificación. 



(^uai*ta cuestión. — Los actos de Rosales ¿son constituti- 
vos del delito de fraude? Esta materia descansa en dos supues- 
tos: el primero, que sea funcionario público el Cajero de la Te- 
sorería de Filipinas; el segundo, que los hechos esos- no consti- 
tuyan el delito de malversación. Una vez más rechazamos ese 
carácter de fiihicionario público; pero de aceptarlo, resultan de 
gran exactitud las apreciaciones consignadas etf la consulta. 

Según el art. 399 del Código penal de Filipinas, cualquier^ 
funcionario público que, abusando de su cargo, cometiese 
alguno de los delitos expresados en el capítulo 4.°, sección 2.*, 
título 13 del libro 2.° del Código, será castigado con la pena de 
inhabilitación, además de las que especialmente se fijan en 
tada uno de los casos allí enumerados. 

Como con razón se dice en la consulta , los hechos .ejecuta- 
dos por Rosales nada tienen que ver con los distintos casos 
de tos artículos 534 al 541 ,• salvo el del núm. 5.° del 535 y el 
del 541. ¿A cuál de ellos se refiere el actual? 

Uniendo el art. 399 con el núm. 5." del 535, resulta lo si- 
guiente: serán castigados con las penas del 534 y la de inhabi- 
litación, "los funcionarios públicos que abusando de su cargo 
se apropiasen ó distrajeren dinero , efectos ó cualquiera otra 
cosa mueble que hubieren recibido en depósito, comisión ó 
administración , ó por* otro título que produzca obligación de 
entregarla ó devolverla, ó negaren haberla recibido. Las penas 
se impondrán en el grado máximo en el caso de depósito mise- 
rable ó necesario." 

Para que exista, pues, este caso de fraude, es necesario qiie 
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se trate de un funcionario público, que éste haya recibido di- 
nero, efectos ó cualquiera otra cosa mueble en depósito, comi- 
sión ó administración, ó por otro título que produzca obligación 
de entregarla ó devolverla, y que abusando de su cargo se las 
apropie ó distraiga ó niegue haberlas recibido. 

Salta desde luego á la vista que esos requisitos son en todo 
iguales á los que integran la malversación. Lo mismo ese caso 
de fraude que la malversación, que penan los artículos 390 y 
siguientes, requieren en el agente el carácter de funcionario 
público, el que las cosas de que, se apodera ó distrae estén 
confiadas á su custodia, y que se ejecute un acto que signifi- 
que aplicación de esas cosas á fines que no sean á los que se 
destinan. 

Dos diferencias se notan únicamente entre ambos preceptos 
legales: la primera, que los referentes á la maiversación se 
refieren sólo á fondos públicos, á dinero, mientras los que 
hablan de fraude comprenden todas las cosas muebles; y=la 
segunda, que entre los delitos de malversación no hay ninguno 
que consista en que el funcionario niegue haber recibido los 
fondos del Estado, y en cambio esa negativa pudiera cons- 
tituir un fraude. 

De estas consideraciones se dedúcelo siguiente: que á tenor 
de la letra de esos artículos del Código penal , no se puede dis- 
tinguir entre ese caso de fraude y el de malversación, cuando 
la administración, ó el depósito ó la comisión, ó el título que 
sea, se refiera á dinero; pues el funcionario público que tenga 
en administración fondos del Estado, los malversa, según el 
artículo 390 , si de ellos se apodera ó los defrauda, según el nú- 
mero 5.° del 535. Por lo cual, como ambos preceptos no se han 
de aplicar á la vez, resulta, á juicio del que suscribe, que ese 
caso de fraude debe quedar para castigar la violación de depó- 
sitos ó comisiones, etc., de todos los bienes muebles, á excep- 
ción del dinero del Estado, pues la sustracción ó distracción 
de éste aparece individualmente perseguida y castigada en 
los delitos de malversación. 

Porque ¿cuándo ni en qué forma entrega el Estado sus fondos 
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á un funcionario por algún título que produzca el deber de 
devolverlos, si no es en todos aquellos casos que están compren- 
didos en la frase "que estén á cargo por razón de sus funcio- ^ 
nes"? Lo que la Hacienda pone á cargo de sus funcionarios, es 
para que lo conserven y lo devuelvan; y si lo administran mal 
ó se lo guardan, malversan, no defraudan. 

Si así no fuera, si se debe considerar ese caso de fraude, 
delito por completo diferente del de malversación, es la opinión 
del que suscribe que á Rosales no se le puede exigir responsa- 
bilidad como comprendido en el número 5.° del artículo 535 en 
relación con el 399. 

Funda su opinión en las razones anteriormente expuestas 
para demostrar que el Cajero de una Tesorería de Hacienda 
no tiene á su cargo , por razón de sus funciones , los caudales 
del Estado, que tienen perfecta aplicación si se quiere averi- 
guar si Rosales recibió en depósito, comisión, etc. , los fondos 
-que existían en las cajas de la Tesorería^ 

Ni Rosales recibió de la Hacienda esos fondos para custo- 
diarlos ni administrarlos, funciones que competen al tesorero, 
ni tiene obligación de devolverlos , pues administrativamente 
no se le pueden reclamar, y á quien se le piden es á aquel fun- 
cionario. Al apoderarse de esos fondos, no tomaba nada que se 
le hubiese entregado para su custodia , cogía aquello de cuya 
guarda y administración estaba el Tesorero únicamente encar- 
gado. \f 

Tampoco le fueron entregados esos fondos, como luego vere- 
mos, por ninguno de esos títulos por el Tesorero; pero aun 
cuando supongamos ahora se efectuó su entrega por éste, no 
basta para completar el delito de fraude, pues no se puede olvi- 
dar que el Tesorero no estaba facultado para, trasladar esa 
' tenencia á ninguna persona, fuese ó no funcionario público, y 
que, por tanto, si lo hacía, ese traslado de facultades ó deberes 
no puede surtir efectos legales, como hecho contra lo dispuesto 
en la ley, pudiendo tan sólo engendrar relaciones de orden pri- 
vado entre el Tesorero y Rosales. 
y la naturaleza del delito de fraude, su característica es que 
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se buríe la confianza del Estado por aquellos á quienes entrega 
en depósito ó administración, ó de cualquier otro moda, esos 
bienes muebles. Porque este es de los delitos en que no basta la 
relación de hecho que se establece entre el delincuente y el 
perjudicado ó sus cosas, sino que,^ además, y principalmente, 
requieren una obligación exigible, un vínculo de derecho entre 
la persona á quien se entrega la cosa y el dueño de ésta. Y esa 
relación directa, inmediata, entre la Hacienda y Rosales, no se 
estableció, ni pudo establecerse mientras desempeñase el cargo 
de Cajero. 

En resumen: que para que exista este caso de fraude es in- 
dispensable que la administración entregue en depósito, comi- 
sión, administración, etc., á un funcionario ptíblico cosas mue- 
bles; y que constando, como consta, que los fondos públicos 
ni los administran ni los tienen en depósito los Cajeros, no 
pueden éstos ser autores de fraude: aunque el Tesorero, que 
es á quien competen esos cuidados, no ya encargue á^los Ca- 
jeros desempeñen su cometido en el local donde estén los fon- " 
dos, y que manipulen con ellos al hacer y recibirlos pagos, 
n\ aun en el caso de que porque así lo-creyera conveniente en- 
tregase al Cajero las llaves del local y las de las cajas, y aun 
si se quiere, le encomendare para la mejor custodia del dinero 
que se lo llevase á su casa; pues todos esos actos del Tesorero, 
que no puede realizar legalmente, sólo producen obligaciones 
particulares. Si el Cajero se resistiera luego á la devolución 
del dinero que tuviese en su casa por encargo de su jefe, ale- 
gando derechos civiles y según las reglas del Enjuiciamiento 
civil, jamás como superior suyo y administrativamente, sería 
como podría reclamarle el dinero que le había confiado; y si 
al Derecho penal se acude, sólo como estafa ordinaria se po- 
dría perseguir. Pues si eso ocurriría cuando en efecto hubiera 
entrega,completa de los fondos, cuando ni aun se puede pen- 
sar existan esos títulos jurídicos, ni administración, ni depósi- 
to, ni nada, ¿cómo se van á violar esos vínculos de defecho? 

Mas aun obrando como funcionario público, como particu- 
lar, como se quiera, Rosales nunca puede ser considerado reo 
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de este detito que examinamos, pues para que exista es preciso 
Haya perjuicio, y, según Rosales, cuando comenzó la instruc- 
ción había reintegrado á la Caja los fondos que tomó . 

Tampoco ha incurrido el Cajero en el otro caso de fraude, el 
del art. 541. Dice éste: "El que defraudare ó perjudicare á otro 
usando de cualquier engaño que no se halle expresado en los 
artículos anteriores," etc. En este caso el defraudado, en el 
concepto legal, fué el Tesoro de Filipinas; pero los medios em- 
pleados por Rosales, sus simulaciones, no iban encaminadas á 
engañar á la Hacienda, sino á los superiores de aquél, al Te- 
sorero, único con quien tenía algo que ver Rosales. La Ha- 
cienda no habría resultado engañada si los arqueos se hubie- 
sen hecho con detención, poniendo el Tesorero mayor vigilan- 
cia en los actos del Cajero; si se hubiesen practicado diaria- 
mente arqueos parciales;, si,, en suma, los responsables direc- 
tamente para con ella, y encargados de cuidar del depósito 
que se les había confiado, no la asegurasen uno y otro día 
que las existencias estaban completas, y esto por espacio 
de más de diez años. Que Rosales engañó al Tesorero, ^es se- 
guro; pero no es posible decir que el defraudado, ó sea Üa ad- 
ministración , fué engañad^ por aquél. Esta lo fué por los cla- 
veros y el Tesorero, por nadie más. ¿Por qué medios, ni en 
qué forma iba á engañarla Rosales si oficialmente él no tenía 
relación alguna con la administración? Es decir, que, á juicio 
del que suscribe, el engaño no puede ser indirecto, escalona- 
do, sino inmediato entre et que defrauda y quien sufra el per- 
juicio, y, por consecuencia, que tampoco sería de aplicar el 
mencionado art. 541. 

De suerte que, aun supuesto fuese Rosales funcionario pú - 
blico, no puede considerársele autor del delito de fraude , ni 
por ejecución directa, pues no engañó al defraudado, ni por 
inducción; pues si el Tesorero engañó á la administracióa7 sor - 
prendido él á su vez por actos dfel Cajero, no es esa la induc - 
ción directa que da concepto de autor, y además pudo aquél 
evitar su error popiendo mayor diligencia; y tampoco realizó 
Rosales a:ctos sin los cuales no se hubiese cometido el delito, 
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pues esos actos han de ser de cooperación, que faciliten la ej^ 
cución, y aquí se trata de determifiaf la calificación de los 
actos de ejecución realizados por Rosales, que no cooperaron 
á la defraudación, al apoderamiento de los fondos, que ^on 
integrantes de éste. 



Quinta cuesilán. — Los hechos ejecutados por Rosales 
¿constituyen un delito de robo, de hurto ó de estafa? 

Estos son ya los delitos generales, aquellos que no requieren 
sea el delincuente funcionario público, y en los que, como 
antes se indicó, pueden estar comprendidas personas que des- 
empeñen funciones públicas, como ocurre si un Alcalde pene- 
tra en una dependencia del Estado donde se guarden valores, 
y se los apropia. 

Lo mismo en el robo que en el hurto, el propósito que guía 
al delincuente es siempre el de apropiarse cosas ajenas, contra 
la voluntad del dueño y con ánimo de lucrarse con ellas; dife- ' 
rendándose ambos en que el robo existe cuando para lograr 
esa apropiación se emplea violencia ó intimidación en las per- 
sonas ó fuerza en las cosas, en tanto que el hurto se efectúa 
sin estas condiciones por medios encubiertos, como dice la 
sentencia del Tribunal Supremo de 16 de Marzo de 1876, clan- 
destinamente, ó lo que es igual, burlando la vigilancia del 
dueño. La estafa, en cambio, se caracteriza por dos elementos 
esenciales: uno, que se ocasione un perjuicio á alguien; otro, 
que á ese perjuicio se llegue por medio de simulaciones y en- 
gañosr 

Los actos de Rosales no pueden calificarse ni de robo ni de 
hurto^j^i^^ue no se acompañan de todos los requisitos que los 
int/^ran , pues carecen de la causa fundamental que es preciso 
mueva á obrar á ios autores de esos delitos, la intención del 
lucro. 

Rosales, según su confesión, no buscaba lucros personales, 
aumentos de fortuna, dinero que dedicar á unos ú otros gastos, 
cuando se apoderaba de los fondos de la Tesorería; su propó- 



sitó fué obtener ganancias en las operaciones á que dedicaba 
aquéllos, con las cuales reponer los ochenta mil pesos que notó 
faltaban en la Caja; y por eso se explica su dicho de que rein- 
tegró, antes de q'ue el desfalco se descubriese, los ciento cin^ 
cuenta mil á que calcula ascienden las cantidades que utilizó. 
Podría decirse que de esa suerte obtenía algún beneficio; pues 
si lograba que la falta desapareciese, se ahorraba pudieran en ^ 
algún modo pedirle cuentas de aquella cantidad cuando se 
descubriese; pero sobre que nada arriesgaba Rosales con ese. 
descubrimiento, pues no era posible se acreditase le era impu- 
table, no es esa la manera de lucrarse á que se refiere la ley 
cuando pena los delitos que examinamos. La idea de lucro lleva 
siempre aparejada la de que la persona busque algún beneficio 
positivo, ó bien adquiriendo lo que no tiene, ó librándose de: 
obligaciones á que se, ha de responder, ó de análoga manera; 
y así se lucra quien toma una cantidad de dinero para gastarla 
ó guardarla, no para devolverla, ó quien se apodera del docu- 
mento que acredite es deudor de otra persona para inutilizarlo, 
y así sucesivamente ; pero jamás puede decirse hubo intención 
dé lucro en quien- asegura, como Rosales, no utilizaba los fon- 
dos de la Caja para atenciones suyas, sino sólo para los fines 
indicados, que en nada se referían: á él personalmente. 

Esa "afirmación, por otra parte, que, como luego diremos, ha 
de ser creída, no puede contradecirse de manera alguna. En. 
buena doctrina no es posible oponer razones que la desvirtúen; 
porque no constando si, en efecto, al encargarse de su cargo- 
Rosales faltaban ó no de la Caja los qchenta mil pesos, hay que 
j partir de ese supuesto, y nada tiene de absurdo, entonces, la 
conducta de aquél, ni de imposible que, en efecto, su intención 
no fuera buscar lucros personales. ¿Ni dónde están esos lucros, 
si los cálculos consignados en la consulta acerca de las gaaan- 
eáas obtenidas por Rosales en los diez años que fué Cajero son 
exactos, si su fortuna al descubrirse el desfalco ascendía á unos 
doscientos mil pesos, y no consta fuese hombre derrochador^ 
vicioso ni de grandes gastos? 
Habría de pensarse que durante el. tiempo mencionada dlq 
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ganó ni un solo céntimo, ó únicamente lo más indispensable 
para sus atenciones, y aun así no podría sospecharse sustrajo 
los fondos con propósito de lucro; y eso que entonces sería 
dato, en la apariencia concluyente, el de que contara con bie- 
nes valuados en doscientos mil pesos. Porque aun suponiendo 
los hubiese adquirido con fondos de la Caja, siempre quedaría 
en pie su afirmación de que se dedicó á numerosas operaciones, 
entre ellas la de adquirir y revender fincas cuando en el nego- 
cio encontraba alguna ventaja, y siempre para reponer 1.a falta 
primitiva; y si á ese dicho no se concediera entero valor, resul- 
taría á lo más que, después de utilizar los fondos sin intención 
de lucro, se despertó en él el deseo de lucrarse con las ganancias 
que aún le restasen, ó con el mismo dinero, si se quiere, de la 
Hacienda, si no reintegró cuanto tomara; y cualquiera que 
fuese la idea de lucro, habría de reconocerse no era ni anterior 
ni simultánea, sino posterior á la comisión del delito, á la sus- 
tracgión de los fondos, y, por tanto, sin las condiciones para 
quei reunida á aquél, se aprecie como su base; pues ajuicio del 
quei suscribe, los elementos del delito han de darse enteros en 
el momento de su ejecución, no vale vengan con posterioridad. 

De manera, que la cuestión queda reducida á si la afirmación 
de Rosales de que su propósito no fué lucrarse, sino llenar el 
hueco de la Caja, vale, ó no; porque si es á lo único que hemos 
de preguntar en este proceso para conocer su intención, si 
nada hay que acredite lo contrario, aun cuando hechos poste- 
riores modificasen aquel propósito (cosa que, después de todo, 
nada hubiese tenido de extraño, al contemplar la impunidad en 
que se le dejó durante diez años, pero que repetimos no es ad- 
misible), queda por sólo su dicho alejada la intención de lucro. 
Que no es admisible cuando el apoderamiento de la cosa no se 
hace con intención de que sea definitivo ni aun temporal; pues, 
como se dijo hablando d^ la malversación, no hubo por parte 
- de Rosales sustracción, sino aplicación de los fondos públicos 
á fines que no eran á los que estaban destinados. 

Por lo cual, como decíamos, los hechos ejecutados por Rosa- 
les no pueden calificarse ni de robo, ni de hurto. 
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El robo requiere además, que el apoderamiento ie efectué 
empleando violencia ó intimidación en las personas ó fuerza 
en las cosas. 

La consulta se fija con razón en dos únicos puntos de los que 
en el sumario resultan: que varios candados de las cajas de 
reserva aparecen con señales claras de haber sido forzados y 
compuestos, y que Rosales usó llaves falsas para abrir aigunas 
de aquéllas. Cuanto al primero, el Letrado consultante argu- 
menta, con. acierto, que teniendo Rosales llaves falsas para 
abrir las cajas, no había para qué entretenerse en forzar los 
candados; y si los forzaba, era inútil el largo y paciente tra- 
bajo que empleó para irse haciendo de las llaves. Ó una cosa, 
ú otra. Pues tenía llaves, no hay que pensar forzase candados. 
Pero alguien los violentó; ¿quién?: el proceso, al sujetar á res- 
ponsabilidad á otras personas, indica quiénes deben responder 
de ese hecho. De las llaves falsas no hay para qué hablar, pues 
está claro el precepto legal; su uso caracteriza un delito de 
robo cuando se emplean para entrar en el lugar donde se co- 
meta el delito; que para abrir muebles,* cajas, etc., pueden uti- 
lizarse. Cuanto á éstos, la violencia, su fractura es lo único que 
da al hecho categoría de robo. De juanera que aun suponiendo 
en Rosales previo propósito de lucro, no podía existir ese de- 
lito, por carecer de esa condición en la manera como se llevó á 
cabo la sustracción. 

Tampoco existe el hurto, aun cuando se arranque de ese su- 
puesto. Caracterízase, ante todo, por la carencia de toda rela- 
ción entre la voluntad del perjudicado y el hecho constitutivo 
del delito; ó lo que es lo mismo, que para su existencia es indis- 
pensable que aquel á quien perjudica el hecho no coopere ni 
directa ni indirectamente á él; porque en cuanto de alguna 
manera el perjudicado facilita la comisión del delito, es claro 
que sin conocimiento de él, pero inducido por cualquier artifi- 
cio ó fraude que el autor emplee, aparece entonces el engafio, 
y en seguida la estafa. Así, el que da á otro una cosa fiando en 
cualidades que el segundo supone y no existen, coopera facili- 
tando la realización del hecho mediante la entrega; y en tal 
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caso no puede decirse que el delincuente tomó las cosas, pues 
que le fueron entregadas; el que es defraudado por un trafi- 
cante que usa pesas faltas, recibe menos de lo que debiera, por 
creer que le da lo debido; y- así sucesivamente en todos los ca- 
sos de estafa taxativamente enumerados en la ley. 

Los cuales no se califican de hurto, no por caprich) del le- 
gislador, sino por la misma naturaleza de los hechos; que se- 
gún lo que acabamos de indicar; han de dar por resultado un 
apoderamientp simple de la cosa, sin elemento alguno que 
lo complique; como dice la ley, tomando los objetos cohtrá la 
voluntad del dueño, clandestinamente; pues si además concu- 
rren simulaciones, artificios, como origen de engaño, el apo- 
dcramiento ofrece los caracteres de la estafa. 
- Rosales sustrajo los fondos de la Tesorería en serie indefi- 
nida de momentos, que no se pueden determinar, y no concre- 
tándose á tomarlos, sino que empleó suma habilidad para 
lograr que el Tesorero no descubriese la falta, y por tanto . 
continuara otorgándole su confianza; en^o cual aparece el en- 
gaño, causa primera de que le fuese permitido manipular con 
los fondos, anotar entregas menores de las que se hacían, te- 
ner en su poder las llaves de las cajas de reserva, y fabricarlas 
falsas y cuanto practicó durante el tiempo que duraron sus 
operaciones. Y tal engaño suficiente para ser causa del delito, 
pues acredita que por abrigar plena confianza el Tesorero en 
Rosales, éste manejaba los fondos públicos por voluntad de 
aquél; y, por tanto, no se puede pensar tomaba los fondos que 
se encontraban en la Caja, coñtta la voluntad de su dueño. 
Ampliaremos esto. 

La frase "contra la voluntad de su dueño," incluida en la 
definición de los delitos de robo y hurto, no significa que el 
dueño consienta en ser desposeído de la cosa, sino que es cir- 
cunstancia puesta para diferenciar esos delitos de la estafa, en 
la cual tampoco consiente el perjudicado en que se le ocasione 
eí^erjuicio; no tiene otro alcance que el ya indicado, que en 
los hechos que integran el delito no intervenga para nada quien 
sufre sus efectos. Y al hablar de la voluntad del- dueño, ha de 
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entenderse también lo más frecuente, que las cosas estén en su 
poder; porque si en el de otra persona se encuentran por cual- 
quier título, la voluntad de ésta es la que ha de influir. Así, por 
ejemplo, no basta que el dueño de una cosa depositada judi- 
cialmente consienta en que un tercero la robe ó hurte de poder 
del. depositario, para eximir de responsabilidad A quien lo haga: 
.con su consentimiento habrá delito; y en cambio no lo'hay por 
parte de quien se apodere de ella, si en ese apoderamiento.con- 
siente el depositario, si éste se la entrega, ó si de algún modo 
le permite la lleve. De donde se dfeduce que, en el casa pre- 
sente, no es á la voluntad de la Hacienda, dueña de los fondos 
sustraídos, á la que se ha de atender, sino á la del Tesorero, al 
cual entregó aquélla la Caja bajo su única y personal responsa- 
bilidad. 

Tan es así, que quien directamente resultaba perjudicado 
con la sustracción, no era la Hacienda, sino el Tesorero; pues 
e9 quien ha de reintegrar, si cuenta con medios, cuantos per- 
juicios se le irroguen á aquélla. 

Y pues la voluntad del Tesorero es la que se ha de estudiar, 
y no, es preciso que esa llegara á regalar á Rosales el dinero, 
sino que basta con que de algún modo colocara á éste en con- 
diciones de efectuar la- sustracción, ;no resulta evidente no 
hubo hurto allí donde aparecen hechos sumamente complica- 
dos, pero descansando todos en el engaño del Tesore^ for- 
mando el cuerpo total del delito? 

Súmese á esto que Rosales no quitaba nada al Tesorero que 
fuera de'su propiedad, que lo^ue hizo fué distraer de la Caja 
los fondos que al Tesorero habían sido confiados; por lo cual 
Rosales causaba á su jefe el perjuicio de que respondiera de los. 
fondos que él aplicaba á usos indebidos: y que á ese fin llegaba 
por infinitas simulaciones que determinaban el engaño del Te- 
sorero. 

¿Ni dónde está tampoco la clandesiinidad característica^del 
hurto, que consiste en burlar la vigilancia del dueño, si cabal- 
mente el primer deber de Rosales, como el de los demás em- 
pleados de la Caja, mientras permanecían en la oficina, era el 
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de cuidar de que nadie tocase los fondos del Tesoro, y eso por 
encargo tácito ó expreso del Tesorero? ^ 

En suma; que ese constante sacar fondos de las c^jas, de- 
unos y otros, ha sido posible solamente porque el^esorero 
depositó tan gran confianza en Rosales, que le bastaba que le 
asegurase no ocurría novedad, para creer no faltaba ni un solo 
céntimo; pues si una sola vez examina el estado de la Caja, por 
muy torpe que fuera, habría de notar Iq^ huecos que iban que- 
dando; y quienes burlan la confianza que, en. ellos depositan 
otros, no pueden cometer otros delitos que los de estafa, por- 
que, como luego veremos, el abuso de confianza es condición 
integrante de aquélla. 

Faltan, pues, los elementos d^el hurto, y en cambio concurren 
otros que son. la base de la estafa. 

Mas no se crea que esa estafa es la prevista en el núm. 5° 
del art. 535, como á primera vista se antoja, pues el Tesorero 
no entregaba á Rosales los fondos de la Tesorería, ni en depó- 
sito, ni en comisión, ni administración, ni por título alguno 
que produjese obligación de entregarlos ó devolverlos. El ^^ 
segundo, según ya se dijo en otra ocasión, no recibió de nadie 
los fondos, pues lo único que diariamente le entregaba el Te- 
sorero y diariamente le devolvía era la llave de la Caja gene- 
ral. Todas las demás permanecían en poder de los claveros, 
hasta el punto de que Rosales tuvo que fabricar llaves falsas. 
La que le facilitaba abrir la Caja, y ésta misma, estaban á dis- 
posición de aquél durante las horas de oficina; pero ¿á título 
de depósito, administración ó cualquier otro? Ño, porque la 
voluntad del Tesorero no era confiar los fondos á Rosales, sino 
que éste practicase las operaciones que le estaban confiadas, 
de recibir y hacer pagos, sin necesidad de que para cada uno 
de ellos fuese al despacho del Tesorero, situado en otro local, 
á recoger y devolver la llave, ó de que el mismo Tesorero Qiese 
quien presenciara los ingresos y salidas de fondos de la Caja. 
Pero ésta permanecía de hecho en poder del Tesorero, como 
lo están siempre las cosas en poder de quien legalmente las 
tiene, cuando están colocadas en sitio conveniente, á disposi- 
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ción de quien sea, sin que ni por un momento se muestre inten- 
ción de traspasar esa tenencia á tercero. Es decir, que lo que 
el Tesorero hacía era dejar abierta la Caja de valores mientras 
los empleados estaban en la oficina, y aun conservar no peque- 
ñas cantidades fuera de aquélla, amontonados los sacos; pero 
no entregaba ni á Rosales ni á nadie ni el todo ni parte de los 
fondos; y si se dice lo contrario, porque se piense que había 
entrega de aquéllos á Rosales, sólo por el hecho de que éste se 
encontraba en la oficina con la Caja abierta y por el suelo los 
sacos de dinero, es preciso convenif en que también entregaba 
el Tesorero esos fondos á los restantes empleados y á los mozos 
que haya al servicio de la oficina; y si el Tesorero á éstos no, 
pues no les daba las llaves, á lo menos sería indudable que Ro- 
sales se los entregaba á su vez, pues ocasiones habría de sobra 
en las que saliese del local, mientras los demás permanecían 
allí con los valores á su alcance. No es, no puede ser ese el 
cbneepto de la tenencia, de la entrega de que habla el caso 5.° 
del art. 535; no resulta tampoco ningún hecho que dé lugar á 
sospechar pudo entregar el Tesorero á Rosales parte de los . 
fondos durante algunas horas cada día. Una persona que re- 
cibe en su casa á otra, si la deja sola algún momento en una 
habitación, no la entrega los muebles que allí existen para que 
los guarde y los devuelva ; el Estado no entrega á sus emplea- 
dos, por título que lieve aparejada la devolución, los muebles 
que coloca en los locales donde prestan sus servicios. Nada 
induce, por otra parte, á creer que las funciones de Rosales, 
como agente privado del Tesorero, como prorrogación de éste, 
que de aquél se servía para aquellas operaciones mecánicas y 
pesadas de recibir y pagar, llegaran también á la custodia de 
los fondos que aquél no le entregaba. Es decir, que las exis- 
tencias de la Caja estaban constantemente á cargo del-Teso- 
rero, y todo comprueba que siempre las conservó en su poder. 
Que no emplease la debida diligencia, que diariamente no re- 
contase los fondos y cuanto se quiera pensar, n^da tiene que 
ver con lo actual. En resumen: lo que ocurría, estuviese el 
Tesorero en otro despacho ó en el mismo de la Caja, es que 



continuaban los fondos confiados á su custodia, á su disposi- 
ción, que permanecían en la Caja. Rosales sacaba lo necesa- 
rio para hacer los pagos, y depositaba allí lo qué se ingresaba; 
si se apoderaba de los fondos que en "aquélla había, no tomaba 
nada que el Tesorero le hubiese entregado; abusaba de la con- 
fianza de éste, quien dejaba abierta la Caja, creyendo que ni 
Rosales tomaría nada, ni mientras él estuviese presente con- 
sentiría que por unos ú otros medios otros lo tomasen. Y 
cuenta con que, para que alguien esté obligado á devolver, es 
preciso haya recibido. Rosales no se quedaba con nada que 
estuviese ya en su poder; cogía, tomaba lo que estaba en la 
Tesorería, dentro y fuera de la Caja. Por eso puede decirse, 
con razón, que sustraía, que tomaba, que se apoderaba; y si 
lo hubiese tenido en su mano, ninguno de esos términos serían 
propios. 

Pero supongamos que, en efecto, diariamente le entregaba 
el.Tesorero, no los valores todos, parte de ellos, pues los fon- 
dos de reserva jamás se los entregó. Entonces resultaría que 
habría que distinguir entre unos y otros actos de Rosales; á un 
lado habría que colocar la sustracción de los fondos de re- 
serva, cambiándolos por calderilla; á otro el apoderamiento de 
los fondos corrientes. Cuanto á los primeros, nadie puede decir '' 
se entregaron al Cajero; siempre permanecieron cerradas aque- 
llas cajas, y las llaves en poder de los claveros; respecto de 
los segundos, si suponemos seje entregaron de alguna manera, 
pod_ría entenderse existió la estafa del núm. 5.° del art. 535. 
Mas ¿cómo separar unos y otros actos del mismo agente, rom- 
piendo así la unidad de fin ante la variedad de los procedi- 
mientos empleados? ¿Ni quisén sabe lo que de esa suerte tomó 
Rosales de los fondos corrientes, ni siquiera si tomó algo? 
Porque afirmando aquél que los huecos de los fondos corrientes, 
de los contenidos en la Caja general, los salvaba poniendo fon- 
dos locales, y hasta tomando los de reserva para ponerlos en 
la caja cuy^ llave le entregaba el Tesorero, hay absoluta 
imposibilidad material de averiguar qué fondos destinaba á 
atenciones del tesoro, y cuáles á sus negociciones. Los co- 



rrientes fueron los utilizados en primer término; pero asegura 
-Rosales haberlos reintegrado: cuando otras personas co- 
menzaron á colaborar' en el desfalco fué cuando tuvo que acu- 
dir á las cajas de reserva, mas destinando ese dinero á relle- 
nar los huecos ác la caja corriente, y por consiguiente, á 
atenciones del Tesoro. Bs decir, que en último extremo lo que 
tomó Rosales no fué lo que se le había entregado á título 
de depósito ó administración, etc., sino el dinero encerrado en 
cajas que no se le entregaron, cuyas llaves permanecieron 
constantemente en poder de otras personas; y eso, no para fines 
lucrativos, para que la caja cediente no careciese de lo nece- 
sario para las operaciones, dada la rapacidad de los demás 
culpables. 

Y aun -cuando hubiese tomado el todo ó parte de lo que dice 
utilizó de los fondos contenidos en la Caja, cuya llave se le en- . 
tregaba diariamente por el Tesorero, tampoco habría lugar A . 
aplicar el caso 5.° del art. 535; porque si, como luego veremos, 
hay otros preceptos penales á los cuales se adapta, como anillo 
al dedo, el hecho ejecutado por Rosales, ó mejor aún, la serie 
de actos que llevó á cabo durante más de diez años, no es pre- 
ciso escarbar en un artículo determinado hasta formar hueco 
en el que encaje el hecho procesal. 

Ajuicio del que suscribe, el mencio^nado núm. 5.° del art. 535 
castiga esa apropiación de las cosas depositadas, porque así se 
burla la confianza base de la entrega; por eso se considera en- 
gaño, porque se equivocó el que dio la cosa creyendo en la hon- 
radez de quien la recibía. Pero la índole especial de esos actos, 
el depósito, la comisión, etc., consiste en que la cosa perma- 
nece sin interrupción en poder del q.ue la tomó con deber de 
devolverla, y en tanto quien la dio persiste en la confianza que 
abrigaba; mas en cuanto por cualquier razón se debilita ó des- 
aparece, viene en seguida la reclamación y la devolución con- 
siguiente. Mas no era esa la confianza del Tesorero en Rosales, 
pues no dejaba en su poder constantemente y sin interrupción 
los fondos, sino que diariamente le recogía las llaves de la Caja 
.general. Si la sustracción se refiriese á un solo día, aún podría 
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decirse se había llevado á cabo por'Rosales mientras estaba la 
Caja confiada á su custodia (aun cuando esto no sea cierto), pqr- 
ofue se habría concretado á tomar lo que se le dio para que lo 
devolviera; pero ejecutado el apoderamiento, no de ese modo 
simple, sino en numerosas ocasiones, por diversos medios, ne- • 
cesiiando infinitos artificios, no es posible se piense hubo una 
estafa de la clas^ que estudiamos, cuando son tan varios los 
caracteres del hecho, tan diversos los procedimientos em- 
pleados. 

Tampoco valga decir habrá cometido varios delitos Rosales; 
sus actos, en los que hay identidad perfecta de objeto y sujeto, 
y relación perfectamente encadenada entre unos y otros, hasta 
el punto de que desde el momento en que se resuelve á obrar 
cuanto hace va encaminado á un único hecho, han deser toma- 
- dos en totalidad, en su único alcance, sea éste el que sea. 
Y aquí también se debe repetir algo indicado antes; aun su- 
poniendo comprendidos los hechos de Rosales en el caso 5.° del 
artículo 535, falta algo tan esencial como el hecho de la apro- 
piación y el perjuicio, pues ni se apropió los valores que ase- 
gura tomó, ni ha ocasionado perjuicio alguno, por haber rein- 
tegrado con anterioridad al proceso lo que á la Hacienda debía. 
Lo que hubo, hora es ya de decirlo, fué una estafa de Rosa- 
les, de la que fué víctima el Tesorero en primer término, luego 
la Administración; y esa estafa, la prevista y penada en el 
artículo 541: "El que defraudare ó perjudicare á otro usando de 
cualquier engaña, etc." Aquí es donde encajan perfectamente 
esos actos. Rosales, en quien el Tesorero había puesto su, con- 
fianza, burla ésta, le engaña, le mantiene en la creencia de que 
en la Caja no falta un solo céntimo, y mientras tanto toma lo 
que le parece y 'da lugar también á que otros lo tomen; con 
todo lo cual resulta perjudicado el Tesorero, que, siendo res- 
ponsable de aquellos fondos, ha de reintegrarlos á la Adminis- 
tración. No defraudó al Tesorero, porque no eran suyos los 
fondos; mas le perjudicó en la forma ya dicha; en último extre- 
mo la Hacienda es la defraudada; si bien por haber reintegrado 
Rosales los fondos que tomó , y si no se acepta su afirmación, 
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por contar con bienes bastantes para responder de los ciento 
cincuenta mil pesos, en definitiva viene á resultar no hubo per- 
juicio para la Hacienda ni para el Tesorero. Mas como la devo- 
lución de los efectos del delito no acaba con éste ni limpia de 
culpa á su autor, D.'Maximiano Rosales habrá de responder de 
sus actos con la penalidad que elart. 541 determina, é indemni- 
zando el daño, si no se estima reintegró con anterioridad lo que 
sustrajo. 



Sexta eaestiónt — ¿Cómo debe estimarse el abuso de con- 
fianza? 

Porque este es extremo cuya existencia ni aun admite dudas. 
Que el Tesorero confió en Rosales más de lo debido, es seguro, 
pues le entregaba las llaves de la oficina y la de la Caja, no 
inspeccionaba ninguno de sus actos, y, en suma, mostró con 
fianza tan exagerada, que durante más de diez años han estado 
faltando cantidades de importancia. 

Mas que la confianza fuese tan desapoderada, tan increíble 
en persona que, como el Tesorero, sabía estaban-á Su cargo y 
bajo su responsabilidad cantidades crecidísimas , no puede ser 
motivo que agrave ni modifique en nada la culpa en que Rosa- 
les haya podido incurrir. Otra cosa sería exigirla éste respon- 
diese de los actos de su jefe, que significan tal negligencia, 
punible ó no, que , como muy bien señala el consultante, sin 
ese abandono no se habrían realizado las sustracciones. La 
única confianza que á lo más debió depositar el Tesoro, fué la 
de entregarle las cantidades necesarias para el movimiento de 
la Caja, y durante las horas de oficina; porque luego, al reco- 
ger las llaves de ésta y de aquell|i._debió siempre cerciorarse de 
lo que existía. La omisión de esas rudimentarias precauciones, 
actos son del Tesorero, no de Rosales, y no pueden alcanzar 
en el terreno penal á éste. Basta con que se confiasen al Cajero 
las operaciones que aquél le encomendaba, para que resulte 
ai:reditado depositaba en él su confianza; y aí sustraer fondos, 
es claro que de ella abusaba. 
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Pero sin esa confianza, si el Tesorero no hubiese encar- 
gado á Rosales las operaciones de que le encargó, ¿habría 
sido posible que aquél tomara fondos, ni que le hubiese enga- 
llado? No. La base del engaño del Tesorero es que creía á Ro- 
sales incapaz de lo que ejecutó: sin esa creencia, si, al con- 
trario, pensara en la posibilidad de ese engaño, no habría 
sido posible éste; como tampoco si una sola vez el Tesorero 
llega á contar. las existencias de la Caja. Por virtud de esa 
excesiva confianza fueron posibles los manejos de Rosales, 
sus simulaciones; por el abandono de los claveros, pudo estar, 
Dios sabe cuánto tiempo, la plata de las cajas de reserva 
convertida en calderilla; por culpa de unos y otros llegó un 
desfalco, al principio relativamente corto, á las proporciones 
que ofrece; y todo eso, que acredita nada hubiese hecho Rosa- 
les sin esos abandonos, que no son confianzas, por imposibili- 
dad material, es circunstancia, condición integrante de la 
estafa á que se refiere el art. 541, pues sin esa confianza, ni 
Gabía se engañase el Tesorero , ni que resultara perjudicado. 
Así lo reconocen distintas sentencias del Supremo Tribunal, 
entre otras la de 25 de Octubre de 1889, diciendo no cabe 
apreciar en un delito de estafa el abuso de confianza cuando 
es éste su elemento característico. Mas si esa calificación fuese 
equivocada, y suponemos que es un hurto lo efectuado por 
Rosales, es claro que entonces habrá de estimarse el abuso de 
confianza como comprendo en el mím. 2.° del art. 520, pues 
es seguro que en ella encontrb Rosales mayores facilidades 
para la ejecución del delito. 

Como agravante de los delitos de malversación no puede esti- 
marse,, pues ya va incluido ese elemento en aquéllos al estable- 
cerse su diferente naturaleza y penalidad. 



móptima cuestión. La circunstancia de ser indígena Ro- 
sales rdebe tomarse como atenuante? 

Dice el art. 11 'del Código penal: "La circunstancia de ser el 
reo indígena la tendrán en cuenta los Tribunales para atenuar 
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ó agravar las penas, según el grado de intención respectivo, la 
naturaleza del hecho y las condiciones de la persona ofendida, 
quedando al prudente arbitrio de aquéllos." El grado de inten- 
ción en Rosales se muestra tan pequeño, que^ según él, no fué 
la suya perjudicar á nadie; antes, según manifiesta, sus actos 
eran debidos al deseo de remediar el desfalco de ochenta mil 
pesos que encontró. Un europeo, como un indio, debían cono- 
.cer lo ilícito de aquellas operaciones; pero Rosales, aun com- 
prendiéndolo, no las atribuía gravedad, porque creía le bas- 
taba lo lícito del propó-sito y su personal convencimiento de no 
buscar lucros propios. La naturaleza de los hechos no ofrece 
de otra parte exagerada gravedad, á lo menos cuanto á Rosa- 
les; que las facilidades que encontraba, el abandono en que 
veía la Caja por parte de los inmediatamente responsables de 
ella, era más que suficiente razón para que tomase como cosa 
de poca monta lo que hacía. Si los encargados de aquellos fon- 
dos no cuidaban de ellos, ¿qué cuidado iba á tener Rosales, que 
hasta pudo creer en la más completa impunidad, viendo pasa- 
ban años sin que nadie le recordase sus deberes? Al hablar de 
la naturaleza del hecho, el art. U del Código penal segura- 
mente quiso reservar la agravación para cuando se tratara de 
alguno cuya gravedad se aumente por razón de ser indígena el 
^culpable, pero no en aquellos delitos, si la frase es permitida, 
totalmente europeos, cuya importancia el indio aún nó ha po- 
dido comprender. Si en el Continente es opinión muy generali- 
zada, hasta entre personas que viven en esferas superiores, la 
de que actos censurables cuando se ejecutan contra individuos, 
por ejemplo, engañar á una persona, es lícito, ó á lo menos ra- 
zonable, cuando se trata del Estado ¿qué extraño que Rosales, 
incapaz de burlar á nadie que le confiase su dinero, no creyese 
grave, en la esfera moral, el defraudar al Estado? Y si se re- 
cuerda, con la consulta, que á aquél se le puso donde había 
grandes cantidades de dinero, y en condiciones de hecho de 
absoluta libertad para disponer de él, ¿no^es excusable lo 
hiciera? ¿No sería más grave ese acto en un europeo; con plena 
conciencia de sus deberes? Pues las condiciones de la persona 
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ofendida nada tienen que ver en este caso; esa frase, sin duda, 
quiso precaver delitos contra individuos que se'cncuentren en 
situación de que se les preste una especial consideración social; 
por ejemplo: un sacerdote, un magistrado; mas cuando, como 
ahora ocurre, el delito no ofende, sino que perjudica, jio se 
puede tomar en cuenta esa circunstancia. Ofenden los delitos 
contra el honor, contra las personas, los atentados á la autori- 
dad; pero no constituyen ofensa ninguno de los delitos con- 
tra la propiedad. Xo es, por tanto, para tomada como agra- 
vante, y sí como motivo de atenuación, la circunstancia de 
ser Rosales indígena. 



Ochava riieí«lióii. — La confesión del reo, cuando sea la 
única prueba que contra él se dé, ;puede tomarse parcialmente 
en lo que le perjudique y omitiendo lo que le favorezca, ó debe 
apreciarse en su totalidad? 

Esta es materia de suma trascendencia. Ya se ha dicho con 
anterioridad, que en el proceso que nos ocupa hay dos solos 
datos: la certeza del desfalco y la confesión deRosaies, á lo 
menos en lo que á éste se refiere. Que el primero sin el segundo 
ninguna responsabilidad acreditaría contra el Cajero, e's indu- 
dable; si éste no reconoce su participación en aquél, es difícil 
hubiese nadie que se atreviera á declararle autor por la única 
presunción de que tenía alguna relación con los fondos y que 
éstos no estaban completos. Si él calla, si se decide por eí sis- 
tema mu}^ común de negarlo tei'do, ó á lo menos lo que le pcr- 
judi'case, ¿quién hallaría dentro de su conciencia demostracio- 
nes qué carecerían de toda base, y contra su rotunda afirma- 
ción certidumbres bastantes para condenar? Mientras negaba 
Rosales, habría lugar á pensar mal de él, de los empleados, de 
los jefes, de todo el mundo ; pero de igual suerte que en la vida 
social se abrigan hasta seguridades de la existencia de verda- 
deros delitos que quedan impunes por falta de medios para 
comprobarlos. Por eso la única prueba que resulta en su con- 
tra es su propia confesión. Nadie le ha visto tomar esas canti- 
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dades; y si alguien lo vio, lo calla; se ignora cuándo, por qué 
medios, todo absolutamente; si se quiere saber algo, no hay 
más remedio que concederle entero crédito. 

Tan entero, que su declaración ha de ser creída por completo 
en lo que le sea contrario, y en. lo que pueda favorecerle; ya 
cuando dice que él sustrajo determinadas cantidades, como 
siempre que afirma cuál era su propósito, ó la cuantía de su 
participación en el desfalco, ó respecto de cualquier otro 
extremo. Así lo ha declarado repetidas veces nuestro Supremo 
Tribunal, entre otras sentencias en la de 8 de Mayo de 1875, 
ya citada en la consulta; y así resulta también de otras muchas 
q!ie indirectamente confirman nuestra teoría. La sentencia 
de 4 de Febrero de 188S, entre otras-dice: "que la existencia de 
un desfalco poi; si solo , sin que se acredite que el culpable sus- 
traiga, distraiga, aplique á usos propios (^ajenos los caudales 
puestos á su cargo, no es hecho constitutivo de delito;" ó lo 
que es igual, que si .Rosales no hubiera confesado, no habría 
para él responsabilidad; que en cuanto á él no hay más dato 
que su confesión, la cual debe ser aceptada por entero, según 
las sentencias primeramente citadas previenen. 



^'ovena ciiesüónt — Dados los hechos de que se viene par- 
tiendo, ¿concurre alguna circunstancia de atenuación ó agrá - 
vación? 

Cuanto á éstas, un ligero examen de ellas revela no es nin- 
guna aplicable. Dos únicamente podrían invocarse: el abuso 
de confianza y el fraude; pero ambas son las bases de la califi- 
cación que hicimos. 

Con las atenuantes es otra cosa la que ocurre. Hay dos tam- 
bién: la 3.^ y. la 7.^ del art. 9.°, de las cuales cualquiera encaja 
en este caso. Rosales, asustado al encontrar la falta de los 
ochenta mil pesos de que sabía no era responsable, y compren- 
diendo no le eximía de que se pudieran dirigir cargos, más ó 
menos fundados, contra él la alegación de que no se contaron 
las existencias de la Caja cuando entró en funciones, y, por 
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lo tanto, no se averiguó entonces existiera ese desfalco, empezó 
á tomar fondos cuáVido los iba necesitando, mas con la intenr 
ción de cubrir el déficit y de evitar al Tesoro el perjuicio. Los 
acontecimientos fueron luego por donde él np quiso, y por 
remediar una falta de ochenta mil, ha dado lugar, más ó menos 
inmediatamente, al desfalco grandísimo que nos ocupa. Pues, ó 
se reconoce no tuvo intención de ocasionar ese daiio, no ya de 
tanta gravedad, de ninguna, ó habrá que convenir en que, si no 
todos, muchos que en igual ocasión se viesen obrarían de modo 
parecido, bajo el impulso de la obcecación producida por el 
temor de verse obligados al reintegro de cantidades que no 
sustrajeron, de la pérdida dtl destino, tal vez del crédito y cíe 
la honra. Que no son tínicos motivos, bastantes á producir arre- 
bato y obcecación, á oscurecer el ánimo y poner ante la vista 
prismas que alteren la noción de las cosas, aquellos movimien- 
tos pasionales que se traducen en manifestaciones de ira, indig- 
nación ú otro cualquiera: también el temor de un mal que nos 
amenace arrebata y obceca, y mal no pequeño era para Rosa- 
les la amenaza que veía ante sí desque se le pidiesen cuentas 
de lo que sabía no había sustraído. 

Claro que ambas circunstancias no pueden darse á la vez por 
engendrarse en un mismo hecho; pero que una de las dos con- 
curre, se antoja seguro. 

Y si ninguna se estimase , porque tratando de aplicar en toda 
su integridad el precepto legal se creyera adolecían los hechos 
mencionados de algiin defecto que no les permitiera ostentar 
■ la categoría de motivos de atenuación, en el núm. 8.°^el art. 9.° 
habrían de entenderse comprendidos. Rosales toma los fondos 
para reponer la falta que encuentra; su ánimo no es defraudar, 
sino corregir una defraudación; no quiere lucrarse, no intenta 
privar al Tesoro de los fondos; y ya que la pureza del motivo 
no le sirva para que se sostenga su inculpabilidad porque se 
diga faltaba la intención dañada, base del delito, pues nunca 
el. fin pudo legitimar los medios empleados si no son total- 
mente lícitos, á lo menos se le debe admitir como excusa que 
mengüe sus culpas. La ley penal no atiende sólo al hecho; 
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mira, ante todo, á que se efectúe con plena y libre voluntad; y 
cuanto pueda influir en ésta y sea anterior ó coetáneo al delito, 
quiere se incluya en la cuenta del reo. Las atenuantes por ana- 
logía, y esto no lo dice el que suscribe, lo ha repetido incesan- 
temente-'e! Supremo Tribunal, necesitan únicamente ser seme- 
jantes ó análogas á las restantes circunstancias del art. 9.** 
¿Puede ninguna ser más semejante que la que invocamos? Sin 
gran dificultad,; los hechos que la acreditan podrían conside- 
rarse como una de las dos citadas, la 3,* ó la 1^ 

Por lo cual bien se puede asegurar que en uno de esos tres 
casos están comprendidos los motivos que Rosales tuvo para 
obrar como lo hizo. 



En re^iimnii D. Maximiano Rosales no es autor de un de- 
lito de malversación de caudales públicos, pues no tenía, como 
Cajero, el concepto de funcionario público, ni, aun siéndolo, 
estaban á su cargo los caudales, ni los sustrajo, ni consintió 
los sustrajera otro; mas, dando por supuesto tuviese aquel ca- 
rácter, sus hechos caerían bajo la sajición del art. 392, por 
haberse verificado el reintegro de la cantidad que dice sus- 
trajo, y aun en el 391, por las defraudaciones debidas á otros. 
Tampoco es autor del delito de falsificación de documentos 
públicos, en los que para nada ha intervenido ni le tocaba 
intervenir; ni del de fraude, por carecer del carácter repetido 
de funcionario público; y aun con él, porque la especialísima 
situación en que Rosales se encontraba alejaba la posibilidad 
de que se diesen los elementos de ese delito; ni de robo, 'por 
no haber empleado ninguno de los modos que le caracterizan; 
ni de hurto, porque no consumó los hechos por apoderamiento 
simple; pero sí de una estafa prevista en el art. 541, pues bur- ; 
lando la confianza del Tesorero, y, por tanto, engañándole, le [ 
causó el perjuicio de que se vea obligado ahora á responder 
de las cantidades que él tomó, y á la vez defraudaba á la Ha- 
cienda. No es de estimar como agravante en ese delito la cir- 
cunstancia de abuso de confianza, por ser la base de que 
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arranca la estafa; pero deben apreciarse como causas de ate- 
nuación, la de ser Indígena Rosales una, y otra la de los mo- 
tivos que le llevaron á obrar, si insuficientes para su plena jus- 
tificación, más que sobrados para suavizar la situación en que 
actos poco meditados, pero que no revelan verdadera delin- 
cuencia, le han colocado. 

Al Letrado que suscribe le importa aún consignar que los 
anteriores juicios que le merecen los hechos hasta ahora resul- 
tantes en el proceso quedan supeditados á la comprobación 
definitiva de éstos ante todo; y luego á la^-opinión ilustradísima, 
y Vi todas luces más competente, de otros Letrados; pues cuanto 
antecede no tiene otro íin que ser sometido á su examen. 

Madrid 31 de Noviembre de 18%. 



X. jEmibo Moreng J^ieto 



Dictaicei M ifiíraflo D. Peilro de Mé&í 



El letrado que suscribe tiene que evacuar la consulta con que 
se le honra con relativo laconismo, y hacer un estudio de la 
cuestión menos detenido del que deseara; pero así lo exigen de 
consuno la necesidad de evacuar la consulta en breve, como se 
le indica, y precisión de ausentarse de Madrid el que suscribe 
dentro de muy pocos días. 

Afortunadamente, la claridad con que viene expuesta la 
cuestión consultada y lo bien nutrida de doctrina legal, facili- 
tan la misión del consultado y acreditan una vez más la sólida 
reputación del consultante como peritísimo jurisconsulto. 

Con el objeto de abreviar este trabajo se excusa el narrar los 
hechos que originan la cuestión de Derecho penal que se so- 
mete á crítica, y respecto á ellos se refiere en un todo el que - 
suscribe á la consulta impresa que se ha repartido á los con- 
sultados. 

Entrando, pues, desde luego en materia, comenzará el que 
suscribe por el punto capital, á su juicio, ó sea el de si el Cajero 
de la Tesorería general de Filipinas es ó no, á los efectos del 
Derecho penal, Juncionarto público. 

Dice el eminente Arrazola en su notable Enciclopedia, que el 
Cajero, en las cajas particulares, es un mandatario; en las de 
caudales públicos, un oficial público, oficial de rentas, etc. 

A primera vista parece que en esas palabras se resuelve la 
duda en el sentido de ser el Cajero funcionario público. 

Pero es necesario tener en cuenta que esa definición se ha 
dado en un período, si no se quiere llamar de revolución, por 
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lo menos hay que denominarlo de evolución en la organización 
económica, y es fácil que no se haya disting"uido bien el con- 
cepto del Cajero^l de Tesorero. Mas, aparte de esta conside- 
ración, el mismo autor invocado añade: ''Sus obligaciones 
no pueden determinarse sino por el Reglamento especial del 
caso. "._ /' 

Pues bien: la reglamentación vigente de Tesorería nos re- 
vela que la entidad Cajero ha quedado difuminada, si antes se 
la estimó con personalidad pública .distinta de la del Teso- 
^j^o. Hoy no ex»iste para la Administración personalidad defi- 
nida, por lo que hace á caudales públicos, más que el Tesorero, 
hasta el extremo de que, por ejemplo^, en el Reglamento orgá- 
nico de la Administración económica provincial de la Penín- 
sula de 31 de Ep.ciembre de 1881, no se menciona jamás al Ca- 
jero; no figura ^jar^Tesororía más que el Tesorero, estimando 
meros auxiliares de Caja á los que realizan las operaciones de 
que estuvo encargado, por lo que hace á Filipinas, D. Maxi- 
miano Rosales. 

En nada afecta á esta apreciación el considerar que la plaza 
de Cajero sea de planta y esté retribuida por el Estado. El ar- 
tículo 73 del Reglamento invocado, nos acredita que los que 
por él se denominan auxiliares de Caja del Tesorero perciben 
emolumentos del Estado; y sin embargo añade que de todos 
sus actos oficiales es inmediata y directamente responsable el 
Tesorero, como que él los nombra y su confianza es la que 
merecen. 

En ese criterio está inspirada la Real orden que se cita en 
la consulta dictada por el Ministerio de Ultramar en 20 de 
Agosto de 1865. 

Podía, sin embargo , ser de nombramiento y responsabilidad 
del Tesorero el Cajero, pero tener necesidad de elegirlo en 
quien perteneciera ala carrera civil del Estado y revestido de 
determinada categoría; pero el artículo 14 del Reglamento or- 
gánico de las carreras civiles, citado también en la consulta, 
excluye del carácter de empleados públicos precisamente á los 
subalternos, entre los que se cuenta el Cajero, por la retribu- 
1 
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ción misma que se le asigna y por la ausencia de categoría 
oficial del cargo. 

Antigua es en Filipinas esa responsabilidad del Tesorero 
respecto á la Caja, y la consiguiente facultad de designar al 
Cajero, pues figura en el art. 8.° de la Instrucción aprobada 
por Real orden de 10 de Agosto de 1849. 

Opina, pues, el que suscribe, que no es posible reconocer á 
los efectos penales el carácter de funcionario público en el Ca- 
jero de la Tesorería general de Filipinas. 

Careciendo de ese carácter, cae por su base, en lo que á Don 
Maximiano Rosales se refiere, la calificación de malversación 
de caudales que se 'da al hecho criminal que se persigue. 

En otro caso había que estimar acertada esa calificación; 
pues independientemente de las confesiones del procesado, es 
un hecho indubitable la sustracción de caudales por él para uso 
propio; que aun cuando no haya producido daño ni entorpeci- 
miento al servicio público, no ha sido reintegrado; y ha consen- 
tido que otros los sustraigan por evitar la denuncia de sus pro- 
pias sustracciones, sin contar con que su negligencia en cer- 
ciorarse para cada arqueo de la verdadera existencia de las 
cajas, le hace incurrir también en el delito penado por el ar- 
tículo 391 del Código penal para Filipinas. 

Entiendo que de ser funcionario público habría propiedad en 
esa denominación del delito, porque entonces estaría t>ambién 
hecho cargo por sí del Tesoro ; pues no puedo admitir el 
absurdo jurídico de que se nombrase un funcionario público 
para manejar caudales y se impusiera á otro la responsabili- 
dad de ellos. Hoy es la responsabilidad del funcionario público 
Tesorero, y por eso éste es quien para el Estado está hecho 
cargo de los caudales, como -exige el texto del art. 390 del 
Código penal citado. 

Por la misma razón que opina el que suscribe que no es el 
Cajero funcionario público, no admite tampoco que debe esti- 
marse fraude el hecho crirñinoso. 

No es tampoco ese delito el que denomina robo el Código 
citado, pues el hecho de utilizar llaves falsas lo refiere ^1 
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Código á las puertas de la habitación ó edificio , no á la cerra- 
dura del mueble ó caja. Con relación á ésta , es necesario la 
fractura; y si bien es cierto que se han notado en las cajas 
señales de violencia, es inverosímil atribuirlas á Rosales, que 
poseía llaves falsas y aun disponía de las legítimas; y resul- 
tando que su criminal conducta aseguraba la impunidad de las 
de otros sujetos, por lo cual se decidieron á entrar á saco tam- 
bién en el pendido Tesoro filipino , es lo racional atribuir á 
éstos esas violencias observadas, ya que no debe agravarse la 
condición de un acusado sino cuando conste su intervención 
personal en la circunstancia agravatoria. 

En lo. que disiente el letrado que suscribe del criterio respe- 
table del compañero consultante, es en no estimar, como hace 
éste, que no existe hurto, sino estafa, por lo que hace á Rosales. 
No es necesario para la existencia del hurto que la apropia- 
ción de lo ajeno sea conírn la voluntad del dueño ó responsa- 
ble; basta que sea s/« su voluntad. 

Estima el colega consultante que al poner el Tesorero en ma- 
nos de Rosales el Tesoro, no puede decirse que no concurriera , 
su voluntad ; pero lícito es observar que se necesita considerar 
á qué concurría esa voluntad, y parecía claro que concurría, sí, 
pero para todo si se quiere -menos para que Rosales tómaselos 
caudales del Tesoro. No cree el que suscribe que el punto exija 
mayor explanación; podrían citarse sinfín de ejemplos en que 
se entrega una cosa á otro para transportarla, ó se le pone de 
vigilante de algo portátil; y si en uno ú otro caso, en vez de 
transportar ó vigilar simplemente, las "toma", como dice el 
artículo 517 del citado Código penal, hurta según ese artículo. 
La estaTa, que es la clasificación á que se inclina la consulta, 
exige elementos que, al humilde juicio del que suscribe, no han 
concurrido' (¿n las sustracciones realizadas por Rosales. Podrá 
éste haber empleado á posteriori artificios para ocultar la sus- 
tracción ó dilatar su descubrimiento, pero no han sido medio 
para realizar aquélla. 

Por eso mismo, sin duda, se tropieza en la consulta cpn difi- 
cultad para deterfhinar el modo de la estafa: no se acepta el 
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expresado en el número 5.° del art. 535, porque realmente no ha 
existido depósito, comisión, administración ni título semejante 
que obligue á devolución, pues la devolución implica entrega, 
y á Rosales no se le hacía entrega de caudales; se le ocupaba 
en que auxiliase á los pagos y cobros materialmente de cauda- 
les, debiendo limitarse á eso, y si á más pasaba era sin volun- 
tad de quien en la Caja lo introducía pero no se la entregaba 
en el concepto que quiere, á mi pobre entender, ese número 5.° 

Y en cuanto al art. 541, repetirásé> lo dicho de que Rosales, 
si empleó engaños, no fueron para sustraer el caudal, sino para 
dilatar el descubrimiento de la sustracción, que son actos, no 
sólo distintos, sino independientes, que pueden ó no goe^íistir: 
sin ellos, sin los artificios, se hubiera descubierto antes lá sus- 
tracción, pero nada más; la sustracción hubiese existido. 

Entiendo tambíén que hubo abuso de confianza, y esto igual- 
mente discrepa de la autorizada opinión del consultante. 

Se estima en la consulta que la sustracción criminosa y el 
abuso de confianza, en el caso que nos ocupa, son inseparables; 
pero es necesario observar tfue no se trata ahora de la circuns- 
tancia 1.*' del art. 10 del Código penal, en cuyo caso es con- 
gruente esa consideración de la inseparabilidad. Estamos en el 
número 2.° del art. 520, ó sea en una de las especialidades del 
hurto. 

Es natural esta discrepancia, pues la consulta parte de la 
hipótesis de tratarse de una estafa, y el que suscribe entiende 
que se trata de un hurto. /^ 

Pero aun razonando sobre la base, taHÍbién invocada, de la 
distinción entre la confianza racional y la ciega, entiende el 
que suscribe que si el Tesorero^o hubiese tenido en Rosales 



más que la confianza racional, no por eso hubiera dejado de 
realizarse, por lo meno^una parte del hurto en cuestión: el 
género de las operaciones diarias y de la cuantía de ellas en la 
Tesorería gene|:ai de Filipinas, convencen de que un Cajero 
infiel puede/iínpunemente burlar la^nfianza racional de un 
Tesorero en cantidad de importancia y por espacio regular de 
tiempo. 
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Es indudable que la confianza del Tesorero excedió á la de- 
bida; pero ese exceso no prueba que sin él no se hubiere, no 
se haya burlado realmente la confianza racional. 

Por otra parte, la confianza ciega podrá constituir de parte 
del Tesorero una imprudencia temeraria, pero no excusa la 
agravación á€\ delito del Cajero, pues á mayor confianza cons- 
ciente, mayor repugnancia inspira el que la burla, y toda con- 
ciencia pura le reprueba con mayor acritud que el daño cau- 
sado materialmente por el agente. No podemos ocultar, dice ' 
un gran jurisconsulto, que cuando la confianza especial era 
sagrada muestra de ^ecto, de amistad y de unión sincera, 
entre los hombres, sirve de principal y poderoso medio para 
hacer un daño; en tales casos, el delito que acusa y condena 
todo corazón honrado no es por cierto el interés material que 
ha sido perjudicado, sino el quebrantamiento de ese lazo santo 
que debe unir y estrechar á los hombres. El daño material que 
de este quebrantamiqnto se sigue no es sino su consecuencia, 
cuyo principio y base capitales no puede menos de ser otra 
que la confianza burlada, la ingratitud y la mala fe que, en 
primer término, aparece en oposición á la amistad, al afecto, 
á la confianza. Sería pálido cuanto el que suscribe añadiera á 
tan brillantes conceptos, por lo cual paso á otro punto de la 
consulta. 

. No es cosa de profundizar si los documentos oficiales á que 
se alude en la consulta contienen ó no el delito de falsedad; 
pues no teniendo participación en ellos Rosales, holgaría el ■ 
juicio que esos documentos merecieran. 

Quizás pudiera asegurarse que los que afirman por escrito 
un hecho deben tener certeza de él, no adquirida grosso modo, 
sino que, tratándose de empleados públicos y refiriéndose á 
los caudales del Estado, están obligado^ á adquirir celosa- 
mente la certeza de lo que afirman, y que de otro modo come- 
ten falsedad por omisión; pero como Rosales ninguna inter- 
■ vención tenía en el hecho, aunque sea el causante de que re- 
sulte falso el documento, no estaría bien calificar la causa por 
lo que á él se refiere de falsedad de documentos públicos, pues 
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tanto valdría encausar también al amanuense que se tomó el 
trabajo material de escribir el documento. 

Muy relativa es la oportunidad del art. U del Código penal 
filipino; pero es innegable que la realidad quebranta la rigidez 
científica de los principios y ju^ífica el establecimiento de ese 
precepto. Lo que sí cree epque suscribe es que no fué la mente 
del legislador el que los tribunales tuviesen en cuenta ese ar- 
tículo, 11 cuando se trate de indios como Rosales; antes por el 
contrario, si los hombres de la condición de éste estuviesen en 
Filipinas en la relación con la masa de la población en que 
están en los pueblos de Europa, es seguro que, á pesar de la 
diferencia de raza, el Código filipino no contendría ese art. 11 
que nos ocupa. 

Esto es cuanto el que suscribe cree indispensable decir, co- 
rrespondiendo á la confianza de la consulta, lamentando de 
nuevo lo angustioso del plazo de que ha dispuesto y le ha 
impedido extenderse en mayores consideraciones. Su recom- 
pensa será haber aducido algo útil. 

iDr. Fedro de ir ovantes. 



J 



Díctaiii i LetTÉ D. Epío Mflñífiro Hos. 



Consulta solire yarlas cuestiones m motlyo leí sroceso instruílo Dor 
íesfalco le la Tesorería general le Hádenla le FülDlnas, lescu- 
Merto en Dlcíenitire le 1894. 



ANTECEDENTES 

l.° En el año 1884 fué nombrado D. Maximiano Rosales 
Cajero de la Tesorería -central de Filipinas por el Tesorero 
general, á quien corresponde exclusivamente, y bajo su res- 
ponsabilidad, la provisión de este cargo. Rosales es indígena 
de Filipinas. 

2.° Al poco tiempo de haber tomado posesión de su desti- 
no, advirtió en la Caja un desfalco de más de 80.000 pesos, 
procedente de la época de sus antecesores. No creyó conve- 
niente denunciar este hecho, ya por no comprometer á su jefe 
el Tesorero , ya por temor de incurrir él mismo en alguna res- 
ponsabilidad, y se propuso enjugar el déficit con sus recursos 
propios y los productos de su trabajo, en la creencia de que 
podría conseguirlo. 

3.° Para alcanzar ese fin, se decidió á invertir, y así lo hizo 
efectivamente, los fondos del Tesoro en especulaciones y nego- 
cios personales, cuy^s productos, así como los rendimientos de 
sus bienes propios, ingresaba en la Caja, según su confesión. 
Este es el delito que se imputa al procesado Sr. Rosales, y cuya 
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determinación jurídica es objeto del presente dictamen. Hasta 
el año 1890 á 1891 el desfalco fluctúa entre la cifra de origen y 
otras aproximadamente mayores y menores. 

4.° Desde esta última fecha se aumentó considerablemente 
el desfalco, á consecuencia de numerosas sustracciones de fon- 
dos cometidas por los empleados de la Tesorería á la sombra 
del inconcebible desorden que reinaba en las oficinas, y del 
descuido, más inverosímil aún, en la custodia de caudales. Aun- 
que Rosales conocía estos hechos, que se detallan en la con- 
sulta del Sr. Moreno Lacallc, no se decidió nunca á manifes- 
tarlos ó denunciarlos, por razones análogas á las que le mo- 
vieron á ocultar el desfalco^rimitivo. 

5 ° Siendo los arqueos casi nominales y el déficit relativa- 
mente pequeño, no tuvo necesidad el procesado, hasta el afto,^ 
1891, de apelar á los diversos medios que empleó desde esa 
fecha para encubrir las sustracciones.de fondos. Esos medios, 
usados en la segunda época, fueron, según confesión del pre- 
sunto reo, los siguientes: 

Primero: Sustitución de fondos generales por fondos provin- 
ciales y municipales, de los que echaba mano Rosales, ya para 
poner en la Caja general , encubriendo así los desfalcos en los 
arqueos, ya para atender á las necesidades del Tesoro en sus 
operaciones corrientes cuando las existencias no bastaban. 
Los fondos provinciales y municipales anteriormente á la 
reforma de 1894 estaban confundidos con los generales antes 
de pasar á las cajas de reserva, y á disposición del Tesorero, 
y del Cajero , debiéndose agregar que existían disposiciones 
legislativas que permitían que los primeros auxiliaran á los 
segundos en concepto de anticipo cuando hubiese justajícausa 
de necesidad. 

Segundo: Sustitución en las cajas de reserva de sacos de 
plata por otros de calderilla. De este modo parte djel dinero 
de reserva vino á servir para cubrir el desfalco que se produ- 
cía en los fondos corrientes y para orillar la crisis causada por 
las defraudaciones. 

Tercero: Fabricación de llaves falsas para abrir las cajas 
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de reserva, después de haber hurtado las verdaderas, que le 
sirvieron de molde. 

6.** El desfalco descubierto en 1894 asciende, según liquida- 
ción practicada por las oficinas económicas, á millón y medio 
de pesos aproximadamente. Según manifestación del presunto 
reo, esa cifra no es exacta, á causa de haberse omitido en la 
liquidación varias cuentas pendientes de formalización que 
ascienden á unos 300.000 pesos. De ser exacto este dato, el 
desfalco no pasaría en realidad de un millón de pesos. 
A estas manifestaciones debe agregarse : 
Primero: Que varios de los empleados de las oficinas de 
Hacienda cometieron sustracciones de fondos, que se apropia" 
ban sin hacer devolución alguna posterior. 

Entre esas sustracciones se cuentan las de las cajas ü' re- 
serva números 6 y 7, en las que sustituyeron sacos d^ ' i 
por otros de calderilla, sin que el procesado, según coníet>: 
del mismo , hubiese tenido en ello intervención ni conoci- 
miento. 

Segundo: Rosales cuidó siempre también, según su propia 
confesión judicial, de ingresar en las cajas del Tesoro, así el 
producto de las operaciones que realizaba con los fondos sus- 
traídos, como los rendimientos de sus propios bienes, después 
de cubiertas sus modestas necesidades. Como consecuencia, el 
Tesoro debiera de hallarse actualmente reintegrado de los des- 
falcos hechos personalmente por Rosales. 

Tales son los hechos y antecedentes del proceso, y constan 
por la confesión del presunto reo, que es el único dato, el 
único elemento probatorio del sumario, según se consigna en 
la consulta. 
¿Qué grado de credulidad tiene jurídicamente esa confesión? 
-Es principio capital de nuestro enjuiciamiento criminal" que 
la confesión del reo no hace prueba plena contra él ni á favor 
de él, á diferencia de lo que ocurre en materia civil. Eso no 
quiere decir que la confesión judicial del presunto delincuente 
no tenga ningún valor, sino que no le tiene absoluto é irrecu- 
sable, debiendo, por lo tanto, combinarse con los demás ele- 
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mentos del sumario para formar una prudente convicción. De 
lo cual se infiere que la declaración de Rosales, por si sola, no 
sería suficiente, ñipara condenarle por lo adverso, ni para 
absolverle por lo favorable. En el caso de autos, el único ele- 
mento de prueba, según manifiesta el letrado consultante,^-"^ 
la confesión de Rosales, y esta confesión ha sido estimada 
como suficiente para el procesamiento y para constituir la 
base del juicio. Es decir, que esta confesión se estima veraz en ■ 
lo adverso, cuando menos, con arreglo á la prudente aprecia- 
ción del juzgador. En este supuesto, ¿cabe dividir la declara- 
ción del reo, ó hay que admitirla como inconcusa en su totali- 
dad, dado que no existan pruebas sumariales que la contra 
digan? La justicia, la equidad y hasta la lógica resuelven la 
cuestión en sentido negativo. Porque en asuntos criminales no 
rige el principio de aceptar lo adverso y prescindir de lo favo- 
rable en la confesión judicial, sino que esta confesión, combi- 
nada con los demás medios de convicción, queda sujeta al 
recto juicio del Tribunal en toda su integridad. Por lo tanto, 
cuando faltan elementos para hacer una prudente selección, ó 
hay que aceptarla toda, ó rechazarla toda. Lo contrario sería 
llevar el arbitrio judicial hasta los mismos límites del capricho. 
A mayor abundamiento, el Tribunal Supremo tiene decla- 
rado "que, aceptando la confesión del procesado para decla- 
rarle culpable sin expresar otros fundamentos, es preciso ad- 
mitir aquélla en todos sus extremos, tanto en lo que es perjudi- 
cial, como en lo que es beneficioso." Es, por lo tanto, doctrina 
inconcusa en nuestro derecho procesal la de la indivisibilidad 
de la confesión del reo. (Sentencia de 8 de Mayo de 1875 y 
otras.) 



Antes de examinar las cuestiones propuestas en la consulta 
del Sr. Moreno Lacalle, creemos conveniente hacer algunas 
declaraciones. 
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De los hechos expuestos surgen tres órdenes de responsabi- 
lidad para el procesado, que deben tratarse separadamente. 

Primera responsabilidad : nace de no haber puesto Rosales 
en conocimiento de la Autoridad competente el desfalco de los 
ochenta mil pesos que descubrió al poco tiempo de haber to- 
mado posesión del cargo. 

Segunda responsabilidad : se deriva de las sustracciones de 
fondos del Tesoro, cometidas por el procesado ó por otros con 
su consentimiento. 

Tercera re^onsabilidad: procede de los medios utilizados 
por el presunto reo para la perpetración y ocultación del delito 
anterior. Estos medios pueden influir en la culpabilidad bajo 
tres conceptos: determinando una calificación específica del 
delito principal, formando una circunstancia de agravación, y 
constituyendo por sí ñíismo un delito distinto , aunque cOnexo 
con el principal. 

El primer orden de responsabilidad no es objeto de la con- 
sulta, por cuya razón nos limitaremos á una sumaria exposi- 
ción de nuestro criterio. Con arreglo al núm. 2.° del art. 14 del 
Código penal de Filipinas (art. 16, núm. 2.° del de la Península), 
Rosales debe considerarse como encubridor del delito consti- 
tuido por el desfalco de los ochenta mil pesos, porque ocultó el 
cuerpo del delito, es decir, el Tesoro desfalcado en todo lo ne- 
cesario para impedir su descubrimiento. Es verdad que el pro- 
cesado manifiesta haberse propuesto reintegrar al Tesoro hasta 
con sus bienes propios; pero si esta circunstancia podría ex- 
cusar ó atenuar su delito en la esfera de la moral, carece, á 
nuestro entender, de verdadera eficacia jurídica. 

Si esta opinión no prevaleciese , quedaría reducido el caso á 
la no manifestación de un delito público, y sujeto Rosales á la 
respoi^abilidad administrativa del art. 262 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal. Si además se le considera como funciona- 
rio público, obligado por razón de su cargo á promover la per- 
secución de los defraudadores del Tesoro, viene comprendido 
en el art. 366 del Código penal de Filipinas (art. 370 del de la 
Península) y sujeto á responsabilidad criminal . 
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El seg:undo y tercer género de responsabilidad ya indicado 
forman el objeto de la consulta, y los trataremos siguiendo el 
oi*den-de las cuestiones que en ell-a se plantean. 

llalverwarión do eandalew públicos. — Los elementos 
de este delito, como indica muy bien el letrado consultante, 
pueden reducirse á tres: sujeto, objeto y modo ó forma de eje- 
cución. — Sujeto del delito: Es condición indispensable que el 
reo teng-a el carácter de empleado, ó mejor funcionario pú- 
blico. ¿Puede atribuirse jurídicamente este concepto, á Rosales? 
El art. 401 del Código penal de Filipinas (art. 416 del de la Pe- 
nínsula) considera funcionario público, en los delitos de mal- 
versación y fraude, á "cuantos participan del ejercicio de fun- 
• ciones públicas por disposición inmediata deJífT^y, elección 
popular ó nombramiento de autoridad competeni^." Por lo 
tanto, para integrar el concepto áe funcionario público bastan 
dos requisitos: desempeño de funciones de carácter público, y 
nombramiento de autoridad á quien legalmente corresponda. 
Ambas condiciones se cumplen en el caso del Cajero de la Te- 
sorería central de Filipinas.-==Su cai'go consiste en auxiliar al 
Tesorero, participando de las funciones que éste le encomiende; 
~\' como las funciones del Tesorero son públicas, públicas han 
de ser las del Cajero, que de ellas se derivan. Su nombramiento 
se hace por la autoridad á quien está encomendado por-'las 
leyes y reglamentos orgánicos, ó sea por el mismo Tesorero. 

Otra consideración refuerza esta doctrina. El .Estado satis- 
face al Cajero de la Tesorería de Filipinas una asignación ó 
sueldo consignado en las disposiciones orgánicas correspon- 
dientes y en la plantilla de las oficinas. Todo sueldo del Estado 
es la retribución de un servicio público. Luego cuantos per- 
ciben ese sueldo desempeñan servicios ó funciones públicas, y 
tienen, por lo tanto, el carácter de funcionarios públicos para 
los efectos del delito de malversación. 

El letrado consultante opone la Real orden de 30 de Agosto 
de 1865, dictada en rigor para un caso particular. En esa dis- 
posición se consignan principios que son al parecer incompa- 
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tibies con el carácter de empleado publico atribuido al Cajero, 
aPcual se llama agente personal del Tesorero, que sirve ''bajo 
sus privadas indicaciones y maneja sus intereses con su abso- 
luta confianza.'" Pero bien examinada esta objeción, parece de 
fácil respuesta. 

En primer lugar, una simple Real orden, de carácter particu- 
lar además, no puede prevalecer contra la definición expresa y 
categórica del Código penal y contra los fundamentales prin- 
cipios jurídicos expuestos. Si la citada Real orden tuviese real- 
mente el alcance y sentido que le atribuye el distinguido 
letrado consultante, podría producir efectos en el orden admi- 
nistrativo , pero carecería de eficacia en el orden penal ante los 
Tribunales de justicia. 

En segundo lugar, un análisis detenido de la citada disposi- 
ción demuestra, en opinión del letrado que suscribe, no ser 
exacta la teoría del letrado consultante. Prescindiendo de 
algunas frases de los considerandos , que no se distinguen por 
su precisión, ¿á qué se reduce sustancialmente la Real orden 
en cuestión? A declarar dos puntos: que el nombramiento de 
Cajero corresponde libremente al Tesorero , y que el Cajero se 
halla exento de responsabilidad y fianza, por corresponder 
ambas cosas al Tesorero exclusivamente. 

La forma de nombramiento del Cajero no se opone á su carác- 
ter de funcionario público, como no se opone, por ejemplo, á 
ese mismo carácter en un Escribano interino de actuaciones el 
ser nombrado por el Ju,ez de primera instancia y no por el Mi- 
nistro ó Director general correspondiente. Para que vm em- 
pleado tenga el carácter de funcionario público, basta que le 
nombre la autoridad competente, sea cual sea, como dice el 
Código penal. 

La exención de responsabilidad no existe ni puede existir 
para un Cajero con la extensión que se supone en la interpre- 
■■: tación dada por el distinguido letrado consultante á la repe- 
tida Real orden. En efecto. ¿De qué responsabilidad se ha.bla? 
¿De la penal, de la ciyil ó de la administrativa? Las dos 'pri- 
meras son consecuencia necesaria, indeclinable, de todo delito, 
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y no pueden menos de existir en el caso de Rosales. La tercera 
consiste en una indemnización de daños y perjuicios al Estado; 
^ó en otra forma, es la misma responsabilidad civil de un em- 
pleado en sus relaciones con la Administración, pudiendo deri- 
varse, como en el Derecho común, de un delito ó de una culpa. 
¿A qué se reduce, por tanto, la supuesta irresponsabilidad de 
Rosales? A un detalle indiferente para los efectos penales: á 
la exención de fianza. ¿Y acaso sólo son funcionarios públicos 
los empleados que prestan fianza? 

El letrado que suscribe deduce de lo expuesto, sin dejar de 
reconocer la habilidad con que el distinguido letrado consul- 
tante formula sus conclusiones, que el Cajero de la Tesorería 
central de Filipinas tiene el carácter de funcionario público á 
los efectos del Código penal, en los delitos de malversación y 
fraude. 

El segundo elemento de estos delitos es el objetó. Evidente- 
mente se da en el caso de autos; porque los fondos desfalca- 
dos, así los generales como los -provinciales y mxUnicipales, 
tenían la consideración jurídica áe fondos públicos. 

El tercer elemento se refiere á la forma y medios de ejecu- 
ción. En el caso de la consulta han de ser la sustracción ó la 
distracción de fondos en provecho propio ó ajeno., Pero agrega 
el letrado consultante que la sustracción y distracción han 
, de ser puras y simples, es decir, sin que intervengan artificios 
especiales para la comisión del delito, porque en ese caso el 
hecho punible pierde el carácter de malversación y adquiere el 
defraude. Y haciendo aplicación de esta doctrina, sostiene que 
conio el procesado Rosales utilizó ciertos medios y engaños 
(anotación de existencias ficticias, sustitución de unos fondos 
por otros y de sacos de plata por sacos de calderilla, etc.), no 
es culpable sino del delito de fraude. 

En opinión del letrado que suscribe, estp. doctrina no puede 
sostenerse con carácter general en teoría, ni es aplicable al 
caso de autos. 

En efecto, ¿á qué se reduce sustancialmente la teoría del 
letrado consultante? Al caso de una circunstancia que, concu- 
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rriendo en la comisión de un delitd, cambia su naturaleza, es 
decir, á lo que llaman los criminalistas una circunstancia espe- 
cifica. Ahora bien: la primera condición de este género de cir- 
cunstancias es precisamente la de .formar parte integrante, del 
delito mismo, de manera que concurran á completar su^con- 
cepto. Cuando no reúnen esta condición, cuando son posterio- 
res al delito y sólo sirven para encubrirlos y facilitar la comi- 
sión de otros análogos, no son ni pueden ser circunstancias 
específicas. Y haciendo aplicación al caso de autos, ¿en qué 
consiste el delito de Rosales? En distraer para usos propios 
fondos públicos por sustracción simple , como que se* redujo 
sencillamente á apoderarse del dinero que tenía entre sus ma- 
nos; este es el hecho en su más pura expresión. Posteriormente 
trató, como es natural, de encubrir el desfalco valiéndose de di- 
versos medios que, como todos los medios de encubrimiento, 
guardan con el delito una relación puramente exterior. Es ver- 
dad que el letrado consultante afirma que sin esos artificios el 
delito se hubiera descubierto desde los primeros momentos y 
no hubiese podido continuar por tanto tiempo la serie de des- 
falcos. Esta observanción sólo demuestra que si en todo delito 
se necesitan precauciones, mayores se requieren en los delitos 
de la índole del de Rosales; pero no prueba tal consideración 
que este ó aquel artificio sea de tal manera esencial al delito, 
que sin él no hubiera podido perpetrarse ni aun la primera ves; 
y si una sola vez se pasa sin esa circunstancia, es evidente que 
no se trata de algo esencial, sino de un punto accesorio. Lo 
accesorio podrá modificar el grado de culpabilidad, pero nunca 
alterar la naturaleza de la delincuencia. 
A pesar de lo expuesto, el letrado que suscribe^opina que na 
' existe, en efecto, el tercer elemento del delito de malversación . 
de caudales públicos en el hecho de autos, pero funda su pare- 
cer en razones distintas de las desarrolladas por el letrado 
consultante. Estas razones estriban en la diferencia entre el 
delito de malversación y el delito de fraude (art. 399 combinado 
con el art. 535, número 5 del Código penal de Filipinas), como 
se expondrá más adelante. Anticipando ideas, indicaremos que 
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para el delito de malversación es requisito indispensable que 
los caudales públicos estén á cargo del reo, es decir, bajo su 
custodia de un modo permanente, á diferencia del delito de 
fraude, en el cual basta que los fondos se hayan confiado al 
^ delincuente accidentalmente por cualquier título que obligue á 
devolución. 

En resumen: de los tres elementos del delito de malversación, 
sujeto, objeto y forma, concurren los dos primeros, pero -no la 
última. 

FalsiCeación «le documentos públicos.— Este delito se 
supone cometido en las actas de los arqueos periódicos. Hacíase 
constar en ellas que todos los claveros concurrían personal- 
mente ai arqueo y que se contaban las existencias; pero de las 
manifestaciones de Rosales, del desfalco descubierto y demás 
datos sumariales, se deduce que aquellas afirmaciones eran 
falsas, y que ni concurrían los claveros ni se recontaban en 
realidad los caudales. Tal es la base de la calificación fiscal en 
este punto. 

El letrado consultante propone dos cuestiones que examina- 
remos sucesivamente. 

Primera cuestión: Los hechos expuestos, ¿constituyen por sí 
mismos un delito (Xq falsificación? El letrado consultante afir- 
ma que no lo constituyen, fundado en una distinción algo for- 
zada entre la verdad objetiva y la verdad subjetiva. Su opinión 
puede condensarse de este modo: los claveros no asistían á los 
arqueos, ni se hacía verdadero recuento dé fondos, pero tenían 
conocimiento del acto y voluntad de prestar su consentimiento, 
, lo cual basta para que las actas de arqueo tengan verdad sub- 
jetiva, eximiéndose de la nota de falsificación. 

No creemos aceptable esta teoría, por las consideraciones si- 
guientes. Las afirmaciones que se consignan en un documento 
son de dos clases: las unas se refieren á hechos objetivos, inde- 
pendientes de la opinión de las partes; las otras á hechos 
sometidos al criterio ó apceciación de los interesados, ó del re- 
dactorjiel documento. Sirva de ejemplo una escritura pública 
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de contrato, en donde se consignan la asistencia de las par- 
tes—hecho objetivo, — y la capacidad para la contrata- 
ción — hecho subjetivo, — dependiente del juicio del notario. 
En los primeros no cabe ni puede caber más verdad que la 
verdad objetiva; sólo en los segundos puede ocurrir que un 
dato, falso en realidad, resulte subjetivamente verdadero. 

Hagamos aplicación al caso de autos. En las actas de arqueo 
se hacían constar primeramente hechos objetivos (presencia 
de los claveros — recuento y examen de los sacos de cau- 
dales), y sólo al final se consignaba el resultado arreglado á la 
apreciación de cuantos en el acto intervenían y firuaban el 
documento. En el primer orden de hechos no cabe distinción: ó 
constan en acta tales como ocurrieron, ó se comete el delito de 
falsedad, previsto en los números 2.*^ y 4.° del art. 310 del Código 
penal de Filipinas ( art. 314 del de la Península), consistente en 
"suponer en^un acto la intervención de personas que no la han 
tenido" y en " faltar á la verdad en Iti narración de los hechos/' 
Si los claveros pusieron su firma conscientemente en un docu- 
mento donde se consignaban hechos falsos, habrán sido coau- 
tores del delito; pero esa cooperación no se nos alcanza que 
pueda legitimar el hecho punible. Su único efecto será el de 
extender á los claveros la responsabilidad criminal de la falsi- 
ficación. 

Segunda cuestión: ¿Puede considerarse á Rosales como autor, 
cómplice ó encubridor de ese delito? En este punto tenemos la 
satisfacción de estar de acuerdo con la opinión del distinguido 
letrado consultante. Rosales no firmó las actas ni intervino en 
su redacción; luego no tiene participación en la delincuencia 
nacida de la falsedad de aquéllas. 

Ueterminacióii de la dafte de malversaciÓD come- 
Aida |ior el procesado en la iiipótesis dé" la existeneia 
de e»ie delito.— Para resolver más fácilmente esta cuestión, 
fijamos dos puntos de hecho : constan de la confesión judicial 
de Rosales, cuyo valor probatorio hemos discutido oportuna- 
mente. 
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1." Las sustracciones de fondos de la Caja cometidas por él 
presunto reo, no lo eran con propósito dé apropiárselas, sino 
para inveVtir en operaciones personales, destinando sus pro- 
ductos á la amortización de los desfalcos propios y ajenos. De 
ser veraz en todos sus puntos la declaración de Rosales, éste 
habría reintegrado al Tesoro de los descubiertos á que aquél 
personalmente dio origen. 

2.° El procesado tampoco tuvo intervención ninguna en el 
desfalco de los ochenta mil pesos que descubrió al poco tiempo 
de haberse posesionado del cargo, ni prestó su consentimiento 
de tifia manera positiva á las numerosas defraudaciones de los 
demás empleados de Tesorería. 

El primero de estos hechos podría hallarse comprendido 
^-(siempre en -la hipótesis de constituir los actos de Rosales un 
delito de malversación) en el art. 392 del Código penal de Fili- 
pinas (art. 407 del de la Península). Ese artículo pena al fun- 
cionario que aplica á usos propios ó ajenos los caudales ó efec- 
tos públicos á su cargo, distinguiendo tres casos. 

l.° Que no se haga reintegro de los caudales sustraídos. 
2.° Que existiendo reintegro, se siga no obstante daño ó en- 
torpecimiento del servicio público". 

^^3." Que no resulte quebranto del Tesoro ni. entorpecimiento 
.nJe^ervicio. 

(¿En cuál de estos tres números está conprendido el caso de 
Rosales? Ateniéndose á su confesión, cuyo valor queda ya dis- 
cuti4í), y que en cuanto á este extremo debe reforzarse con una 
prueba suficiente, debe incluirse en el número 3.°, porque el 
Tesoro habría sido reintegrado de los descubiertos originales 
personalmente por el reo, sin que conste por otra parte que 
durante su gestión como Cajero hubiera sufrido el servicio pú- 
blico daño ó entorpecimiento. 

El segundo de los hechos arriba expuestos cae dentro del 
art. 391 del Código penal de Filipinas (art. 40 del de la Penín- 
sula) , porque Rosf ^s dio motivo, con su abandono y negligen- 
cia inexcusables, á que los empleados de Tesorería efectuasen 
sustracciones deVaudales en cantidad superior á_5 O /)^sg/as. 
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A pesar de la doctrina expuesta, ¿no podría hallarse compren- 
dido en algún otro artículo de los dedicados en el Código penal 
á la malversación de caudales? 

La única dificultad se encontraría en el art. 390 del Có- 
digo penal de Filipinas (art. 405 del de la Península); los ar- 
tículos 393 y 394 no tienen evidentemente relación alguna con 
el asunto discutido. 

El art. 390 comprende dos partes : sustracción por un funcio- 
nario de caudales públicos á su cargo, y consentimiento del 
mismo en sustracciones cometidas por otras personas. ¿Es 
aplicable este artículo al caso de autos en alguno de sus dos 
puntos? La opinión del letrado que suscribe es negativa. 

En cuanto á la primera parte, el Código distingue cuidado- 
samente entre la sustracción ó apropiación de caudales públi- 
cos sin propósito de reintegro, y la distracción ó aplicación 
privada indebida de esos fondos con intención de devolverlos. 
Y esa distinción obedece á un alto espíritu de equidad y de jus- 
ticia, porque ningún legislador podría medir por el mismo 
rasero al criminal que roba los caudales confiados á su custodia, 
y al hombre, honrado quizás, que en momentos de aecesidad 
echa mano provisionalmente, y con firme propósito de resti- 
tuirlos, de unos fondos que le salvan, sin perjuicio para el Es- 
tado, de una situación angustiosa y urgente. Ambos hechos son 
delitos, es verdad, pero entre ellos media un abismo que en la 
esfera de la penalidad se revela por la distancia de la cadena 
temporal (art. 390) á la suspensión y multa (art. 392). La sus- 
tracción difiere jurídicamente de la distracción, en el propósito 
del delincuente según proyecte ó no efectuar el reintegro. Afir- 
mándose, pues, en la consulta, como punto de hecho cierto, que 
Rosales se propuso efectuar y efectuó realmente la devolución 
de fondos, es indiscutible que su delito debe calificarse á todo 
evento como distracción, y no como sustracción de fondos 
públicos. 

La segunda parte del art. 390 comprende al funcionario que 
^consiente que otras personas sustraigan fondos ó caudales 
públicos. Para la recta inteligencia de este número, debe reía- 
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cionarse con el art. 391. El consentimiento culpable en la comi- 
sión de un delito procede de malicia ó de negligencia. Del con- 
sentimiento por negligencia trata el art. 391. Luego el art. 390 
sólo puede referirse al consentimiento por malicia. Apliquemos 
esta doctrina al oíso de autos. rConsintió Rosales en los desfal- 
cos de los demífe empleados de la Tesorería maliciosa é inten- 
cionalmente?<A.teniéndonos á su confesión, de ninguna manera. 
Su falta consistió en permitir por negligencia que continuaran 
perpetrándose aquellos hechos al amparo de su silencio. Hemos . 
tratado ya en su lugar o«portuno del valor probatorio de la con- 
fesión judicial de Rosales, pero creemos que en este punto debe 
robustecerse con otras pruebas. 

En resumen, opina el letrado que suscribe que, si el delito de 
Rosales fuese una malversación, vendría comprendida en los 
artículos 391 y 392 del Código penal de Filipinas, en los núme- 
ros detallados en esta parte del dictamen. 

Pero debemos agregar, A la vez, que, A nuestro parecer, como 
se deja indicado y se ampliará más adelante, el delito del pro- 
cesado no constituye una malversación, sino un fraude. 

D«lko d© fraude. — Este delito se comete por un funcio- 
nario público en el caso de los artículos 396 y 397, y en todos 
los casos de estafa cuando concurren las circunstancias del 
artículo 399 del Código penal de Filipinas. Los dos primeros 
artículos son ajenos á la cuestión, y, por tanto, sólo analizare 
mos el art. 399, equivalente al 414 del Código de la Península. 

Toda estafa cometida por un funcionario público^ abusando 
de su cargo, constituye un delito úq fraude. Sus elementos son 
un cfelito común de estafa, carácter de funcionario público en 
el reo y abuso de funciones. Los delitos do estafa están com- á 
prendidos en q\ capítulo iv, sección 2.*, título xui del libro ii del / 
C^igo de Filipinas, y los únicos artículos que tienen relación 
con el caso de la consulta son el art. 535, núm. 5.°, y el art. 541 
(artículos 548 y 554 del Código de la Península). 

Primer caso de fraude: resulta de la combinación de los ar- 
tículos 399 y 535, numero S."* 
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Comete este delito el funcionario público que, abusando de 
áu cargo, se apropia ó distrae fondos públicos que hubiese 
recibido en depósito, comisión ó administración, ó por cual- 
quier otro título que produzca obligación de devolverlos, ó 
negase haberlos recibido. La dificultad de la interpretación de 
este artículo nace de su comparación con el art. 392, donde se 
define la malversación que comete el funcionario público apli- 
cando á usos propios ó ajenos los caudales á su cargo. ¿Cuál 
es la diferencia entre los hechos punibles que definen estos 
artículos? 

Los dos delitos coinciden en el hecho material de la apropia- 
ción ó distracción de fondos públicos, coinciden también en la 
circunstancia esencial de hallarse esos fondos en poder del reo. 
Su diferencia nace de la naturaleza de la custodia que se con- 
fía al funcionario. 

En los artículos relativos á la malversación se exige que los 
caudales públicos estén á cargo del funcionario por razón 
de las funciones: ¿qué indican esas frases legales? Induda- 
blemente quieren decir que la custodia de los fondos ha de 
correr á cargo del reo de una manera permanente, es decir, 
que su cargo ú oficio ha de consistir precisamente en la guarda 
de los intereses malversados. Sólo en ese caso puede decirse 
que un empleado tiene caudales públicos ásu cargo por rasón 
de sus funciones. 

En el delito de fraude (art. 399, combinado con el 535 núme- 
ro 5.° del Código de Filipinas) no se exige la condición que aca- 
bamos de indicar; basta que los caudales hayan sido entrega- 
dos al reo en depósito, comisión, administración ó por cualquier 
otro título que produzca obligación de devolverlos. 

Hagamos aplicación de esta doctrina al caso de autos. ¿Tenía 
Rosales, por razón de sus funciones, la custodia legal de los 
fondos del Tesoro? Con arreglo á la Real orden citada de 30 de 
Agosto de 1865, esa custodia correspondía^exclusivamente al 
Tesorero; el Cajero sólo manejaba caudales para las operacio- 
nes manuales corrientes. Luego el delito de Rosales no es 
malversación, sino fraude. 
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Segundo caso de fraude: está definido en el art. 541, combi- 
nado con el 399. Comete este delito el funcionario público, que 
perjudica ó defrauda al Estaco valiéndose de cualquier engaño. 
En opinión del letrado que suscribe, el caso de Rosales no se 
halla comprendido en este númerOj sino en el anterior, porque 
los artificios empleados por el reo son necesarios al delito y no 
pueden modificar la base de su calificación. 

Delitos comunes de robo, liiipio y estafa. — El letrado 
consultante opina que Rosales no tiene el concepto jurídico 
de funcionario público, y en este sentido no puede considerarse 
responsable de malversación ni fraude. Aunque el letrado que 
suscribe diverge de este parecer, acepta, sin embargo, provi- 
sionalmente esa hipótesis, con el fin de determinar oi*al sería la 
calificación exacta del hecho de autos entre los delitos comunes 
de robo, hurto y estafa. 

El robo y el hurto convienen en dos circunstancias esencia- 
les: apoderamiento de cosas ajenas contra la voluntad de su 
dueño, y ánimo de lucro. Se distinguen en que el primero im- 
plica violencia en las personas ó fuerza en las cosas, lo cual es 
ajeno al segundo. 

¿Qué se entiende por ánimo de lucro? ¿Existe en el caso de 
autos? El letrado que suscribe opina que sí. En efecto, el 
ánimo de lucro no es más que la intención inmediata del de- 
lincuente, que se propone aprovecharse de la cosa sustraída. 
Los propósitos ulteriores, los buenos deseos del culpable no 
pueden ser tenidos en cuenta para la calificación jurídica del 
hecho. Hagamos aplicación al caso de autos. ¿Qué se propuso 
Rosales al distraer en operaciones propias los fondos de Teso- 
rería? Como fin inmediato, aprovecharse de esos fondos, utili- 
zarlos, lucrarse, aunque su propósito ulterior fuera el de devol- 
ver los productos de sus negocios á fin de enjugar los desfal- 
cos. Y el fin inmediato es lo que determina el ánimo de lucró. 
Prescindiendo, sin embargo, de esta consideración, y ateniéndo- 
nos únicamente á los últimos propósitos de Rosales, ¿qué po-. 
dría deducirse en suma? El desfalco de la Tesorería procedía 



- 123 - : . . 

en parte de las sustracciones de aquél, y en otra parte del des- 
falco primitivo de los ochenta mil pesos y de las sustracciones 
de los empleados de las oficinas. Al cubrir Rosales el déficit 
producido por sus actos personales, es evidente que realizaba 
un beneficio y que llevaba una idea de lucro, la de eximirse de 
una obligación; sobre esto no puede caber duda. Respecto del 
desfalco primitivo y las sustracciones de los empleados de' las 
oficinas, el mismo Rosales confiesa que se movió á ocultar uno 
y otros para no perjudicar á sus jefes y evitar él mismo alguna 
responsabilidad que pudiera alcanzarle. Es decir, que bien ó 
mal entendida, buscaba una utilidad propia ó ajena al disponer 
indebidamente de los fondos de Tesorería. Equivale al caso de - 
quien hurta ó roba para favorecer á un amigo ó servir á un 
protector. Su buen Corazón no le libra de caer dentro de los 
'preceptos del Código. 

Otra de las condiciones comunes al robo y al hurto es el apo- 
deramiento de cosas ajenas coii. a la voluntad de su dueño. En 
esto difieren ambos delitos de la estafa; en aquéllos la volun- 
tad del poseedor es de todo en todo ajena á la sustracción 
que se verifica clandestinamente ó por la fuerza; y en ésta (la 
estafa) el dueño coopera por engaño á la perpetración del 
delito. El que sustrae ocultamente un objeto, comete un hurto; 
el depositario que se alza con los fondos depositados , comete 
una estafa. ^ 

Al hacer aplicación de esta doctrina al caso de la consulta, 
conviene distinguir entre las sustracciones verificadas por Ro- 
sales en las cajas de reserva y las verificadas en los fondos 
corrientes. 

Las primeras eran sin duda independientes, así de la volun- 
tad del Tesorero, que nunca confió á Rosales las llaves de las 
cajas de reserva, como de la voluntad de la Administración, 
para quien es el Tesorero guardador único de los fondos públi- 
cos que se le confían. Se trata, pues, de un robo ó de un hurto. 
¿Cuál es la calificación exacta? Consta del sumario que las 
cajas de reserva números 6 y 7 tenían forzados los candados; 
httbo, por lo tanto, fuerza en las co^as. Pero Rosales afirma 
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no haber tenido parte ninguna en el desfalco de esas , de lo cual 
se deduce que no es culpable por este concepto de un delito de 
robo, ateniéndose á su confesión. El empleo de llaves falsas no 
es constitutivo de robo sino cuando tiene por objeto " entrar en 
el lugar del robo'.', no criando sirve únicamente para abrir 
muebles y objetos cerrados ó sellados. (Sentencia del Tribunal 
Supremo de 22 de Octubre de 1874, 17 de Marzo de 1886, y 
otras.) 

Las sustracciones de fondos corrientes tienen el carácter d€ 
estafa, porque el Tesorero contribuyó de algún = modo, con 
hechos propios, á la comisión del delito. Erítregando al Cajero 
las llaves,, autorizándole para manejar los fondos de pagos é 
ingresos corrientes, puso condiciones sin las cuales no se hu- 
biera realizado la defraudación. 

De las diversas clases de estafa sólo dos tienen' relación con 
elHiiccho de autos, y ambas han sido examinadas anterior- 
mente desde el punto de vista de un delito defraude (art. 235, 
número 5.°, y art. 541). 

El art. 535 castiga como estafador "al que en perjuicio de 
otro se apropia ó distrae dinero, efectos ó cualquiera otra cosa 
mueble que hubiese recibido en depósito, comisión, adminis- 
tración, ó por cualquiera otro título que produzca obligación 
de entregarla ó devolverla, ó negaren habe^Ja recitado." Dos 
condiciones integran este delito: perjuicio de tercero, y apro- 
piación dé cosa recibida á título devolutivo. En el caso de 
autos existe evidentemente la primera condición: el perjuicio 
del Tesorero y del Estado. La segunda es más discutible, pero 
existe también. Basta considerar que al entregar el Tesorero á 
Rosales las llaves de la^caja de fondos corrientes para que 
efectuase los pagos é ingresos, le confiaba evidentemente la 
administración de esos fondos. Y no se diga que las operacio- 
nes de Rosales eran puramente manuales, sin implicar la cus- 
todia, porque eso sería contrario á la inducción más razonada. 
Lk manipulación de fondos por Rosales es un acto de adminis- 
tración ; y aunque esa administración fuese restringida , no por 
ello perdía su carácter fundamental. Un ejemplo lo patenti- 
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zará: un banquero confía diariamente á un dependiente las 
llaves de la caja para que corra con las operaciones de entra- 
da y salida, rindiéndole cuentas de^ todo. ¿Puede caber duda 
de que ese dependiente ejerce actos de administración con el • 
caudal que se le confía? Este caso es enteramente igual al de 
Rosales, prescindiendo del carácter de funcionario público. 

Si el delito del procesado está comprendido en el art. 535, no 
puede hacerse aplicación del art. 541, que tiene carácter suple- 
torio, en lo cual diferimos de la ilustrada opinión del letrado 
consultante. 

Recordaremos, para terminar, que cuanto llevamos indicado 
sobre los delitos privados de robo, hurto y estafa, valdría sola- 
mente en la hipótesis de que Rosales no fuese funcionario pú- 
blico. El letrado que suscribe insiste en sostener lo contrario, 
por las razones anteriormente expuestas. 

Circnnstancias a^ravaDt.e& — La única importante en el 
caso de autos, de la que trata expresamente el letrado consul- 
tante, es la de abuso, de confiansa. 

¿Puede apreciarse esta circunstancia en el caso consultado 
como independiente, y modificativa por ende, de la culpabili- 
dad? En opinión del letrado que suscribe, el abuso de confianza 
forma parte integrante de todo delito de malversación y de 
fraude, y en consecuer±eia, no tiene valor independiente. La 
custodia ó administración de caudales públicos presuponen 
algo de confianza puesta por el Estado en el funcionario á quién 
entregue bajo cualquier título caudales que guardar ó adminis- 
trar. Luego toda malversación ó defraudación (Je 'fondos públi- 
cos implica necesariamente un abuso de confianza. Luego ésta 
no puede apreciarse como circunstancia independiente en el 
caso de autos. En análogo sentido está concebida la sentencia 
del Tribunal Supremo de 8 de Mayo de 1875. 

Todo lo expuesto se entiende en lá hipótesis que sustentamos 
de ser Rosales funcionario público, y por consiguiente respon- 
sable de un delito especial. Si se aceptase la doctrina contraria 
del letrado consultante y quedase reducido todo á un delito 
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común, habría que hacer una distinción importante para apre- . 
ciar el valor jurídico del abuso de confianza. 

Los delitos tomunes cometidos por Rosales serían, en su 
caso, los de hurto y estafa, el primero en las cajas de reserva 
y el Segundo en los fondos corrientes. En el hurto nó hubo 
abuso de confianza, porque el Tesorero no entregó en ninguna 
forma esos fondos al Cajero, sino que éstos los sustrajo con 
llaves falsas; en ía estafa intervino aquella circunstancia, pero 
no es apreciablje con valor independiente ni modifica la culpa- 
bilidad. 

Circunstancia» aieniiantcsi — De las señaladas en el 
Código penal de Filipinas, sólo hacen al caso las siguientes: 

1.^ No haber tenido el culpable intención de causar un mal 
de tanta gravedad como el que produjo. Esta circunstancia no 
parece estimable en v^ista de la sentencia del Tribunal Supremo 
de 3 de Febrero de 1896 que dice: "Considerando que en los deli- 
tos cuyo límite ó extensión depende exclusivamente de la vo- 
luntad del que los ejecuta, como en el de malversación de cau- 
dales , no cabe en manera alguna, según lo tiene repetidamente 
declarado este Tribunal Supremo, la apreciación del mayor ó 
• menor grado de intención de causar un mal más ó menos grave . 
que el producido." 

2.^ Estímulos que produzcan naturalmente arrebato y obce- , 
cación. Tomada á la letra esta circunstancia, es difícil sostener 
que concurra, pero sí otra muy análoga, dada la situación de 
ánimo del procesado y sus temores de incurrir en responsabi- 
lidades. Podrá, pues, beneficiarse con la circunstancia 8.^ del 
artículo 9.° del Código penal de Filipmas. 

3.^ Ser indígena el culpable. ¿Obra esta circunstancia como 
atenuante, ó como agravante en el caso de autos? En opinión 
del letrado que suscribe, concurre como atenuante, por la na- 
turaleza y ci' ''iistancias del delito, que sobre un individuo de 
raza inferior debieron producir el efecto de oscurecer la. noción- 
de su gravedad, cohibiendo el libre impulso del albedrío.' 
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Resnmen. — Opina el letrado qxt^ suscribe, sometiendo su 

dictamen al de otro más ilustrado: 

1.° Que Rosales tiene el carácter de funcionario público y/es 
responsable de un delito áe fraude, comprendido en el art. 399 
combinado con. el art. 535, número 5.° del Código penal de 
Filipinas. 

2.° Que no son de apreciar circunstancias agravantes. 

3.° Que es de apreciar como atenuante la circunstancia de 
ser indígena el culpable, y probablemente otra circunstancia 
análoga á la de arrebato y obcecación. 

Madrid 31 de Mayo de 1896. 



5)r. Ü'. Montero ^íos. 
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OlCtH i LüMílO D. Frió SiM. 



El Letrado que suscribe ha examinado con detenimiento los 
antecedentes que se relacionan como base de la consulta pro- 
puesta por el Licenciado D. José Moreno Lacalle, y que en unión 
de observaciones de este Letrado aparece impresa en Manila 
en 1895, en un folleto cuyo título es Consulta sobrevartas cues- 
tiones del proceso instruido con motivo del desfalco de la Te- 
sorería general de Hacienda de Filipinas descubierto en 1894; 
y ha estudiado también el dictamen que ha emitido el Licencia- 
do D. Emilio Moreno Nieto en 28 de Noviembre de 1895, sobre 
los extremos de la consulta, que son los siguientes : 

1 .^ Supuestos los hechos contenidos en los antecedentes, ó 
sean los que forman el proceso criminal sobré el desfalco del 
Tesoro general de Filipinas, descubierto en Diciembre de 1894, 
y dada la intervención que en ellos tuvo P. Maximiano Rosales 
y su destino de Cajero con ocasión del cual efectuó dicha inter- 
vención ¿es responsable de los delitos de; malversación de cau- 
dales públicos y falsificación de documentos oficiales? 

2." De ser responsable de malversación, ¿en cuál de las espe- 
cies de ese delito deberá considerarse incluido? 

3.° De no ser reo de malversación ni de falsificación, y de 
haber de reputársele funcionario público^ ¿se^á'reo de fraude? 

4.** Si no cabe considerarle funcionario público ni reo de 
fraude por consiguiente, Ao será de róbo,¡ hurto ó estafa? 

5.** La circunstancia de abtíso de confianza, ¿puede estimarse 
que haya concurrido en la participación jde Rosales, ya conío 
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cualificativa del hurto, si puede ser este el delito de que sea 
responsable, ó como agravante, de ser otro el delito? 
".6.° La' circunstancia de ser Rosales indígena,' ¿debe ser en 
este caso tomada como atenuante, dado lo que dispone el ar- 
tículo U del Código penal de Filipinas? 



I 



' Don Maximiano Rosales, indígena del archipiélago filipino, 
fué nombrado Cajero de la Tesorería general de Hacienda por 
el Tesorero general, que tiene la facultad de designar y sepa- 
rar al dependiente que desempeñe ese oficio ; se hizo cargo de 
la Caja sin arqueo, puesto^que esta función, que supone delimi- 
tación de responsabilidades, le correspondía hacerla al Teso- 
rero en relación con su antecesor, su sucesor ó sus superioYes, 
una vez que á ese funcionario alcanzan las responsabilidades 
íntegras y el cargo total de la Caja; advirtió, sin embargo, la 
existencia de un descubierto superior á ochenta mil pesos y 
procedente de época anterior á su posesión; lo ocultó, y para 
allegar recursos con que cubrirlo invirtió fondos del ^Tesoro 
en especulaciones diversas, ingresando en la Caja los produc- 
tos de algunas que fueron afortunadas, y atendió al déficit que 
arrojaban otras con los propios fondos que el Tesoro ponía á 
su dispokición; uniéronse á esos actos de Rosales sustracciones 
de valores realizadas por subalternos que venían agravando el 
descubierto. Para mantener y prolongar ese es^tado de cosas, 
Rosales presentaba á los claveros notas de arqueos mensuales, 
y con ellas, ó con diligencias incompletas para verificarlos, se 
"satisfacían esos funcionarios. Creciórentretanto la importancia 
del descubierto, y aplicó á cubrirle los fondos locales que se 
hallaban confundidos con los generales en la Tesorería, y no 
bastando éstos, los de reserva, sustituyendo en las arcas donde 
se custodiaban los sacos de plata por los de calderilla, ascen- 
diendo el caudal sustraído, cuando se ha descubierto el delito. 
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según la liquidación practicada por las oficinas económicas, 
á cerca de millón y medio de pesos. 

El delito de malversación de caudales públicos es uno de los 
que se prestan á mayores dificultades en cuanto á su exacta de- 
finición y su cabal figura, porque el Código lo ha delineado,, 
por decirlo así, entre tres circunstancias que la doctrina de 
autores y tribunales ha calificado siempre de indispensables, 
y que no en todos los casos aparecen bastante ciarás y distin- 
tas para que la conciencia del juzgador quede tranquila, de no 
haber violentado el hecho á fin de que encaje en el molde del 
art. 405 de nuestro Código penal de 1870, que es el 390 del Có- 
digo del Archipiélago. 

Esas tres circunstancias son: 1.*, que el agente principal 
del hecho sea un funcionario público, según la definición que 
de él da el artículo 416, que es -el 401 del Código de Filipi- 
nas ; 2.^, que tenga á su cargo, por razón de sus funciones, cau- 
dales ó efectos públicos; y 3.*^, que los sustraiga ó consienta 
que otros los sustraigan. 

El Código ha atendido en la definición del delito, y en el sen- 
tido de su penalidad, no sólo á los intereses que hiere y al. daño 
material que causa, sino á la lesión que produce ^n el orga^ 
nismo del Estado y en el orden social, el desprestigio que es 
inherente al delito, precisamente en aquellos que por la inves- 
tidura recibida de la ley ó dé la autoridad ejercen funciones 
que en más ó menos escala tienen acción sobre intereses gene- 
rales y públicos y participan de un modo inmediato, directo, en 
la obra del Estado, como organismo que mantiene el orden y 
que vigila y atiende los derechos y deberes de la colectividad. 
Así es que la primera circunstancia que para la malversación 
de caudales públicos señala el artículo es la de que sea el 
autor funcionario público; y el determinar si lo era el Sr. Ro- 
sales como Cajero de la Tesorería es lo primero y más capi- 
tal de la consulta, y con razón se consagran á dilucidarlo co- 
piosos datos y prolijas reflexiones, así en los razonamientos 
con que se acompaña la consulta como en el luminoso dicta- 
men del Sr. Moreno Nieto. 
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La Real orden de 30 de Agosto de 1865, cuyo texto aparece 
en nota en la consulta, destinada A fijar el carácter y funcio- 
nes de la plaza de Cajero que el Sr. Rosales desempeñaba, y 
en la cuaMia cometido los delitos que de su confesión resultan, 
define con toda claridad la índole del destino: se determina que 
el Estado "no le exigía fianza , porque si tal hiciera vendría á 
„ suceder, ó que se duplicaban y confundían las responsábili- 
„dades, ó se relevaba implícitamente al Tesorero de la respon-~ 
„sabilidad-que con exclusión de todo otro funcionario le corres- 
„pondc como guardador único de los intereses materiales déla 
„ Administración, y que, en hi(cnos.J>rincipios, el Cajero no es 
„otra cosa que un agente personal áeX Tesorero, bajo cuyas in- 
„dicaciones privadas sirve y cuyos intereses materiales maneja 
„con absoluta confianza"; por lo cual se resuelve "que en la 
^.planta de la Tesorería central de Filipinas subsista una asig- 
„nación de 2.000 escudos para la persona que desempeña el 
,.cargo*dc Cajero, pero siendo ésta designada, como antes, por 
„el Tesorero mismo y responsable ante él de sus actos. „ 
De atender es la circunstancia , también apuntada en las 

* observaciones á la consulta, de que las disposiciones que deter- 
minan en general el carácter de funcionarios del Estado exclu- 
yan de él al Cajero, apuesto que el art. 14 del Reglamento orgá- 
nico de las carreras civiles de la Administración pút^ica en Ul- 
tramar, de 3 de Junio de 1866, vigente en vinud de la Real orden 
de 3 de Junio de 1866, dispone que los individuos de la clase de 
subalternos no tengan carácter de empleados públicos, y sin 
duda que en esa clase se halla comprendida la plaza de Cajero, 
tanto por la naturaleza de sus funciones, como por la forma de 
su nombramiento y de su asignación, y por estar fuera de las 
categorías que el mismo artículo establece. Pero lo verdadera- 

_ mente decisivo, ajuicio del que suscrrbc, es que el Cajero de 
la Tesorería general no puede comprenderse en ía definición 
del art. 401 del Código penal de Filipinas, transcrito del art. 416 
del de la Península, que dispone se reputé funcionarios públi- 
cos, para los efectos del tít. vii y anteriores del lib. ii, á cuantos 
participen del ejercicio de funciones públicas por disposición 
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inmediata de la ley, elección popular ó nombramiento de auto- 
ridad competeilte, y esa definición es la única que pueden tener 
presente los Tribunales para todos los efectos y aplicaciones 
del artículo que define el delito de malversación. 

El Código penal ha fijado la noción y definición del funcio- 
nario público, porque su carácter debiera ser, para esa ley y 
para los Tribunales encargados de aplicfírla, distinto del que 
pudieran definir ó apreciar otras leyes orgánicas "de las carre- 
ras administrativas: los delitos relacionados con la función 
pública , sus agravaciones , debían tener fundamento algo di- 
verso que el de las clasificaciones de carreras, sueldos y dere- 
chos personales, relacionados con el mejor orden ó más equi- 
tativa remuneración de servicios; y, con efecto, el Código 
busca, para definir y caracterizar al funcionario público, su 
representación y acción en el ordenamiento general del Es- 
tado, la investidura que recibe y que ejerce ó inmediatamente 
de la ley, ó de elección popular, ó de nombramiento de autori; 
dad, y eso no se encuentra en el Cajero Sr. Rosales; la exacta 
descripQión de sus funciones y de su responsabilidad que hace 
la ley del caso, que es la Real orden antes citada de 30 de 
Agosto de 1865, le excluye evidentemente de 'esas categorías, 
hace de él un agente auxiliar del Tesorero, puramente relacio- 
nado con él, pagado de una asignación que recompensa el ser- 
vicio, como la que se fija para gastos de carruaje en ciertos 
destinos cuyo titular contrata con quien lo tiene por conve- 
niente, sin que por eso el que así sirve á fines puramente per- 
sonales del funcionario público, aunque cobre renta ó sueldo 
que de las arcas del Erario proceden, no adquiere él por tal 
circunstancia participación alguna en funciones públicas. 

Las enseñanzas siempre autorizadísimas del Tribunal Supre- 
mo de Justicia en sus fallos en casación nos confirman en esa 
inteligencia del sentido del artículo que queda expuesto.. Así 
vemos explicada la definición con extraordinaria latitud en 
cuanto se puede señalar en el sujeto del delito una participa- 
ción en la función pública, por pasajera, interina ó menuda que 
ella sea, siempre que el autor aparezca representando una 
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parte de la ficción social frente al individuo ó á la colectividad 
que con él vive en relación de Estado ó ciudadano: se conside- 
ran tales funcionarios públicos, con arreglo al art. 416 del Có- 
digo en la Península, los vigilantes de consumos, porque ejer- 
citan funciones públicas por nombramiento dé la autoridad y 
en relación con los contribuj'cntes (sentencia del Tribunal 
Supremo de 25 de Julio de ISSl); los recaudadores de contribu- 
ciones del Banco de España, porque han venido á sustituir á 
los que antes nombraba la Hacienda en relación con los sujetos 
al impuesto (sentencia del Tribunal Supremo de 6 de Diciembre 
de 1862); un Tesorero de la Fábrica Nacional del Sello, no obs- 
tante ser interino y que ejercía el cargo por delegación del pro- 
pietario, pero que en su relación con el Estado es tal Tesorero y 
desempeña una función propia, con representación directa de su 
centro administrativo (sentencia de 24 de Junio de 1882); lo'son 
los arrrendatarios de consumos, porque la cobranza de esta con- 
tribución, como la de los demás impuestos del Estado, es una 
' función esencialmente propia de la autoridad pública, y por 
ello el encargado de verificar esa cobranza, ya lo esté por 
virtud de cargo público que permanentemente le esté confe- 
rido, ya de un modo transitorio, por razón de un contrato tem- 
poral de arriendo, en cuantos actoB"se refieran estricta y de^- 
minadamente á la realización de ese impuesto, no puede menos 
de serT-eputado y considerado como agente de la autoridad 
(sentencia del Tribunal Supremo de 17 de Marzo de 1883); un 
aspirante de primera clase de una Administración Económica 
(sentencia del Tribunal SuprehKi^e 28 de Octubre de 1884); un 
secretario de Ayuntamiento (sentencia de 10 de Junio de 1886); 
un guarda jurado (sentencia de 29 de EnerQde 1886), son tam- 
bién funcionarios públicos para los efectos de>s^ artículo, por- 
que en mayor ó menor grado, en medida más impoh^te ó más 
exigua, asumen frente á la sociedad una representa^n del 
Estado, se colocan en la relación de elemento gobernante\on 
elemento gobernado; y, por el contrario, cargos de muy supe- 
rior importancia y de alcance mayor en los daños que pueden 
causar, y en las faciíJtades de que están investidos y en la po- 
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' sición que ocupan, no han merecido tal concepto al Tribunal 
Supremo, porque sus funciones tienen un carácter particular y 
privado, porque no están investidos con representación del 
Estado y no se suponen, para el ejercicio de las acciones en que" 
hayan cometido el delito, en la relación de autoridad pública .. 
con sus administrados, sino en la exclusiva y peculiar de una 
entidad particular con el sujeto del delito. 

Así los Delegados del Banco de España, aunque por sus ma- 
nos han pasado y á su gestión se confiaban contribuciones y 
rentas públicas, no les considera el Tribunal Supremo funcio- 
narios, y los diferencia de los agentes recaudadores, porque el 
Delegado administra por nombramiento del Banco, responde 
á éste de su gestión y no ejerce acción ni representación alguna 
del Estado cerca del contribuyente. (Sentencia de 17 de Marzo 
de 1873.) El Cajero de una Sucursal del Banco' tampoco lo es, á 
juicio del Tribunal Supremo, porque su misión y encargo, de 
pura confianza; limitada á la guardia y custodia de los cauda- 
les que por cualquier concepto ingresaran, no le hacía partí- 
cipe ni directa ni indirectamente de funciones públicas, y no 
debe suponérsele funcionario público á los efectos que deter- 
mina el art. 416 del Código, declarando además esa sentencia 
que el delito de malversación de caudales públicos'le cometen 
sólo los funcionarios públicos ; y no teniendo tal carácter el 
Cajero al apropiarse y distraer dinero y efectos que tenía en 
comisión, ejecutó el delito de estafa. (Sentencia de 26 de No- 
viembre de 1883.) 

En el dictamen del letrado Sr. Moreno «Nieto se trata extensa 
y razonadamente otro punto de vista que se opone también á 
la aplicación á Rosales del art. 390 del Código que define la 
malversación, sosteniéndose con textos expresos de la legisla- 
ción administrativa y económica de las islas que el Tesorero 
es el único que tiene á su cargo los fondos y la llave que le 
corresponde, el único responsable para con el Estado, sin que 
ni por un instante pase esa responsabilidad á ninguna otra per- 
SQna; y tanto en la Instrucción de 10 de Agosto de 1849, como 
en el Real decreto de 12 de Septiembre de 187PLy e|i el de 12 de 



- 1^ - -,, ;^, 

Noviembre del pasado año de 1895 reorganizando la admiríis- 
tración de la contabilidad en Filipinas, se establece el orden 
jerárquico de los funcionarios de Hacienda , se asigna á los Te- 
soreros y Jefes de Caja la custodia de los caudales , se le da una 
de las llaves, teniendo las otras dos el Contador y el Tesorero, 
se señalan las épocas de los arqueos que este funcionario h.a de 
verificar, sin que en ninguna de esas disposiciones se mencione. 
al Cajero. Sería ociosa repetición la que aquí se hiciera de esos 
textos 3; de sus comentarios, y basta consignar por parte del 
que suscribe que de todos ellos se desprende como lógica con- 
clusión la de que el Cajero en aquel organismo administrativo 
tiene el carácter de un auxiliar puramente material del Teso- 
rero; que la relación de ese cargo es particular entre el Teso- ' 
rero y él como subalterno, sin ninguna función, cargo ni res- 
ponsabilidad propia ; que no es admisible que habiéndole dado 
el Estado mismo esa condición privada, habiéndose negado á 
exigirle fianza, á hacerle cargo de fondos, habiendo renun- 
ciado á nombrarle y á separarle, no habiéndole conferido repre- 
sentación alguna ni para los contribuyentes ni para ningún 
orden de gobernados , quisiera en l^^dministración de la jus- 
ticia imponerle responsabilidades como si sus funciones fueran 
las que á los Tesoreros ó Jefes de Caja corresponden, y como 
si tuviese la representación y concepto de tal funcionario pú- 
blico con atribuciones y responsabilidad propias. 

Así pues, los fondos públicos del Estado , Provincias ó Mu- 
nicipios que en lá Tesorería ingresan, ni por un momento están 
á cargo del' Cajero, constantemente pesa su responsabilidad 
sobre el Jefe de la oficina; la intervención de Rosales no tiene, 
por el orgailiismo de la dependencia, más carácter que el de la 
formalizacién material de asientos, recuentos, preparación de 
arqueos; operaciones todas que, aunque representen coopera- 
ción á la custodia y guarda de los fondos, no llevan consigo la 
determinación de la responsabilidad penal que va unida al 
cargo de fondos, como en orden más subalterno y en función 
más exclusivamente mecánica no se podría decir que tienen 
tal cargo los que conducen caudales de una á otra Caja, aunque 
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de hecho estén apoderados de ellos mientras el transporte ma- 
terial se verifica. 

Respecto á la falsificación de documentos oficiales, que es 
calificación hecha por el Juez instructor, entiende el Letrado 
que suscribe que son atinadas y se ajustan al espíritu y letra de 
los preceptos del Código las observaciones que para contrade- 
cir esa calificación se hacen por el Licenciado Sr. Lacalle y~se 
corroboran por el Sr. Moreno Nieto. La falsificación se hace 
consistir en las actas de arqueo, en las que consta la asistencia 
de todos los claveros, el recuento de las existencias en Caja y 
el resultado de la operación, apareciendo del proceso que no . 
siempre concurrían personalmente los claveros, que no se con- 
taban en realidad todas las existencias, y que éstas, si se hu- 
bieran contado, no hubiesen aparecido completas como se decía 
en las actas; de donde se quiere derivar la aplicación de los 
párrafos 2.'^ y 4.° del artículo 300 del Código penal de Filipi- 
nas, suposición de que intervienen en un acto personas que no 
la han tenido, y falta á la verdad en la narración de los hechos. 

Estima el que suscribe por todo extremo violenta tal califica- 
ción, y considera concluyente la refutación que de ella se hace 
en las observaciones impresas por el Abogado defensor. Desde 
el momento en que los claveros firman los arqueos, en los que 
su intervención aparece y prestan su consentimiento á la dili- 
gencia, no hay falsedad legal en el que por comisión de ellos 
redacta el acta; no se deduce de la presencia de los claveros 
un derecho ni una relación jurídica sustancial, como en el otor- 
gamiento de un testamento ó en la celebración de un matrimo- 
nio; se hace constar meramente su asentimiento y el concurso 
de su voluntad al acto; y si alguno de ellos delega en sus com- 
pañeros la intervención que if ley le impone y está conforme 
en figurar como asistente al acto sin el concurso material de su 
persona, habrá en ello negligencia, imprudencia temeraria, 
falta administrativa ó responsabilidad de otra índole; pero ej 
Secretario que redacta el documento y que obtiene en él la 
firma ó el asentimiento y voluntad explícita del que se ausentó, 
no comete un delito de falsedad que se equipare al del Escri- 
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baño que dé fe del otorgamiento de un testamento ante testi- 
gos cuando éstos faltan. Con razón se recuerda que si de ese 
modo se entendiera y aplicara el Código, pocos procesos y 
pleitos dejarían de contener infinitas falsedades en'diligencias 
que suponen la presencia material del Juez en notificaciones y 
resoluciones de todas clases. Y otro tanto puede decirse del 
párrafo 4.° sobre falsedad en la narración de los hechos: los cla- 
veros, que ejecutaron el arqueo, al que prestó su cooperación 
material el Cajero, verificaron los recuentos por procedimien- 
tos que acusan negligencia considerable; y sin duda que de 
haber prestado á tales operaciones mayor cuidado, se habría 
descubierto inmediatamente el desfalco; pero no hay falsedad 
en relacionar que contaron las existencias, aunque ^ara con- 
tarlas empleasen un procedimiento tan imperfecto como el de 
hacerse cargo del número de los sacos sin abrirlos ó de abrir 
sólo alguno de los que más inmediatamente se pusieran á su 
vista, y en íorma más cuidadosa suelen hacerse en todas par- 
tes los arqueos; pero el recuento de todas las existencias y va- 
lores, moneda por moneda y título por título, como sería pre- 
ciso para dar el resultado seguro de la exactitud de4a opera- 
ción, es aún más raro, y por ese razonamiento apenas hay 
arqueo de -Banco ó Sociedad de alguna importancia que no 
contuviera falsedad en la narración de los hechos^ si así hu- 
biera de entenderse tal artículo. 

No es ese el sentido que el Tribunal Supremo le ha dado en 
algunos casos que guardan cierta analogía en sus conceptos 
capitales con el que se consulta. En sentencia de 25 de Febrero 
de 1885 afirmó la Sala segunda qu^ la extensión de un docu- 
mento oficial en lecha y papel posterior á la época en que tuvo 
lugar el hecho ó acontecimiento' que en aquél se consigna, no 
es bastante á determinar ^rr se la falsedad del expresado do- 
cumento; y en otra sentencia de 31 de Marzo de 1881 se declara 
que no existe^ falsedad en documento público por falta de ver- 
dad en la narración de los hechos cuando los que constan en 
la escritura, aunque inexactos, son los mismos propuestos y 
convenidos por las partes contratantes, considerando para ello 
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que, si bien el art. 315 del Código penal, en relación con el 314, 
castiga al particular que cometa en documento público alguna 
de las falsedades que éste expresa, entre las que está la de faltar 
á la verdad en la narración de los hechos, desde el^momento 
en que la escritura es el fiel trasunto de los hechos que fueron 
propuestos y aceptados por las partes , y por Consiguiente no 
se ha faltado á la verdad al hacer la narración de lo convenido 
y de las obligaciones contraídas. 

Algo muy parecido en la esencia es lo que se deduce de los 
antecedentes relacionados que ha ocurrido en las actas de ar- 
queo en las que se supone cometida la falsedad; se han rela- 
cionado hechos en que estaban conformes y convenidos los que 
allí eran partes, que eran los claveros, los responsables de la 
diligencia y de los resultados del arqueo; y aunque los hechos 
no fueran enteramente exactos en sí mismos, el relacionarlos 
eji esa forma no constituye falsedad por parte del que consig- 
nara esas declaraciones y resultancias en el arqueo; y si á esto 
se añade la consideración, por sí sola decisiva, de que Rosales 
no era el narrador de los hechos, ni redactor denlas actas, ni 
autorizante de ellas, ni responsable de tales operaciones, ni 
tenía intervención legal ninguna en ellas, entiende el que sus- - 
cribe que puede y debe sostenerse con entera convicción y plena 
conciencia que en todos esos actos podía haber delitos ó impru- 
dencias temerarias, pero de otro orden y figura, de todo punto 
distintos de la falsedad. 
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Difiere en este punto la opinión del que suscribe de la sos- 
tenida por el Letrado defensor, si bien reconoce que los dere- 
chos, y aun las obligaciones de la defensa, imponen mayor 
amplitud al esfuerzo del Letrado que los de un dictamen en 
derecho; y que, además de esto, las probanzas qtfé en el pro- 
ceso se practiquen, las declaraciones de los correos, la actitud 
y dirección de sus defensas , pueden modificar profundamente 
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los puntos de vista que con el mero resultado, que los antece- 
dentes compendiosamente referidos para la consulta, arrojan. 
'Se parte, por el Letrado defensor, de la doctrina, satisfactdi;ia- 
mentc expuesta y razonada, de que la confesión del reo sobre, 
delito cuya existencia conste indubitadamente, debe tenerse 
por indivisible y por verdadera en todo aquello cuya falsedad 
no resulte patentizada en el proceso, tanto en lo que le es per- 
judicial, como en lo que le beneficie, cuando ella figura como 
único fundamento probatorio de culpabilidad; y Rosales afirma 
que él no tomó la totalidad de la cantidad desfalcada, que él 
Ucgó'á extraer unos ciento cincuenta mil duros, pero que los 
restituyó. La suma desfalcada es mucho mayor, su responsa- 
bilidad civil como autor de los manejos que aumentaron el 
desfalco inicial de los ochenta mil duros, evidente; y aun ad- 
mitiendo que sus bienes realizables alcanzasen á doscientos 
mil duros, como se dice en la consulta, aún falta mucho para 
reintegrar la totalidad del desfalco sufrido por la Caja, que es- 
taba de hecho confiada por el Tesorero á su custodia. 

Por otra parte, aunque la ley provisional para la aplicación - 
del Código penal en Filipinas imponga como prueba taxativa 
la confesión del acusado, en su regla 32, párrafo 2° la sujeta á 
la apreciación de las reglas del criterio racional, y éstas no se 
satisfacen con la mera declaración de las intenciones de resti- 
tuir y de señalar, como único objetivo de las sustracciones de 
fondos por medio -de llaves falsas, el de obtener ganancias con 
las que cubrir el alcance: es contrario á esa crítica racional 
suponer que él, que combinaba y dirigia tuda esa trama para 
. mantener en constante engaño á los claveros, fuera quien rea- 
lizase' una parte relativamente mínima del alcance, y que fue- 
ran empleados subalternos ó terceras personas desconocidas 
las que, sin poderlo, evitar el Cajero, sustrajeran y utilizarán la 
mayor porción. 

Así pues, si se admitiera el principio, que el que suscribe crfee 
en este caso infundado, de que el delito cometido era malver- 
sación y que Rosales era funcionario público para los efectos 
del Código penal, le parece muy difícil evitar que se le consi- 



derase comprendido en el párrafo 1.° del art. 392 del Código de 
Filipinas, que es el 407 del de la Península, ó sea: "funcionario 
que con daño= ó entorpecimiento del servicio público aplicase 
á usos propios ó ajenos los caudales puestos á su cargo, no 
verificando el reintegro de lo distraído." 

Que la aplicación de los caudales era á usos propios, se des- 
prende de su propia confesión, puesto que lo dedica á negocia- 
ciones mercantiles y adquisiciones de fincas; y aun admitiendo 
que lo hiciera para restablecer el alcance, ello es que el resta- ^ 
blecimiento lo había de hacer por medio del aumento de su for- 
tuna personal, á la que se proponía después dar ese empleo 
para mantenerse en un puesto de pingües rendimientos, por lo 
que en la consulta se manifiesta. 

Lo que no aparece claro de los antecedentes de la consulta, 
es ái el alcance ha producido daño ó entorpecimiento al servi- 
cio público; mas parece difícil que se llegue á demostrar, si el 
alcance no se reintegra, y muy en breve, que no ha producido 
(¿año: podrá no haberse ocasionado entorpecimiento, porque 
todos los servicios hayan seguido marchando con regularidad 
y sin interrupción; pero hay que tener presente que es disyun- 
tiva la exigencia del artículo, y que basta que se pruebe el daño 
para que el párrafo 3." del art. 392 no pueda aplicarse, y el 
daño nacido del quebranto á los fondes del Tesoro de Filipinas 
es evidente si íntegramente no se restituye. 



III 



Siguiendo en el supuesto de que Rosales fuera considerado 
funcionario público para los efectos de la aplicación del Códi- 
go, es indudable que les correspondería á los hechos confesa- 
dos y probados la calificación de fraude, por la razón deci- 
siva, que ya se indica en las observaciones del Letrado defensor. 
Además de los dos casos particulares definidos en los artícu- 
los 396 y 397 del Código, todos los delitos que el Código com- 
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prende en el capítulo iv, sección 2.*, título xiii, libro ii, cuando 
son cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de sus 
cargos, reciben la calificación de fraude, y, por tanto, cual- 
'quier estafa de las definidas como tales en ese capítulo se han 
de calificar de fraude y se han de castigar con arreglo al ar- 
tículo 399. 

Pero no siendo Rosales funcionario público para la aplicación 
del Código penal á sus actos como Cajero del Tesoro gene- 
ral, el que suscribe está conforme en que aparece ser reo de 
estafa, definida en el núm. 5.° del art. 535, puesto que existe 
distracción de dinero recibido en depósito, comisión, adminis- 
tración ó por otro título que obligue á entregarlo ó devolverlo. 
Rosales recibía, como Cajero que era del Tesoro general, 
dinero con el encargo de custodiarlo en la Caja, de hacer pagos 
y cobros y tener á disposición del Tesorero todas las sumas 
que restaran después de cubiertos los libramientos que contra 
la Tesorería se expidiesen, y en vez de hacerlo así los distraía 
y no ha podido realizar la devolución, no los ha puesto á dis- 
posición del Tesorero cuando éste ha tenido que responder de 
ellos á la Administración del Estado: encaja este acto en la de- 
finición legal que de la estafa da el Código. 



IV 



La contestación al núm, 3." implica la que corresponde á 
éste, puesto que en él se califica el hecho realizado por Rosales 
como constitutivo de estafa. V no parece dudoso al que sus- 
cribe que sería infundada de todo punto la calificación de robo, 
que sólo se podría apoyar en el uso de llaves falsas que se pro- 
curó Rosales para abrir' un arca que tenía en su oficina á su 
disposición: son muy numerosas las sentencias del Tribunal 
Supremo que distinguen con perfecta claridad la entrada con 
llaves falsas en lugar cerrado para guardarse objetos ajenos, 
de la apropiación de objetos guardados en muebles que secón- 
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ior de^-á%lito ; ya se cit, 
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fían al autor áe^-á%lito; ya se citan algunas en las observacio- 
nes; pero pudieran añadirse muchas más, y entre ellas son de 
notar las de 29 de Septiembre de 1883, que calificó de estafa el 
hecho de haber recibido una persona varios muebles para su 
custodia y haber sustraído de ellos con fractura varios efectos, 
y la de 10 de Julio de 1877, en la que se niega también la califi- 
cación de robo al hecho de abrir una mujer, viviendo en com- 
pañía de su marido, un mueble de la casa conyugal y sustraer 
de él cierta cantidad de dinero y marcharse con ella. Y, menos 
aún cabe la calificación de hurto que se había de referir al Te- 
sorero, y ni el dinero era de éste ni Rosales lo sustraía- contra 
su voluntad, sino por medio de las simulaciones y engaños que 
constituyen el carácter y nota propios de la estafa. También 
en este punto son numerosas las sentencias del Tribunal Su- 
premo, cuyas enseñanzas pueden utilizarse en confirmación de 
la exactitud de la definición que sostenemos. 



La circunstancia de abuso de confianza no puede estimarse, 
á juicio del que suscribe, teniendo presente que es principio 
reconocido y declarado, así por los comentaristas del Código 
como por la doctrina que el Tribunal Supremo ha consignado 
muy repetidamente, que ni como cualificativa ni como agra- 
vante procede tomarla en cuenta cuando es inherente al propio 
delito, de tal modo que sin su concurrencia no pudiera come- 
terse, y también consideramos que es doctrina inconcusa que 
en el delito de estafa, por esa razón, no cabe apreciar ni esti- 
mar abuso de confianza: la calificación que queda aceptada 
para los actos de Rosales excluiría, por tanto, la cuestión del 
abuso de confianza, y por las propias razones se debería ex- 
cluir tal circunstancia si el delito se calificase de malversación; 
pero si la calificación fuera de robo ó de garto, entiendo de 
todo punto fundados el juicio y apreciacióli del Letrado señor 
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Moreno Nieto, y que habría de estimarse el abuso de confianza 
claramente demostrado en las relaciones del Sr. ¡Rosales y en 
las circunstancias todas que se dan como probadas en los ante- 
cedentes de la consulta. 



VI 



La circunstancia de ser el reo indígena, mestizo ó chino, es, 
según el art. U del Código penal de Filipinas, circunstancia 
que los Tribunales han de tener presente para atenuar ó agra- 
var las penas, segúji el grado de intención respectivo, la natu- 
raleza del hecho y las condiciones de la persona ofendida : se 
trata, pues, de una circunstancia modificativa de la responsa- 
bilidad en que ha previsto -el legislador puede encontrarse 
colocado el sujeto del delito, que hace que por singulares con- 
diciones psicológicas de raza esté más fácilmente determinado 
á cometerlo, ó que por consideraciones más elevadas de orden 
social cause el hecho mayor alarma y requiera más enérgica 
represión. Este segundo concepto debe descartarse desde luego 
de la apreciación del Tribunal en el caso consultado, pues el 
daño ó el agravio que la estafa ó cualquier delito análogo de 
los que aquí pudieran apreciarse han. inferido, nq sufren alte- 
ración por la circunstancia de ser indígena el Cajero ; pero el 
primer concepto, que se refiere al sujeto activo del delito, pa- 
rece indudable que sólo se puede apreciar como atenuante y 
que militan en tal sentido las consideraciones con que ese ar- 
tículo 11 se apoyó, con muy buen acuerdo, en el preámbulo 
del Código, declarando que el principio de la igualdad ante la 
ley se respetaba en su esencia y sentido íntimo, manteniendo 
lo que era la práctica ol^crvada sin interrupción por los Tri- 
bufiales en el Archipiélago, aplicando una penalidad menor á 
la señalada para los delitos en el Código, teniendo en cuenta 
cuando los fueros de la razón y de la justicia lo reclamen, y 
que los indios, en muchos casos,, no tienen noción: perfecta de 
la gravedad de ciertos actos punibles. 
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Las causas modificativas de !a imputabilidad, que colocan al 
sujeto activo en un estado en que la comisión del delito es más 
fácil y la responsabilidad menor, han de^oncurrir en él sin 
culpa de su parte al tiempo de cometer el delito , como sucede 
en los casos de desarrollo espiritual incompleto producidos por 
edad ó enfermedad, -presentando al autor en una situación en 
que es menos clara la conciencia de sí ó de la ley, ó menor el 
dominio sobre su voluntad. Á esa categoría pertenece induda- 
blemente la circunstancia modificativa descrita en el art. 11; y 
aun cuando quede al arbitrio prudente del Tribunal el esti- 
marla como agravante ó atenuante, y le deje gran amplitud, la 
enumeración que hace del grado de intención, naturalesa del 
hecho y condiciones de la persona ofendida , y esto sólo puede 
apreciarse teniendo á su presencia el reo y penetrando en el 
estudio de su conciencia y de su voluntad , parece que todo con- 
curre en el caso actual para que se estime como atenuante la 
circunstancia de raza y el art. 11 se aplique sin duda alguna 
en ese sentido, pues la confusión de responsabilidades, la inde- 
terminación de las funciones , la posibilidad y aun la facilidad 
de evitar el daño que le daba la negligencia de sus superiores, 
por su cargo y por el concepto que allí merece la raza espa- 
ñola, debía contribuir á que en el ánimo de Rosales se pudiera 
y debiera apreciar la atenuación genérica y sujestiva de su 
condición de indio. • 

Tales son. ios conceptos que, en imparcial estudio de los an- 
tecedentes relacionados, merecen al que suscribe los puestos 
por el Letrado Sr. Moreno Lacalle; reiterando, como considera- 
ción que á todos alcanza-, la ya indicada al tratar el punto se- 
gundo, es á saber : que la defensa tiene deberes que la impo- 
nen como criterio para su dii;ección, rio el estricto del Juez, que 
ha de aplicar con severidad la ley rectamente entendida, sino 
el amplio y favorable de una interpretación extensiva que 
haga posible la exculpación ó atenuación de los actos imputa- 
dos, sin agravio^de los principios ni de los textos legales. 
Madrid 4 de Agosto de 1896. 

L, Francisco Silvela. 
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Dictiei flel LetTÉ D, leite Romero y Gím. 



ANTECEDENTES 

Así la consulta impresa que suscribe el Letrado Sr . Moreno 
Lacalle, como su ampliación, autorizada por el Señor Moreno 
Nieto, contienen los antecedentes del caso acerca del cual se 
solicita mi parecer. Excuso, por lo tanto, reproducirlos. Supon- 
go y admito su exactitud, y sobre esta base , y no sobre otra, 
vengo á establecer mis conclusiones. 
La consulta contiene las siguientes preguntas: 
1.^ Supuestos los hechos contenidos en los antecedentes, ó 
sea los que forman el objeto del proceso criminal sobre el des- 
falco del Tesoro general de Filipinas descubierto en Diciembre 
de 1894, y dados la intervención que en ellos tuvo D. Maxi- 
miano Rosales y su destino de Cajero con ocasión del cual 
efectuó dicha intervención, ¿es responsable de los delitos de 
malversación de caudales públicos y falsificación de documen- 
tos oficiales? 

2.°- De ser responsable de malversación, ¿en cuál de las espe- 
cies de este delito deberá considerarse Incluido? 

3.* De no ser reo de malversación ni de falsificación, y de 
reputársele funcionario público, ¿será reo de fraude? 

4.^ Si no cabe considerarle funcionario público, ni reo de 
fraude por consiguiente, ¿lo será de robo, de hurto ó de estafa? 
5.* La circunstancia de abuso de confianza, ¿puede estimarse 
que haya concurrido en la participación de Rosales, ya como 
cualificativa del hurto, si puede ser este el delito de que sea 
responsable, ó como agravante, de ser otro el delito? 
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6.* La circunstancia de ser Rosales indíg-ena, ¿debe ser en 
este caso tomada como atenuante, dado lo que dispone el ar- 
tículo 11 del Código Penal de Filipinas? 



DIOTA^MIKIV 



Se impone necesariamente, á mi juicio, una cuestión, que 
resuelta favorable ó adversamente , nos da la respuesta á las 
dos prinieras preguntas de la consulta en su contenido más 
esencial. ,__ 

Me refiero á la condición personal con que D. Maximiano 
Rosales concurre al hecho que se persigue ; ó en otros térmi- 
nos, á dilucidar si puede y debe D. Maximiano Rosales ser 
considerado como funcionario público. 

lia definición del funcionario, para los efectos penales, parece 
comprendida en el articulo 401 del Código penal de Filipinas. 
Pero aplicándola al caso, entiendo que no resuelve claramente 
la duda. Disposición inmediata.de la ley paréceme que no 
existe, ni, aun cuando pudiera pensarse que alguna de las 
vigentes viene á comprenderlo bajo tal predicado, estimo que 
el sentido propio de la frase usada por el Código penal hay 
que evaluarlo teniendo en cuenta los preceptos administrati- 
vos, por fortuna muy claros. Cierto que algunos de ellos, de 
carácter como orgánico, enumeran los Cajeros entre la serie 
de los empleados; pero no es menos evidente, aparte el lugar 
en que los coloca, que no constituyen clase con derechos co- 
munes á todos los empleados, ni sus funcionen se individuali- 
zan con ser ellos especie única, viniendo al cuadro sólo por 
relación á los emolumentos que podrán disfrutar, pero sin 
categoría determinada, que se deriva, como regla general , de 
la importancia del sueldo disfrutado. Y en cuanto al tercer 
inciso del artículo, porque el segundo ha de eliminarse del 
todo, no es menos evidente, para mí, que el nombramiento de 
autoridad competente se refiere asimismo á funcionarios que 
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constituyan clase,, según las disposiciones orgánicas, pero 
cuyo nombramiento se defiere , cuándo al Consejo de Ministros, 
la Suprema Autoridad, cuándo al Gobernador general , al Sub- 
secretario ó Directores ó á otros funcionarios de orden supe- 
rior ; y siempre y en todo caso para ejercer, en mayor ó menor 
escala, funciones directas, con la independencia adecuada á su 
importancia y con la responsabilidad consiguiente, no ante sus 
jefes, sino ante la Administración, como entidad y persona á la 
cual prestan sus servicios. ^ 

Confirma este modo de ver el Reglamento orgánico de las 
carreras civiles de la Admidistración pública en Ultramar, 
entre cuyas clases no figura la de Cajeros, los que, cuando 
más, y con arreglo á tal disposición, podrían entrar en la de 
subalternos, á los cuales niega el carácter de empleados pú- 
blicos. • 

Pero concretamente respecto de los Cajeros hay disposicio- 
nes concluyentes y decisivas: las unas indire-ctas, pero que 
excluyen su ingerencia en el ejercicio de funciones públicas; 
las otras directas, que así lo deciden y resuelven. 

Entre las primeras bueno es recordar la Instrucción de 10 de 
Agosto de 1849, según cuyas reglas, la custodia de caudales 
correponde personalmente al Tesorero, y en su caso al Inten- 
dente y Contador, á quienes se confían dos llaves de las tres 
de la Caja general, ó sea, con aplicación al hecho objeto de la 
consulta, de aquellas arcas de madera reforzadas de tiras de 
hierro y cerradas con candados, á que aluden los antecedentes. 

Mantiene la esencia de la disposición citada el Real decreto 
de^l2 de Septiembre de 1870, por cuanto reitera que es cargo de 
los Tesoreros la custodm^e los caudales públicos, aparte otras 
reglas y medidas tocante á cuentas de quienes manejan fondos 
públicos, que no afectan ni se refieren á los Cajeros. Pero si 
éstos;"legalmente, no custodian los caudales, ni aun andando 
con los fondos públicos en sus manos, ni rinden, ni tienen obli- 
gación de rendir cuenta oficial de ellos, ¿dónde están sus fun- 
ciones? 

Ya es bastante lo dicho para llevar al ánimo .más prevenido 
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el firme convencimiento de que el cargo de Cajero en la Teso- 
rería central de Filipinas no es el de un funcionario público, 
en el sentido que demanda el art. 401 del Código penal, en rela- 
ción con las disposiciones administrativas de carácter orgá- 
nico cuyo texto no se puede excluir para el juicio, ni en reía- 
ciónnampoco con los capítulos x, x-x.y xii, título vii del Código 
penal atentamente examinados. 

Pero amén de lo dicho, hay otra disposición concreta, defini- 
tiva y resolutoria que pone fin á la disputa, si cupiera. Suscitóse 
duda en til Gobierno general sobre el importe de la fianza que 
habría de prestar el Cajero de la Central de Filipinas, y, con- 
sultado el caso, por Real orden fundamentada de 20 de Agosto 
de 1865, todavía vigente, se resolvió la duda originada en una 
circunstancia verdaderamente accidental, á saber: con el pro- 
pósito tan sólo de elevar el sueldo, por las mayores atenciones 
que la nueva organización imponía, por modo alguno para 
introducir un precedente que impidiera, inutilizara ó modifi- 
•cara la única responsabilidad del Tesorero ante la Administra- 
ción. El Tesorero, según la Real orden, es el guardador único 
de los intereses materiales de la Administración; el Cajero no 
es otra cosa que un agente personal del Tesorero, bajo cuyas 
indicaciones privadas sirve y cuyo intereses materiales maneja 
con su absoluta confianza. Por ello el Tesorero le designa libre- 
mente y sólo ante él es responsable. 

Se ve, pues, para los efectos del art. 401 del Código penal, 
que la Administración, en cuanto á la guarda de los caudales 
públicos en la Tesorería central de Filipinas, no reconoce otro 
guardador que el Tesorero, no reconoce otra responsabilidad 
que la del Tesorero, no confiere la investidura de custodio de 
los caudales públicos en aquella oficina central más que al 
Tesorero, no otorga, en fin, facultades en relación con dicho 
oficio más que al Tesorero. Podrá éste designar un Cajero que 
paga la Administración, como podría asignar al Tesorero un 
sobresueldo, una gratificación para que lo pagase; pero, fuera 
■ de ello, la Administración no entra en relación con el Cajero, 
ni le demanda garantía, ni le impone responsabilidad, conside- 
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rando y afirmando que tal responsabilidad , si ha lugar á ella, 
constituye una relación de orden privado. 

El modo y forma de funcionar el Cajero, referido minucio- 
samente en los antecedentes de esta consulta, es un compro- 
bante material y de hecho de la opinión que vengo sustentando, 
y se corrobora por otra circunstancia digna de notarse. En 
ninguna parte, en ninguna disposición administrativa se im- 
pone^ obligación de entregar la Caja al Cajero mediante cier- 
tas formalidades, lo cual no sucedería, en verdad, si la posesión 
de aquél fuese el acto de entrar, al ejercicio de funciones pú- 
blicas. - ~^ 

Si ahora, partiendo de los supuestos establecidos, eliminada 
además la aplicación del a^rticulo 401 del Código penal, estudia- 
mos ei caso tomando en ciíenta las disposiciones penales, to- 
cante al delito-de malversación de caudales públicos (capí- 
tulo X, título VII, del Código penal de Filipinas), sin dificultad 
resalta cuan imposible es aplicar á D. Ma^imiano Rosales nin- 
guno de los artículos de dicho capítulo, y menos que todos los 
demás, el 390. 

Bueno es advertir que el título, todo él, viene dedicado á di- 
versidad, de actos punibles, cuya característica personal se 
contrae siempre á empleados públicos; y no huelga notar que 
el Código emplea indistintamente las palabras empleado y fun- 
cionario público. Pues esta característica que llamo personal, 
se acentúa vigorosamente en el capítulo de las malversacio- 
nes, en el cual siempre se trata de funcionarios públicos, sin 
más excepción que la del artículo 395, precepto extensivo,-es 
verdad, pero extensivo mediante una condición harto transpa- 
rente, á saber: una investidura de carácter reglamentario, ó 
por delegación de Autoridad pública que ejerza imperio, nin- 
guna de cuyas circunstancias esenciales concurren en el caso. 
Por lo tocante á los anteriores artículos, me parece dema- 
siado clara la cuestión. No hablemos del 394, cuya inaplicabili- 
dad es notoria. Aun siendo aplicable (los hechos no permiten 
suponerlo), tampoco se sustrae á las reglas y condiciones fun- 
damentales contenidas en el párrafo inicial del artículo 390, 
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donde aparece el delito de malversación, cuya existencia de- 
pende de condiciones tasadas, faltando las que, ó algunas.de 
ellas, el delito se desvanece. Caerá debajo de la jurisdicción de 
otros artículos y de otro capítulo del Código penal, no en la 
esfera á que alcanza el de malversación de públicos caudales. 
No se puede negar que esta última condición, referente á la 
materia del delito, existe. Los actos de los cuales resulta res- 
ponsable D. Maximiano Rosales, recaen sobre caudales públi- 
cos, Pero el delito de malversación se determina por el con- 
curso de tres circunstancias, amén del acto consumativo de 
sustracción ó distracción. Circunstancia personal: el delin- 
cuente ha de ser funcionario público. Circunstancia material: ~ 
tener á su cargo caudales ^^úblicos. Circunstancia de relación 
de nexo entre las dos anteriores: el acto de sustracción ó dis- 
tracción ha de ser por razón de sus funciones. Un empleado de 
otra oficina ajena á la Tesorería "pudo sustraer fondos de la 
Caja; los mismos dependientes, según los antecedentes, los sus- 
trajeron. Ni el primero ni los segundos son malversadores. En 
idéntica situación se encuentra D. Maximiano Rosales, aun- 
que las circunstancias exigibles varíen. Él no es funcionario 
público ; él , '^omo tal funcionario , no tiene á su cargo caudales 
públicos, si bien en ciertos momentos, por una delegación, co- 
misión ó encargo de orden privado para los efectos adminis- 
trativos, los maneje. ¿Cómo ha de malversar? 

Entiendo, pues, que, si llegado el juicio, el delito, en cuanto 
á Rosales, se califica de. malversación, hay erfor de derecho 
al calificarlo de tal suerte: si luego la sentencia lo define y 
pena como delito de malversación, comete también error de 
derecho , siendo de esperar que así lo declare el Tribunal Su- 
premo. 

No expresan con suficiente claridad los antecedentes el 
modo de concurrencia de Rosales á ios arqueos. Presumo, y 
aun afirmo, que ella no podía ser otra que la derivada de sus 
funciones de carácter privado en su esencia. Siendo así, y no 
_ firmando tampoco Rosales otros documentos, me parece difícil 
imputarle participación en el delito de falsificación, supuesto 
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que exista. El arqueo no lo hacía Rosales ; concurrió á él sin 
duda por razón del cargo de personal confianza cerca del Te- 
sorero ; tampoco ,ñrmaba el resultado cierto ó supuesto , al 
detalle ó en conjunto, diligente ó descuidado, que se hace 
constar en la hoja ó documento. Por lo que se deduce de los 
antecedentes, la negligencia ó descuido eran sistemáticos por^ 
parte de los obligados á operación tan solemne; mas la respon-. - 
sabilidad de Rosales, si ese delito existe, sólo podría resultar 
de inducción por su parte, y de ello no se advierten vestigios. 
^1 no es responsable de malversación, ¿lo será de fraude? 
Sólo mediante aplicación inadecuada, según lo expuesto, del 
artículo 401 del Código penal, podría reputársele incurso en 
el art. 399. Para ello, menester es que se le considere funcio- 
nario público, y esto no me parece posible, sin violentar el 
íientido recto de aquel artículo, y desconociendo á la vez la ín- 
tima relación que guarda y debe guardar con las disposiciones 
administrativas citadas al contestar á los dos primeras pre- 
guntas de la consulta. 

El delito de Rosales, en su caso, afecta á la Administración 
en sus consecuencias. No le afecta como sujeto pasivo. La Ad- 
ministración no reconoce en Rosales la personalidad especial 
de funcionario público ; no entrega á su custodia íos caudales; 
no le imputa ni le exige responsabilidad si hay infidelidad. El 
verdadero sujeto pasivo del delito en este. caso es el Tesorero, 
dado que el cometido por Rosales , á mi entender, no puede ser 
calificado ni de robo ni de hurto, sino de estafa. Si fuera al- 
guno de los primeramente nombrados, la relación de sujetos 
cambiaría, y el sujeto pasivo del delito sería la Administra- 
ción, circunstancia que no puede olvidarse. Parece, á primera 
vista , artificiosa la distinción; pero ella es real y efectiva desde 
el momento en que se interpone entre Rosales y la Administras 
ción la tercera persona del Tesorero , sobre la cual recaen las 
primeras consecuencias del acto criminal de Rosales, con quien 
tiene establecida una relación de orden privado. 

Que el delito imputado á Rosales no es d^ robo , lo afirmo 
rotundamente. La violencia ó intimidación de las personas, 
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¿dónde está? La fuerza en las cosas, ¿dónde se descubre? Acaso 
aquella circunstancia de hallar estropeadas las cerraduras de 
dos de las arcas se pretenda tomar en consideración para paten- 
tizar la existencia del robo. Aunque la confesión judicial de 
Rosales, no bastase á excluir semejante juicio, como yo creo 
que basta ;"si un hecho que él manipuló libremente en las 
otras caja .m producir sobre ellas fuerza;'si lo es que, por 
medios más ó menos hábiles, logró hacerse con una colección 
de llaves, ¿qué objeto, qué interés podía llevarle á forzar unas 
cerraduras que podía abrir por medio de sus llaves? Aun acep- 
tando que los arqueos fueran tan informales y ligeros como al 
parecer lo eran; si Rosales perseguía que sus manipulaciones 
con los fondos pasasen desapercibidas hasta lograr un reinte- 
gro, ¿no era más probable que los claveros se apercibieran del 
^ hecho ó entrasen en vehemente sospecha en viendo las cerra- 
duras descompuestas ó forzadas? Todos los datos concurren, á ~ 
mi juicio , para hacer pateTite que Rosales no puede ser acusado 
de robo. Si éste existe, la responsabilidad recaerá sobre otras 
personas. 

Paréceme asimismo que los hechos imputables á Rosales, de 
los cuales él mismo se ha confesado autor, describiendo con 
toda sinceridad y de plano las causas que á ello |e impulsaron, 
los móviles que perseguía, las maneras y "formas de que se 
valió para realizarlos, tampoco podemos clasificarlas como 
hurto. 

Este delito supone que la tenencia de las cosas hurtadas no 
está en manos del hurtador, sino que pasa á ellas tomándolas 
al dueño que las posee ó tiene, claro está, contra su voluntad. 
No es menester analizar el título, la razón de que Rosales, 
durante largo período de tiempo y durante varias horas del 
día, Recibiera de manos del Tesorero las llaves de la Caja, y con 
ellas el encargo de manejar los caudales, de cobrar y pagar. 
Sea cualquiera la extensión de este encargo, lo cierto es que 
él supone una relación jurídica de forma contractual, elemento 
por medio del cual la estafa viene á diferenciarse del hurto, 
dando entrada á otra condición que caracteriza á la primera: 
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al engaño. El engaño para nada entra en ía determinación del 
hurto, limitado al apoderamiento de una cosa mueble ajena 
contra ó sin la voluntad de un dueño. Aquí no hay asomos de 
relación jurídica más ó menos clara y perfecta entre el dueño 
de la cosa y aquel que de ella le priva. Es pura y simplemente 
un acto simple, material. No así la estafa, en cuya naturaleza 
se descubre en primer término la concurrencia de un elemento 
moral, de un elemento jurídico, del cual toma su esencia la 
estafa , á tal punto , como que puede existir estafa con inver- 
sión total de los elementos característicos del hurto, por ejem- 
plo, entre otros, en los casos 2.° y 3.° del art. 535 del Código 
penal de Filipinas. En éstos, la cosa pasa de majios del delin- 
cuente á manos del dañado. En el hurto es supuesto que la 
cosa está en poder, en la tenencia, á disposición única del 
dueño, y por efecto del acto criminal se apodera de ella el 
delincuente. El hurto, prescindiendo de causas de modific-ación 
que pueden entrar en la categoría de elementos morales pero 
que nada quitan ni ponen á la esencia y naturaleza del delito, 
es un acto material. La estafa lleva consigo, en muchos casos, 
accidentes y elementos materiales, pero su índole propia viene 
determinada por un elemento de orden moral. 

El delito cometido por Rosales no es de hurto. Es, según 
creo, de estafa, comprendido en el núm. 5.° del art. 535. Con- 
templando las cosas con serenidad y sin prejuicio, ¿quién no 
advierte la presencia de una relación jurídica entre el Tesorero 
y Rosales? Podía su moí^o de existencia no ser continuo, pero 
la relación existe; podía venir tal relación exornada de varie- 
dad de accidentes que permitan singularizarla y no consien- 
tan clasificarla entre las más comunes y morales; podía, si se 
quiere, ser una relación que nace un día y en ese mismo día 
se extingue, para reproducirse y desaparecer al siguiente. En 
todo caso la relación jurídica existe, y estriba en que el Teso- 
rero entrega al Cajero los caudales de la Caja bajo el "supuesto 
necesario de conservarlos, salvo aquellas aplicaciones legales 
á que están destinados; le"autoriza á recibir otros que ingresen, 
con la precisa obligación de devolverlos sin merma, cuyos 
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postulados paréceme qae encajan perfectamente con el texto 
recordado del Código penal. Obsérvese que éste pone como 
títulos primeros el depósito, la comisión y la administración; 
pero no excluye cualquier otro en la variedad inmensa que 
pueden producir las múltiples relaciones humanas y las mani- 
festaciones de la voluntad. Una suposición sobreviene y re- 
suelve, á mi ver, la cuestión. Dejemos á un lado la manjiiesta 
negligencia del Tesorero y Cajero al nonibrar el uno y hacerse 
cargo de la Caja el otro, negligencia cuyos efectos pudieran 
recaer sobre Rosales. Nada de esto ocurre. El Tesorero libre- 
mente le nombra, y mediante arqueo le confía los caudales. El 
Tesorero comprueba á diario las entradas y salidas y examina 
si las existencias son reales y efectivas. Todo marcha á mara- 
villa; pero llega un día en que el Cajero cesa, y alhacer en- 
trega resulta una falta inexplicable é injustificada; resulta ha- 
■ berse apropiado ó distraído parte, mucha ó poca, de los cauda- 
les. Será reo de estafa. 

Reo de estafa es también en el caso de la consulta, pues la 
serie de anormalidades producidas desde el primer momento y 
continuada con variedad de matices por largo espacio de 
tiempo, no altera ni cambia la esencia de los hechos primor- 
diales, cuya consecuencia clasifica, determina y constituye el 
delito. ^ 

'■ Considero muy dudoso el punto relativo á las circunstancias 
modificativas á que se refieren los dos últimos extremos de la 
consulta. 

En cuanto al abuso de confianza, mi opinión, si bien con re- 
servas, es negativa, por tratarse de una estafa. El abuso de 
confianza, si no es una forma de engaño, tiene mucha semejan- 
za con él; y el engaño es dato integrante de la estafa. 

Negativo es también. mi parecer tocante á la "atenuante del 
indigcnato. Los actos realizados por Rosales, el modo vario de 
llevarlos á cabo, las habilidades que desplega y su competen- 
cia declarada en los asuntos mercantiles, creo que pugnan con 
el espíritu del artículo 11 del Código penal de Filipinas, diri- 
gido, si no me engaño, á una justa estimación individualizada 
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del grado de penetración y de conocimiento del elemento indio 
y sus similares . 

Podrá suceder que, dados los antecedentes y tomados en 
cuenta otros actos de Rosales, permitan al Tribunal dar en- 
trada, si no á esa, á otra circunstancia modificativa de respon- 
sabilidad favorable á Rosales. Podrá ser que aprecie la del ar- 
tículo 11, en virtud del arbitrio que el Código le confiere; pero 
esto requiere la estimación de cuantas circunstancias resulten 
definitivamente del proceso, extremo vedado á mi juicio, por 
desconocer sus elementos. 

Tal es mi dictamen. 

Madrid 7 de Agosto de 1896. 

Jj> 'Vicente fiomero ^ ixirón. 
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